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PROYECTO DE LEY NUMERO 198 DE 2009 
SENADO

por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
PARTE PRIMERA

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
T I T U L O   I

DISPOSICIONES GENERALES
CAPITULO I

Finalidad, ámbito de aplicación y principios
Artículo 1°. Finalidad de la parte primera. Las 
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dad proteger y garantizar los derechos y libertades 
de las personas, la primacía del interés general, la 
sujeción de las autoridades a la Constitución y de-
más preceptos del ordenamiento jurídico, el cum-
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observancia de los deberes del Estado y de los par-
ticulares.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Las normas 
de esta parte primera del Código se aplican a to-
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ramas del poder público en sus distintos órdenes, 
sectores y niveles, a los órganos autónomos e inde-
pendientes del Estado, y a los particulares, cuando 
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todos ellos se les dará el nombre de autoridades.

Sin perjuicio de las garantías constitucionales 
y lo dispuesto en normas y protocolos especiales, 
las disposiciones de esta parte primera del Código 
no se aplicarán en los procedimientos militares o 
de policía que por su naturaleza requieran decisio-

nes de aplicación inmediata, para evitar o remediar 
perturbaciones de orden público en los aspectos de 
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dad, y circulación de personas y cosas. Tampoco 
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bramiento y remoción.

Las autoridades sujetarán sus actuaciones al 
procedimiento que se establece en este Código, sin 
perjuicio de los procedimientos regulados en leyes 
especiales. En lo no previsto en ellas se aplicarán 
las disposiciones de este Código.

Artículo 3°. Principios. Todas las autoridades 
deberán interpretar y aplicar las disposiciones que 
regulan las actuaciones y procedimientos admi-
nistrativos a la luz de los principios consagrados 
en la Constitución Política, en la parte primera del 
Código, y en leyes especiales.

Las actuaciones administrativas se desarrolla-
rán con arreglo a los principios del debido proceso, 
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ticipación, responsabilidad, transparencia, publici-
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1. En virtud del principio del debido proceso, 
las actuaciones administrativas se adelantarán de 
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competencia establecidas en la ley, con plena ga-
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y contradicción, y en materia sancionatoria con 
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sanciones.

2. En virtud del principio de igualdad, las auto-
ridades darán el mismo trato y protección a las per-
sonas e instituciones que intervengan en las actua-
ciones bajo su conocimiento. No obstante, serán 
objeto de trato y protección especial las personas 
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se encuentran en circunstancias de debilidad ma-
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3. En virtud del principio de imparcialidad, 
las autoridades deberán actuar teniendo en cuen-
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en asegurar y garantizar los derechos de todas las 
personas sin discriminación alguna y sin tener en 
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general, cualquier clase de motivación subjetiva.
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toridades presumirán que quien actúa ante ellas es 
verdaderamente la persona que declara ser, que ha 
actuado de acuerdo con sus derechos y deberes, 
sin perjuicio de lo que dispongan leyes especiales.

5. En virtud del principio de moralidad, las 
actuaciones administrativas deben ajustarse a las 
reglas de ética y moral públicas, y por consiguien-
te los servidores públicos y los particulares están 
obligados a actuar con rectitud y honestidad. En 
desarrollo de este principio las autoridades adopta-
rán códigos de ética y de buen Gobierno.

6. En virtud del principio de participación, las 
autoridades promoverán y atenderán las iniciativas 
de los ciudadanos, organizaciones y comunidades 
encaminadas a intervenir en los procesos de de-
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luación de la gestión pública.

7. En virtud del principio de responsabilidad, las 
autoridades y sus agentes asumirán las consecuen-
cias por sus decisiones, omisiones o extralimita-
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las leyes y los reglamentos.

8. En virtud del principio de transparencia, las 
entidades y organismos de la administración están 
en la obligación de poner en conocimiento del pú-
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dispuesto en este Código.

9. En virtud del principio de publicidad, las au-
toridades darán a conocer sus decisiones mediante 
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nes que ordena la ley. La actividad administrati-
va es por regla general del dominio público y por 
consiguiente cualquier interesado podrá solicitar 
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administrativo, salvo los casos de reserva legal.

10. En virtud del principio de coordinación, las 
autoridades concertarán sus actividades con las de 
otras instancias estatales en el cumplimiento de 
sus cometidos y en el reconocimiento de sus dere-
chos a los particulares.
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ridades buscarán que los procedimientos logren su 
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nes inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, 
de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la 
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actuación administrativa.

12. En virtud del principio de economía, las au-
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ciencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás 

recursos, procurando el más alto nivel de calidad 
en sus actuaciones y la protección de los derechos 
de los administrados.

13. En virtud del principio de celeridad, las au-
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los procedimientos, publicar en medio electrónico 
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ciudadanos, e incentivar el uso de las tecnologías 
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laciones entre las distintas administraciones y en 
sus relaciones con los particulares.

CAPITULO II
Derechos, deberes, prohibiciones,  

impedimentos y recusaciones
Artículo 4°. Derechos de las personas ante las 

autoridades. En sus relaciones con las autorida-
des, toda persona goza del derecho a:

1. Presentar peticiones, solicitudes y quejas, es-
critas o verbales, sin necesidad de apoderado, y a 
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quisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones 
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2. Presentar peticiones, quejas o recursos por 
cualquier medio tecnológico o electrónico dispo-
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atención al público. En este último caso la presen-
tación se entenderá hecha en término hasta antes 
de las doce de la noche (12:00 p. m.) y se radicará 
el siguiente día hábil.

3. Conocer, salvo expresa reserva legal, el esta-
do del trámite y obtener copias, a su costa, de los 
documentos contenidos en ella.
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repose en los registros y archivos en los términos 
previstos por la Constitución y las leyes.

5. Ser tratado con respeto por los servidores pú-
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nes administrativas.

6. Exigir el cumplimiento de las responsabilida-
des de los servidores públicos y de los particulares 
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trata de personas en situación de discapacidad, ni-
ños, niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adul-
tos mayores, y en general de personas en estado de 
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dad con el artículo 13 de la Constitución Política.

9. Cualquier otro que le reconozcan la 
Constitución y las leyes.

Artículo 5°. Deberes de las personas. En armo-
nía con los deberes señalados en la Constitución 
para la persona y el ciudadano, los particulares en 
las actuaciones ante las autoridades deberán:

1. Acatar la Constitución y las leyes.
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teniéndose de emplear maniobras dilatorias en las 
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ciones temerarias, entre otras conductas.

3. Ejercer con responsabilidad sus derechos, y 
en consecuencia abstenerse de reiterar solicitudes 
evidentemente improcedentes.

4. Observar un trato respetuoso con los servido-
res públicos.
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no podrá ser invocado por la administración como 
pretexto para desconocer el derecho reclamado por 
el particular. Empero podrá dar lugar a las sancio-
nes penales, disciplinarias o de policía a que hu-
biere lugar en la ley.

Artículo 6°. Deberes de las autoridades en la 
atención al público. Las autoridades y sus servi-
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acudan y en relación con los asuntos que tramiten, 
los siguientes deberes:

1. Dar trato respetuoso y diligente a todas las 
personas.

2. Garantizar atención personal al público, 
como mínimo durante cuarenta (40) horas a la se-
mana, las cuales se distribuirán en horarios que sa-
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3. Atender a todas las personas que hubieran in-
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de atención.
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rario.

5. Establecer un sistema de turnos acorde con 
las necesidades del servicio y las nuevas tecnolo-
gías, para la ordenada atención de peticiones, que-
jas, denuncias o reclamos, sin perjuicio de lo se-
ñalado en el artículo 4° numeral 8 de este Código.

6. Atribuir a dependencias especializadas la 
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tación al público.

7. Adoptar medios tecnológicos para el trámi-
te y resolución de peticiones, y permitir el uso de 
medios alternativos para quienes no dispongan de 
aquellos.

8. Habilitar espacios idóneos para la consulta 
de expedientes y documentos, así como para la 
atención cómoda y ordenada del público, en espe-
cial, de las personas en situación de discapacidad, 
mujeres gestantes y adultos mayores.

9. Todos los demás que señalen la Constitución, 
la ley y los reglamentos.

Artículo 7°. Deber de información al público. 
Las autoridades deberán mantener a disposición 
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en el sitio de atención y en la página electrónica, 
y suministrarla a través de los medios impresos y 
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nico o por correo, sobre los siguientes aspectos:

1. Las normas básicas que determinan su com-
petencia.
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y los servicios que prestan.

3. Las regulaciones, procedimientos, trámites 
y términos a que están sujetas las actuaciones de 
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entidad.

4. Los actos administrativos de carácter general 
que expidan y los documentos de interés público 
relativos a cada uno de ellos.

5. Los documentos que deben ser suministrados 
según la actuación de que se trate.

6. Las dependencias responsables según la ac-
tuación, su localización, los horarios de trabajo y 
demás indicaciones que sean necesarias para que 
toda persona pueda cumplir sus obligaciones o 
ejercer sus derechos.

7. La dependencia y el cargo o nombre del ser-
vidor a quien debe dirigirse en caso de una queja 
o reclamo.
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de recibir opiniones, sugerencias o propuestas al-
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dentro del cual se podrán presentar observaciones, 
de las cuales se dejará registro público. En todo 
caso, la autoridad adoptará autónomamente la de-
cisión que a su juicio sirva mejor el interés general.
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en ningún caso se requerirá la presencia del in-
teresado.

Artículo 8°. Prohibiciones. A las autoridades y 
sus servidores, les queda especialmente prohibido:

1. Negarse a recibir las peticiones o a expedir 
constancias sobre ellas.

2. Negarse a recibir los escritos, las declaracio-
nes o liquidaciones privadas necesarias para cum-
plir con una obligación legal, lo cual no obsta para 
��
�
�
������
�
�
����
������
�
�
�����
��	
��

�-
cias de su actuación o del escrito que presenta.

3. Exigir la presentación personal de peticiones, 
recursos o documentos cuando la ley no lo exija.
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mentos que reposen en la respectiva entidad.

5. Exigir documentos no previstos por las nor-
mas legales aplicables a los procedimientos de que 
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la Constitución Política.

6. Reproducir actos suspendidos o anulados por 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa cuan-
	�����������	
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de la anulación o suspensión.

7. Asignar la orientación y atención del ciuda-
dano a personal no capacitado para ello.

8. Negarse a recibir los escritos de interposición 
y sustentación de recursos.

9. No dar traslado de los documentos recibidos 
a quien deba decidir, dentro del término legal.
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11. Resolver sin motivación, cuando sea obli-
gatoria.
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13. Dilatar o entrabar el cumplimiento de las 
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14. No hacer lo que legalmente corresponda 

para que se incluya dentro de los presupuestos 
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miento de las sentencias que condenen a la admi-
nistración

15. No practicar oportunamente las pruebas de-
cretadas o denegar sin justa causa las solicitadas.
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17. Intimidar de alguna manera a quienes de-
seen acudir ante la Jurisdicción en lo Contencioso 
Administrativo para el control de sus actos.

Artículo 9°. Deber de aplicación uniforme de 
las normas y la jurisprudencia. Al resolver los 
asuntos de su competencia las autoridades apli-
carán las disposiciones constitucionales, legales y 
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lares. Igualmente, estarán obligadas a decidir de 
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Consejo de Estado y la jurisprudencia reiterada de 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Artículo 10. ��������	
 ��
 ����
�	�
 �
 ���	���	

de impedimento y recusación. Cuando el interés 
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dor público, este deberá declararse impedido. Todo 
servidor público que deba adelantar actuaciones 
administrativas, realizar investigaciones, practicar 
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ta su impedimento por:

1. Tener interés particular y directo en la regu-
lación, gestión, control o decisión del asunto, o te-
nerlo su cónyuge, compañero o compañera perma-
nente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
���	�� 	
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primero civil, o su socio o socios de hecho o de 
derecho.

2. Haber conocido del asunto, en oportunidad 
anterior, el servidor, su cónyuge, compañero per-
manente o alguno de sus parientes indicados en el 
numeral precedente.

3. Ser el servidor, su cónyuge, compañero per-
manente o alguno de sus parientes arriba indica-
dos, guardador de persona interesada en el asunto.

4. Ser alguno de los interesados en la actuación 
administrativa: representante, apoderado, depen-
diente, mandatario o administrador de los nego-
cios del servidor público.

5. Existir pleito pendiente entre el servidor, su 
cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus 
parientes indicados en el numeral 1, y cualquiera 
de los interesados en la actuación, su representante 
o apoderado.
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en la actuación, su representante o apoderado, de-
nuncia penal contra el servidor, su cónyuge, com-
pañero permanente, o pariente en segundo grado 
de consanguinidad, antes de iniciarse la actuación 
administrativa; o después, siempre que la denuncia 
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denunciado se halle vinculado a la investigación 
penal.
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compañero permanente o pariente en segundo gra-
do de consanguinidad, denuncia penal contra una 
de las personas interesadas en la actuación admi-
nistrativa o su representante o apoderado, o estar 
aquellos legitimados para intervenir como parte 
civil en el respectivo proceso penal.

8. Existir enemistad grave por hechos ajenos a 
la actuación administrativa, o amistad íntima en-
tre el servidor y alguna de las personas interesadas 
en la actuación administrativa, su representante o 
apoderado.

9. Ser el servidor, su cónyuge, compañero per-
manente o alguno de sus parientes en segundo 
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primero civil, acreedor o deudor de alguna de las 
personas interesadas en la actuación administra-
tiva, su representante o apoderado, salvo cuando 
se trate de persona de derecho público, estableci-
miento de crédito o sociedad anónima.

10. Ser el servidor, su cónyuge, compañero per-
manente o alguno de sus parientes indicados en el 
numeral anterior, socio de alguna de las personas 
interesadas en la actuación administrativa o su re-
presentante o apoderado en sociedad de personas.

11. Haber dado el servidor consejo o concepto 
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cuestiones materia de la misma, o haber interveni-
do en esta como apoderado, agente del ministerio 
público, perito o testigo. Sin embargo, no tendrán 

��������
��	
�����
���� �����
�
�
��
�����
&��
��-
ciones que el servidor público haga sobre el conte-
nido de una decisión tomada por la administración.

12. Ser el servidor, su cónyuge, compañero per-
manente o alguno de sus parientes indicados en el 
numeral 1, heredero o legatario de alguna de las 
personas interesadas en la actuación administrati-
va.

13. Tener el servidor, su cónyuge, compañero 
permanente o alguno de sus parientes en segundo 
grado de consanguinidad o primero civil, decisión 
administrativa pendiente en que se controvierta la 
misma cuestión jurídica que él debe resolver.

14. Haber hecho parte de listas de candidatos a 
cuerpos colegiados de elección popular inscritas o 
integradas también por el interesado.

15. Haber sido recomendado por el interesado 
en la actuación para llegar al cargo que ocupa el 
servidor público o haber sido señalado por este 
������
�
�
��
������
���
�������

16. Dentro del año anterior, haber tenido interés 
directo o haber actuado como representante, ase-
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sor, presidente, gerente, director, miembro de junta 
directiva o socio de gremio, sindicato, sociedad, 
asociación o grupo social o económico interesado 

��
������������
���	
�	
��
�
���

Artículo 11. Trámite de los impedimentos y re-
cusaciones. En caso de impedimento el servidor 
enviará dentro de los tres (3) días siguientes a su 
conocimiento la actuación con escrito motivado, 
al superior, o si no lo tuviere, a la cabeza del res-
pectivo sector administrativo. El superior, decidirá 
de plano dentro de los diez (10) días siguientes a 
��� �
����	
� ��� �
�
����'
� ��
���� 
�� 
��
	
�
�����
determinará a quien corresponde el conocimiento 
del asunto, pudiendo, si es preciso, designar un 
����
����
��ad hoc. En el mismo acto ordenará la 
entrega del expediente.

Cuando se trate de recusación, el recusado ma-
�
�
�������
���
�������������������
�����	���	
�����
de los �
���� `fk� 	���� �
��

��
�� �� ��� �
���� 	
� ���
��������
����{
��
	�� 
��
� �!��
���� �
� �
��
��� 
��
trámite señalado en el inciso anterior.

La actuación administrativa se suspenderá des-
	
� ��� ���
�
����
��� 	
�� 
��
	
�
���� �� 	
�	
� ���
presentación de la recusación, hasta cuando se de-
cida. Sin embargo, el cómputo de los términos para 
que proceda el silencio administrativo se reiniciará 
�����
/��
��
	����������/�������
����
��
�
�
��
��
el inciso primero de este artículo. El superior o el 
�
�
� 	
�� �
����� �	�
�
�����
��� �
��
��
��� ��	����
����
!���
������	
�������
�

�������������
���-
rio cuando, a su juicio o en virtud de denuncias 
presentadas por el interesado, aquel no garantice 
la imparcialidad debida.

T I T U L O   II
DERECHO DE PETICION

CAPITULO I
Derecho de petición ante autoridades.  

Reglas generales
Artículo 12. Objeto y modalidades del derecho 

de petición ante autoridades. Toda persona tie-
ne derecho de presentar peticiones respetuosas a 
las autoridades, en los términos señalados en este 
Código, por motivos de interés general o particu-
lar, y a obtener pronta resolución.

Toda actuación que inicie cualquier persona ante 
las autoridades, implica el ejercicio del derecho de 
petición consagrado en los artículos 23 y 74 de la 
Constitución Política, sin que sea necesario invo-
carlo. A través de él se podrá, entre otros, solicitar el 
�
�����
�

����	
����	
�
������
	
�� 
�������
����
consultar y examinar documentos, acceder a datos 
que conozcan los destinatarios, requerir copias de 
	����
����������������������������
�����	
����
���
y reclamos e interponer recursos.

El ejercicio del derecho de petición es gratuito 
y puede realizarse sin necesidad de representación 
a través de abogado.

Artículo 13. ��
����	
��
�

�	����

��	
��	���-
tas modalidades de peticiones. Salvo norma legal 
especial y so pena de sanción disciplinaria, toda 
petición deberá resolverse dentro de los quince 
(15) días siguientes a su recepción.

Estará sometida a término especial la resolu-
ción de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos deberán resol-
verse dentro de los diez (10) días siguientes a su 
recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta 
����
�
�
����
����
�
��
�	
�����������	�������
�
�����
legales, que la respectiva solicitud ha sido acep-
tada y, en consecuencia, las copias se entregarán 
dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva 
una consulta a las autoridades en relación con las 
materias a su cargo deberán resolverse dentro de 
los treinta (30) días siguientes a su recepción.

>����������$���	��
&�
��
�����
��
������
�
�
posible resolver la petición en los plazos aquí seña-
��	������������
	�	�	
�
���
��������	
�
��
	
�����
y en todo caso antes del vencimiento del término 
señalado en la ley, esta circunstancia al interesado 
expresando los motivos de la demora. En este caso 
la petición se decidirá a más tardar dentro del do-
ble del término señalado en este artículo.

Artículo 14. Presentación y radicación de peti-
ciones. Las peticiones podrán presentarse verbal-
mente o por escrito, y a través de cualquier medio 

	��
�� ����� ��� �����
���
��� �� ������
�
��
�� 	
�
	������K����
��������
���
�
��������������
�������
normas especiales de este Código.

Cuando una petición no se acompañe de los do-
���
����� 
� 
�������
��
�� �
��
�
	��� ���� ��� �
���
en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al 
�
�
�
����
�� ������
� ����
���'
�
��
� 
��
��
�
����
�
se radique, así se hará dejando constancia de los 
�
��
�
������	����
������������
��

Si quien presenta una petición verbal pide cons-
����
��	
����
������
�
���	���
������
����
�����
&-
�
	
���
�����������
����

Las autoridades podrán exigir que ciertas peti-
ciones se presenten por escrito, y pondrán a dispo-
sición de los interesados, sin costo, a menos que 
�����
��
&��
���
��
��
Q��
�����������
����������-
�
�����������
������
�����
����	��
/�	�����������
-
litar su diligenciamiento.

A la petición escrita se podrá acompañar una 
���
����
�����
��
��	������
������
����
���
��
��
-
�������������
���	
�����
�����������	
������
�
�-
tación, y del número y clase de los documentos 
anexos, tendrá el mismo valor legal del original y 
se devolverá al interesado. Esta autenticación no 
causará costo alguno al peticionario.

Artículo 15. Contenido de las peticiones. Toda 
petición deberá contener por lo menos:

a) La designación de la autoridad a la que se 
dirige.

b) Los nombres y apellidos completos del soli-
citante y de su representante y o apoderado, si es el 
caso, con indicación de su documento de identidad 
y de la dirección donde recibirá correspondencia. 
#���
�
�
����
����	������
����
���@�
���	
���&������
dirección electrónica.

c) El objeto de la petición.
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	k�K�����/��
��
��������
����	��
��������
�
-
ción.

e) La relación de los requisitos exigidos por la 
ley y de los documentos que desee presentar para 
iniciar el trámite.

�k� K�� ����� 	
�� �
�
�
����
�� ����	�� ��
�
� 
��
caso.

>����������K�������
	�	� �

�
� ������
���
���	
�
examinar integralmente la petición, y en ningún 
��������
��
�����
������
�������������	
��
��
�
����
o documentos que no sean legalmente necesarios 
para resolverla.

Artículo 16. Peticiones incompletas y desisti-
miento tácito. #���
���	�	
����
��
�
��	
�
����
���
cuando la autoridad constate que una petición ya 
radicada está incompleta pero la actuación puede 
continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peti-
cionario dentro de los de diez (10) días siguientes 
������
����	
���	
���
����������
���������
�
�
��
��
término máximo de un (1) mes. Cuando el intere-
��	�������
�����	����
�������
�����
���
��
�
	���
comenzará a correr el término para resolver la pe-
tición. La autoridad no podrá pedir requisitos adi-
cionales y decidirá con base en la documentación 
allegada.

Cuando en el curso de una actuación adminis-
trativa la autoridad advierta que el peticionario 
debe realizar una gestión de trámite a su cargo, 
�
�
���
��������	����������	
�
�
���	
� ���	��� ���
�
��
�
����������
����
�
��@
�
��
���!��
���	
����
(1) mes.

Se entenderá que el peticionario ha desistido 
de su solicitud o de la actuación cuando no satis-
�����
�� �
��
�
�

����� ��������
����
��	
��
��
��
el plazo concedido solicite prórroga hasta por un 
término igual.

Vencidos los términos establecidos en este ar-
tículo, la autoridad decretará el desistimiento y el 
archivo del expediente, mediante acto administra-
tivo contra el cual únicamente procede recurso de 
reposición.

Artículo 17. Desistimiento de la petición. Los 
interesados podrán desistir en cualquier tiempo de 
sus peticiones, pero las autoridades podrán conti-
�����	
����
�����������
����
��������
	
�����
�
��-
ria por razones de interés público.

Artículo 18. ���������	
 �

�	�����	�	�
 ������-
rentes o reiterativas. Toda petición debe ser res-
petuosa y coherente. Cuando no lo sea o no se 
�����
�	���������
	�	������
���� �
�	
����
������
interesado para que la corrija o aclare dentro de los 
diez (10) días siguientes. En caso de no hacerlo, se 
archivará la petición.

La autoridad se abstendrá de tramitar y con-
testar, a la misma persona, las peticiones reitera-
tivas resueltas, remitiéndola a las respuestas ya 

�
����	���

Artículo 19. Atención prioritaria y medida cau-
telar. Las autoridades darán atención prioritaria a 
las peticiones de reconocimiento de un derecho 

cuando deban ser resueltas para evitar un perjui-
�
��
��
�
	
���
�������	
�
��������	��
����
��	
��
peticionario. Este deberá probar sumariamente la 
titularidad del derecho y el riesgo de perjuicio in-
vocados.

Cuando esté en peligro su vida, el peticionario 
podrá solicitar como medida cautelar el recono-
cimiento provisional del derecho. La autoridad 
se pronunciará en el término de cinco (5) días 
mediante decisión contra la cual no cabe recurso 
alguno.

La medida cautelar en todo caso podrá ser revo-
��	���
��
������
��
�

����	
���
�
��
��
������	��
se demuestre que la petición estuvo basada en he-
�������	����
��������������	
�����
/�����������-
sas que la originaron, o cuando sea sustituida por 
����
�����
���	
��
�
���	
�����
�
�
���

Si se establece que el peticionario carecía de 
derecho, estará obligado a reembolsar las sumas 
que haya recibido. La administración adelantará el 
�����������
�������
����	

��
��#�������	
�����	
�
se dará traslado a la autoridad competente.

Artículo 20. Funcionario sin competencia. Si 
la autoridad a quien se dirige la petición no es la 
����
�
��
��
���������	
�
��
	
�������
��
�
��	��
si este actúa verbalmente, o dentro de los diez (10) 
días siguientes a la recepción, si obró por escrito. 
Dentro del término señalado remitirá la petición al 
����
�
��
���
��
�������
��	
�����
���
�
���
�����
peticionario.

Los términos para decidir se contarán a par-
tir de la recepción de la petición por la autoridad 
competente.

Artículo 21. Organización para el trámite in-
terno y decisión de las peticiones. Las autoridades 
deberán reglamentar la tramitación interna de las 
peticiones que le corresponda resolver, y la mane-
���	
���
�	
��������
��������
����������
����

����
de los servicios a su cargo.

Artículo 22. Deberes especiales de los 
Personeros Distritales y Municipales y de los 
Agentes de la Procuraduría y la Defensoría del 
Pueblo. Los agentes de la Procuraduría General 
de la Nación, de la [
�
������� 	
�� >�
�����
los Personeros Distritales y los Personeros 
Municipales, según la órbita de competencia, 
�

�
�� 
�� 	
�
�� 	
� ��
����� ��
��
��
�� 
���/� 
�
inmediata a toda persona que la solicite, para 
garantizarle el ejercicio del derecho constitu-
�
����� 	
� �
�
�
���� '
� ��
�
� �
�
���
��� 	
�
����
intervenir ante las autoridades competentes con 
el objeto de exigirles, en cada caso concreto, el 
cumplimiento de sus deberes legales. Así mis-
mo, recibirán, en sustitución de dichas autorida-
des, las peticiones, quejas, reclamos o recursos 
que aquellas se hubieren abstenido de recibir, y 
se cerciorarán de su debida tramitación. Para el 

�
���� �� �
� ��
�
� �
�
���
��� 	
�
���� 
��
��
�
��
ante las autoridades competentes con el objeto 
de exigirles, en cada caso concreto, el cumpli-
miento de sus deberes legales.
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CAPITULO II
Derecho de petición ante autoridades.  

Reglas especiales
Artículo 23. Documentos e informaciones re-

servados. '���	
�������
�� �
�
���	�� ���� 
������-
ciones y documentos expresamente sometidos a 
reserva por la Constitución o la ley y, en especial:

1. Los protegidos por el secreto comercial o in-
dustrial si el peticionario no es titular o causaha-
biente.

=��K����
���
���	����������	
�
�������
���
	�	�
nacionales.

|��K���������	�������
���
��
�������
�
�����
4. Los que involucren derechos a la privacidad 

e intimidad de las personas, incluidas en las hojas 
de vida, la historia laboral y los expedientes pen-
sionales y demás registros de personal que obren 
en los archivos de las instituciones públicas o pri-
vadas, así como la historia clínica.

f��K����
���
�������������	
�
��
�������

����	
�
las operaciones de crédito público y tesorería que 
realice la Nación, así como a los estudios técnicos 
de valoración de los activos de la nación. Estos do-
���
�����
�
�������
��
��
����������
�
	������
-
serva por un término de seis (6) meses contados a 
partir de la realización de la respectiva operación.

Artículo 24. Rechazo de las peticiones de in-
formación por motivo de reserva. Toda decisión 
��
��
����
�����
�
�
���	
�
�������
��
����	���-
�
����� �
������
��	��� 
�	
����� 
�� ��������
�
���
las disposiciones legales pertinentes y deberá no-
�
�����
�����
�
�
����
���$���������	
�
�
�����
��
-
����
�����
�
�
���	
�
�������
��
����	����
�����
por motivos de reserva legal, no procede recurso 
alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente.

La restricción por reserva legal no se extenderá 
a otras piezas del respectivo expediente o actua-
ción que no estén cubiertas por ella.

Artículo 25. Insistencia del solicitante en caso 
de reserva. Si la persona interesada insistiere en 
����
�
�
���	
� 
�������
�����	����
��������
� ���
autoridad que invoca la reserva, corresponderá al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo con 
jurisdicción en el lugar donde se encuentren los 
documentos, si se trata de autoridades nacionales, 
departamentales o del Distrito Capital de Bogotá, 
o al juez administrativo si se trata de autoridades 
distritales y municipales decidir en única instancia 
si se niega o se acepta, total o parcialmente, la pe-
�
�
����������	��

>���� 
����� 
�� ����
����
�� �
��
��
��� 
��
���� ���
documentación correspondiente al Tribunal o al 
juez administrativo, el cual decidirá dentro de los 
diez (10) días siguientes. Este término se interrum-
pirá en los siguientes casos:

1. Cuando el Tribunal o el juez administrativo 
���
�
�
� ���
���� �������
��	
� ����	����
����� ��-
bre cuya divulgación deba decidir, o cualquier otra 

�������
�����
��
��

�����������������
����
�����
����������
�
������
���
��
�

2. Cuando la autoridad solicite a la Sección 
Primera del Consejo de Estado que asuma cono-
cimiento del asunto en atención a su importancia 
����	
���������
�����
���	
���
��������	����
����'
����
cabo de cinco (5) días el Consejo de Estado guarda 
silencio o decide no avocar conocimiento, la ac-
tuación continuará ante el respectivo Tribunal o 
juzgado administrativo.

Artículo 26. Inaplicabilidad de las excepcio-
nes.�#��������
���
�
���	��	
�����
�������
�����	
�
determinados documentos, no será oponible a las 
autoridades judiciales ni a las autoridades admi-
nistrativas que siendo constitucional o legalmente 
competentes para ello, los soliciten para el debido 

�
��
�
��	
� ���� ����
��
���$���
����	
���	
�����
�����
	�	
����
����������
�
����	
�����
�������
�-
nes y documentos que lleguen a conocer en desa-
rrollo de lo previsto en este artículo.

Artículo 27. Alcance de los conceptos. Salvo 
disposición legal en contrario, los conceptos emiti-
dos por las autoridades como respuestas a peticio-
�
���
��
/�	���
��
�
��
�
��	
��	
�
���������������
consultas no serán de obligatorio cumplimiento o 
ejecución.

Artículo 28. Reproducción de documentos. En 
ningún caso el precio de las copias podrá exceder 
el valor de la reproducción.

Artículo 29. Peticiones entre autoridades. 
Trámite. $���	�����������
	�	�������
������
�
-
�
���	
�
�������
�����������
����	
�
����
�
�
����
��
un término no mayor de diez (10) días. En los de-
más casos, resolverá las solicitudes dentro de los 
plazos previstos en el artículo 13.

Artículo 30. Falta disciplinaria.� K�� ������ 	
�
atención a las peticiones y a los términos para re-
solver, la contravención a las prohibiciones y el 
desconocimiento de los derechos de las personas 
de que trata esta parte primera del Código, cons-
�
��
����������������
��������
���
��
	����@��
�����
darán lugar a las sanciones correspondientes de 
acuerdo con la ley disciplinaria.

CAPITULO III
Derecho de petición ante organizaciones  

e instituciones privadas
Artículo 31. Derecho de petición ante organi-

zaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales. Toda persona podrá ejercer el de-
�
����	
��
�
�
��������	
�
�	
������	
�
��������-
damentales ante organizaciones privadas con o sin 
personería jurídica, tales como sociedades, em-
��
����� ��������
��
��� ���	��
��
��� ����
��
��
���
organizaciones religiosas, cooperativas, institucio-
�
�������

����������
��

Salvo norma legal especial, el trámite y reso-
lución de estas peticiones estarán sometidos a los 
principios y reglas establecidos en el Capítulo 
Primero de este Título.

Las organizaciones privadas sólo podrán invo-
��������
�
����	
����
�������
������
�
��	��
��������-
sos expresamente establecidos en la Constitución 
y la ley.
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Las peticiones ante las empresas o personas que 
administran archivos y bases de datos de carácter 
�����

������
	
�
�
������
��
����	
��
��
�
���������
provenientes de terceros países se regirán por lo 
dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data.

Artículo 32. Derecho de petición de los usua-
rios ante instituciones privadas. Sin perjuicio de 
lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de 
Compensación Familiar, y a las Instituciones del 
Sistema de Seguridad Social Integral, que sean de 
carácter privado, se les aplicarán en sus relaciones 
con los usuarios las disposiciones sobre derecho de 
petición previstas en los dos capítulos anteriores.

T I T U L O   III
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

GENERAL
CAPITULO I

Reglas generales
Artículo 33. Clases de actuaciones. Las actua-

ciones administrativas podrán iniciarse:
1. Por quienes ejerciten el derecho de petición, 

en interés general.
2. Por quienes ejerciten el derecho de petición, 

en interés particular.
3. Por quienes obren en cumplimiento de una 

obligación o deber legal.
"��>������������
	�	
������
����
��
�
Artículo 34. Procedimiento administrativo co-

mún y principal. Las actuaciones administrativas 
se sujetarán al procedimiento administrativo co-
mún y principal que se establece en este Código, 
sin perjuicio de los procedimientos administrati-
vos regulados por leyes especiales. En lo no pre-
visto en dichas leyes se aplicarán las disposiciones 
de esta parte primera del Código.

Artículo 35. Trámite de la actuación y audien-
cias. Los procedimientos administrativos se ade-
lantarán por escrito, verbalmente, o por medios 

�
�����
����	
� �������
	�	� ���� ��� 	
���
���� 
��
este Código o la ley.

$���	�����������
	�	
������
	���	
����
�������
procedimientos administrativos únicamente po-
drán iniciarse mediante escrito, y por medio elec-
trónico solo cuando lo autoricen este Código o la 
ley.

Las autoridades podrán decretar la práctica de 
audiencias en el curso de las actuaciones con el ob-
jeto de promover la participación ciudadana, ase-
gurar el derecho de contradicción, o contribuir a la 
pronta adopción de decisiones. De toda audiencia 
se dejará constancia de lo acontecido en ella.

Artículo 36. Formación y examen de expedien-
tes. $���
�����	
�
�
����	
�
�
��
��������	
����
����
los documentos y diligencias relacionados con una 
misma actuación se organizarán en un solo expe-
	

��
�����������
�������������	
����
�������
�
�
���
de interesado, cualesquiera otros que se tramiten 
ante la misma autoridad.

Si las actuaciones se tramitaren ante distintas 
autoridades, la acumulación se hará en la entidad u 

organismo donde se realizó la primera actuación. 
Si alguna de ellas se opone a la acumulación, po-
drá acudirse, sin más trámite, al mecanismo de de-
��
�
���	
�����
�
��
����	�
�
�����
����

Con los documentos que por mandato de la 
Constitución Política o de la ley tengan el carácter 
de reservados y obren dentro de un expediente, se 
hará cuaderno separado.

Cualquier persona tendrá derecho a examinar 
los expedientes en el estado en que se encuentren, 
��	
����
�
�����
������
��
����
��
������
������
�-
mos, las cuales se entregarán en los plazos señala-
dos en el artículo 13.

Artículo 37. Deber de comunicar las actua-
ciones administrativas a terceros. Cuando en una 
actuación administrativa de contenido particular y 
concreto la autoridad advierta que terceras perso-
������
	����
�������	
�
����
��
���
���	����������
decisión, les comunicará la existencia de la actua-
ción, el objeto de la misma y el nombre del peticio-
nario, si lo hubiere.

La comunicación se remitirá a la dirección o 
correo electrónico que se conozca si no hay otro 
�
	
������
���/��[
�����
�����
��
�	
���������
-
���
�������
�������
����
�	
��������������!��	
����
medio masivo de comunicación nacional o local, 
según el caso, o a través de cualquier otro meca-
�
����
���/�����
	����
����	
��������	
�
��
��	
�
los posibles interesados.

Artículo 38. Intervención de terceros. Cuando 
en una actuación administrativa un particular con-
�
	
�
� ��
� ��
	
� �
������� 	
�
����
��
� ��
���	��
por la decisión, deberá acreditar por escrito su con-
dición de tercero individual y directamente inte-
resado y presentar las pruebas que pretenda hacer 
���
���'
����������
�����
�
�
�
�	��
��
�
��
�
��	
��
derecho de petición en interés particular o corres-
ponde al trámite de una actuación administrativa 
sancionatoria, la solicitud de intervención se co-
municará al peticionario o investigado, según el 
caso, para que dentro del término de cinco (5) días 
������
� ���� ���
�
����
��
�� ��
� ����
	
�
� �
��
-
nentes. La autoridad competente se pronunciará 
acerca de la procedencia del reconocimiento como 
tercero interesado en la actuación administrativa.

Artículo 39. ��������	
��
�����������	
����-
nistrativas. K������]
�����	
�����
�
��
����	�
-
�
�����
�����
� �
����
����	
����
�����������
�
��	�
de la persona interesada. La autoridad que se con-
sidere incompetente remitirá la actuación a la que 
estime competente; si esta también se declara in-
competente, remitirá inmediatamente la actuación 
a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado en relación con autoridades del orden 
nacional o al Tribunal Administrativo correspon-
diente en relación con autoridades del orden de-
partamental, distrital o municipal. En caso de que 

�� ���]
���� 
�������
� �����
	�	
�� ���
����
�� ��
territoriales, o autoridades territoriales de distin-
tos departamentos, conocerá la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado. De igual 
manera se procederá cuando dos autoridades ad-
ministrativas se consideren competentes para co-
���
����	
��
������������	
�
��
��	��
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En los dos eventos descritos se observará el 
siguiente procedimiento: recibida la actuación en 
�
��
�������
������
���������
���
	
������
���/�
a las autoridades involucradas y a los particulares 

��
�
��	������
����������
	
��������
���!��
���	
�
cinco (5) días, plazo en el cual estas podrán presen-
tar sus alegatos o consideraciones. Vencido el an-
terior término, la Sala o el Tribunal, según el caso, 
decidirá dentro de los veinte (20) días siguientes. 
Contra esta decisión no procederá recurso alguno.

Artículo 40. Pruebas. Durante la actuación 
administrativa se podrán aportar, pedir, y practi-
�������
����	
����
�������
�
�
���	
�� 
��
�
��	���
Contra el acto que decida la solicitud de pruebas 
no proceden recursos. Las pruebas aportadas o 
practicadas dentro de la actuación administrativa 
podrán ser controvertidas antes de que se dicte una 
	
�
�
���	
����	��

Los gastos que ocasione la práctica de pruebas 
correrán por cuenta de quien la pidió. Si son varios 
los interesados, los gastos se distribuirán en cuotas 

����
���'
�������
����
�	
��
���	
����
�������������
correrán por cuenta del o de los interesados. Serán 
admisibles todos los medios de prueba señalados 
en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 41. Corrección de irregularidades en 
la actuación administrativa. La autoridad, en cual-
quier momento anterior a la expedición del acto, 
	
����
�������
�
�
���	
�����
������
�
�������
��
��-
laridades que se hayan presentado en la actuación 
administrativa para ajustarla a derecho, y adoptará 
las providencias necesarias para continuarla hasta 
su conclusión.

Artículo 42. Contenido de la decisión. 
Habiéndose dado oportunidad a los interesados 
para expresar sus opiniones, y con base en las 
���
����
�
�����
��	
����
��
����
�����������	
�
-
sión que será motivada.

La decisión resolverá todas las cuestiones que 
hayan sido planteadas dentro de la actuación por el 
peticionario y por los terceros reconocidos.

Artículo 43. ����	
���������	
�
��
�
������ Son 
������	
��
�
������
����
�����������������
����	-
ministrativa, los que decidan directa o indirecta-
�
��
� 
�� ���	�� 	
�� ������� Los actos de trámite 
���	�������������������
�������	��������
����
-
ble continuarla.

Artículo 44. Decisiones discrecionales. En la 
medida en que el contenido de una decisión de ca-
rácter general o particular sea discrecional, debe 
�
���	
���	����������
��	
������������
��������-
riza, y proporcional a los hechos que le sirven de 
causa.

Artículo 45. Corrección de errores formales. 
#��������

���

�����	
����
�������
�
�
���	
����-
�
��
���	��������
�
������
����
���
���
�
��
����-
males contenidos en los actos administrativos, ya 
sean aritméticos, de digitación, de transcripción o 
de omisión de palabras. En ningún caso la correc-
ción dará lugar a cambios en el sentido material 
de la decisión. Realizada la corrección, esta deberá 

�
�����
���	���������
��	���� ��	��� ���� 
��
�
��-
dos, según corresponda, pero solamente revivirá 
los términos de ejecutoria en lo relacionado con la 
corrección.

CAPITULO II
Mecanismos de consulta previa

Artículo 46. Consulta obligatoria. Cuando la 
Constitución o la ley ordenen la realización de una 
consulta previa a la adopción de una decisión ad-
ministrativa, dicha consulta deberá realizarse den-
tro de los términos señalados en las normas res-
pectivas, so pena de nulidad de la decisión que se 
llegare a adoptar.

CAPITULO III
Procedimiento administrativo sancionatorio

Artículo 47. Procedimiento administrativo san-
cionatorio. Los procedimientos administrativos 
de carácter sancionatorio no regulados por leyes 
especiales se sujetarán a las disposiciones de esta 
parte primera del Código. Los preceptos de este 
Código se aplicarán también a dichas leyes en lo 
no previsto por ellas.

Las actuaciones administrativas de naturaleza 
����
������
����	����
�
�
���
�	
����
����������-
licitud de cualquier persona. Cuando la autoridad 
establezca que existen méritos para adelantar dicha 
actuación, iniciará el procedimiento correspon-
diente mediante acto administrativo en el que se 
señalarán los hechos que lo originan, las personas 
naturales o jurídicas objeto de la investigación, las 
disposiciones presuntamente vulneradas y las san-
ciones o medidas que serían procedentes. Este acto 
�	�
�
�����
���	
�
����
�����
���	���
�������
�-
te a los investigados, quienes, dentro de los quince 
(15) días siguientes, podrán solicitar o aportar las 
pruebas que pretendan hacer valer. Contra esta de-
cisión no procede recurso.

Artículo 48. De las pruebas. Cuando deban 
practicarse pruebas se señalará un término no ma-
yor a noventa (90) días. Cuando sean tres (3) o más 
investigados el término probatorio podrá ser hasta 
de ciento veinte (120) días. El término podrá pro-
rrogarse por una sola vez hasta por la mitad del 
plazo inicial.

El investigado podrá aportar y solicitar la prác-
tica de las pruebas. Serán rechazadas las incondu-
�
��
��� ���� 
��
��
�
��
���� �������
�]����������
�
atenderán las practicadas ilegalmente.

Una vez terminado el periodo probatorio, se 
dará traslado al investigado por diez (10) días para 
que presente los alegatos respectivos.

Artículo 49. ���������
��
��
����	���
����� El 
����
����
������
�
��
�����
�
���
��������	�
�
�-
����
��� 	
��
�
��� 	
����� 	
� ���� �
�
���� `\Wk� 	����
siguientes a la presentación de los alegatos.

#��������	�
�
�����
�����
�����������������
-
dimiento administrativo de carácter sancionatorio 
deberá contener:

1. La individualización de la persona natural o 
jurídica a sancionar.
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2. El análisis de hechos y pruebas con base en 
los cuales se impone la sanción.

|��K����������
���
��
	������������
��������-
bados.

"��K��	
�
�
��������	
�����
���������
��������
���	��
����
���

Artículo 50. Graduación de las sanciones. 
Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la gravedad 
	
��������������
���
����	
���������
��
������
�����-
ciones administrativas se graduarán atendiendo a 
los siguientes criterios, en cuanto resultaren apli-
cables:

1. Daño o peligro generado a los intereses jurí-
dicos tutelados.

=��}
�
��
��
�����
������
�
	������
��
�����-
����������������������	
�����
��
���

|��<

��
	
��
��
��������
�
���	
����
������
���
4. Resistencia negativa u obstrucción a la ac-

ción investigadora o de supervisión.
f��~�
�
/��
���	
��
	
�������	��
���������
�
/�-

�
���	
��
������
��
���
��������������������
�����-
�
�����������������
�
�����

6. Grado de prudencia y diligencia con que se 
hayan atendido los deberes o se hayan aplicado las 
normas legales pertinentes.

7. Renuencia o desacato en el cumplimiento de 
las órdenes impartidas por la autoridad competente.

8. Reconocimiento o aceptación expresa de la 

������
������
��	
��	
��
���	
����
����

Artículo 51. De la renuencia a suministrar in-
formación. Las personas naturales o jurídicas que 
�
��
�@�
������
�
���������
�����
����	����
�����
requeridos en el curso de las investigaciones ad-
ministrativas, los oculten, impidan o no autoricen 

�� ���
����� ��������
������ ���� ����
����
������-
�
�
��
����� �
�
���� ��� 
�������
������
�
��	������

����
���
��
����
������
��������
������
�����
����
����
���	���������������������	
��?
��������
�����
hasta de cien (100) salarios mínimos legales men-
suales vigentes al momento de la ocurrencia de los 
hechos. La autoridad podrá imponer multas suce-
sivas mientras el investigado permanezca en rebel-
día, en los términos del artículo 90 de este Código.

K������
����������
��
��
�
�
�
�����
�
���
��
���
se aplicará sin perjuicio de la obligación de sumi-
�
���������
��
�
��
�����
��������
�������
�����������
documentos requeridos.

La sanción establecida en el numeral anterior 
se impondrá mediante resolución motivada, previo 
traslado de la solicitud de explicaciones a la per-
sona a sancionar, quien tendrá un término de diez 
(10) días para presentarla.

K���
�����
�����
���������������������
�������
�
��
��
��	
�
���
&�
	
��
������
�����
�	
�����	
�
los dos (2) meses siguientes al vencimiento del tér-
mino para dar respuesta a la solicitud de explica-
ciones. Contra esta resolución procede el recurso 
de reposición, el cual deberá interponerse dentro 
	
� ���� �
���� `fk� 	���� �
��

��
�� �� ��� �
���� 	
� ���
���
����
���

>����������#����������
����������
�	
��
�
��
-
rrumpe el desarrollo del procedimiento adminis-
trativo sancionatorio que se esté adelantando para 

�����
�
�� ��� ���
�
���	
� 
������
��
�� �� 	
����
-
ciones administrativas.

Artículo 52. Caducidad de la facultad sancio-
natoria. Salvo disposición legal en contrario, la 
�������	���
� �

�
�� ���� �����
	�	
������� 
����
��
sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido 
el hecho, la conducta u omisión que pudiere oca-
sionarlas, término dentro del cual el acto adminis-
trativo que impone la sanción debe ser expedido y 
���
���	���$���	���
�����
�	
�����
���������	�����
continuada, este término se contará desde el día 
�
��

��
������
��
����
��
������
������
����������
ejecución.

La sanción decretada por acto administrativo en 
���
�	
�����	
����	��
��
�
�������������	
��
����
`fk��Q��������	���������
��	
�����
����	
�������
�-
cación.

CAPITULO IV
Utilización de medios electrónicos  
en el procedimiento administrativo

Artículo 53. Procedimientos y trámites admi-
��	�
�����	
 �
 �
���	
 ��
 �����	
 �����
�����	� Los 
procedimientos y trámites administrativos podrán 
realizarse a través de medios electrónicos. Para ga-
rantizar la igualdad de acceso a la administración, 
��������
	�	�	
�
�����
�������
���
���������

�-
tes y adecuados de acceso gratuito a los medios 
electrónicos, o permitir el uso alternativo de otros 
procedimientos.

En cuanto sean compatibles con la naturaleza 
de los procedimientos administrativos, se aplica-
rán las disposiciones de la Ley 527 de 1999 y las 
���������
��������
��������	
�
��
������	
���
��

Artículo 54. Registro para el uso de medios 
electrónicos. Toda persona tiene el derecho de ac-
tuar ante las autoridades utilizando medios elec-
trónicos, caso en el cual deberá registrar su direc-
ción de correo electrónico en la base de datos dis-
��
�����������������'������������
�����������
	�	
��
continuarán la actuación por este medio, a menos 
��
� 
�� 
��
�
��	�� ���
�
�
� �
�
�
�� ���
����
��
����
�����
���
��
�����������	
�
�
��
�

K��� �
�
�
��
�� 	
� 
�������
��� �� ��������� �
-
chas a través de correo electrónico no requerirán 
	
���
�
�
	���
�
���������	�����
����
�	
	����������
misma vía.

Artículo 55. Documento público en medio elec-
trónico. Los documentos públicos autorizados o 
suscritos por medios electrónicos tienen la validez 
����
�/����������
����
��
�����
�
������	
����
�
�-
nes del Código de Procedimiento Civil.

K��� �
���	���
��
�� 
�
����	��� �� ����
�� 	
� ����
respectivos archivos electrónicos se reputarán au-
�!��
�����������	�������
�
������
���
��

Artículo 56. �����������
 �����
������ Las au-
���
	�	
�� ��	���� ���
����� ���� ������ �� ����!�� 	
�
medios electrónicos, siempre que el administrado 
�������
���	��
��
��
	
��	
����
����
���
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Sin embargo, durante el desarrollo de la actua-
ción el interesado podrá solicitar a la autoridad que 
�������
����
��
�����
�
��������
��
��
�
�������
-
dios electrónicos, utilizándose los demás medios 
previstos en el Capítulo V del presente Título.

K�����
����
�����
	��������
	��������
��	
�����
-
cha y hora en que el administrado acceda al acto 
�	�
�
�����
�����
�������������
�	
�
����
��
�����
la administración.

Artículo 57. Acto administrativo electrónico. 
K��������
	�	
���
��
��
�
��
�
��	
���������
��
���
podrán emitir válidamente actos administrati-
vos por medios electrónicos siempre y cuando se 
asegure su autoría, integridad y conservación de 
acuerdo con la ley.

Artículo 58. Archivo electrónico de documen-
tos. Cuando el procedimiento administrativo se 
adelante utilizando medios electrónicos, los docu-
mentos deberán ser archivados en este mismo me-
dio. Podrán almacenarse por medios electrónicos 
todos los documentos utilizados en las actuaciones 
administrativas.

La conservación de los documentos electróni-
cos que contengan actos administrativos de ca-
rácter individual, deberá asegurar la autenticidad 

� 
��
��
	�	�	
� ��� 
�������
����
�
���
������� �
-
���	��
�������� �
�
������ ���� �
�����	
�
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�
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���������
���

Artículo 59. Expediente electrónico. El expe-
diente electrónico es el conjunto de documentos 
electrónicos correspondientes a un procedimiento 
�	�
�
�����
����������

�����
��
��
���
���	
�
����-
mación que contengan.

#�����
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&�
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���
������	
�
�
�
�����
��������-
do digitalmente por la autoridad, órgano o entidad 
actuante, según proceda. Este índice garantizará la 
integridad del expediente electrónico y permitirá 
su recuperación cuando se requiera.

La autoridad respectiva conservará copias de 
seguridad periódicas que cumplan con los requisi-
tos de archivo y preservación en medios electróni-
�����	
��������
	�	���������
��

>����������#�����

�������
������
����
������
���� ���	
�
��
�� �!��
���� 	
� ���
��� ��
����
� 	
�
los archivos electrónicos públicos.

Artículo 60. Sede electrónica. Toda autoridad 
deberá tener al menos una dirección electrónica.

La autoridad respectiva garantizará condicio-
nes de calidad, seguridad, disponibilidad, accesi-
�
�
	�	���
�����
	�	�
�
��
���
���
�
	�	�	
����
����-
���
���	
����
�	����������
����	��
����
�	
����
��
Gobierno Nacional.

Podrá establecerse una sede electrónica común 
o compartida por varias autoridades, siempre y 
����	���
� 
	
��
���
�������
��
���
!��
��
�� �
�-
ponsable de garantizar las condiciones de calidad, 
seguridad, disponibilidad, accesibilidad, neutrali-
dad e interoperabilidad. Así mismo, cada autori-
dad usuaria de la sede compartida será responsable 
de la integridad, autenticidad y actualización de la 

�������
�����	
� �����
��
�
������
�
	�������
��
�
medio.

Artículo 61. Recepción de documentos electró-
nicos por parte de las autoridades. Para la recep-
ción de mensajes de datos dentro de una actuación 
administrativa las autoridades deberán:

1. Llevar un estricto control y relación de los 
�
����
���
�
�
	���
�������
��
����	
�
�������
���

�����
�	������
�����������	
��
�
��
���

2. Mantener la casilla del correo electrónico 
���������
	�	�����

��
�������������������
	
	���
�	
���	���	
�����
��
���	
����
�������
���

3. Enviar un mensaje acusando el recibo de las 
�����
���
��
��
������
��
�	
���	������
����	
����
misma y el número de radicado asignado.

Artículo 62. Prueba de recepción y envío de 
mensajes de datos por la autoridad. >����
�
�����
de demostrar el envío y la recepción de comunica-
ciones, se aplicarán las siguientes reglas:

1. El mensaje de datos emitido por la autori-
dad para acusar recibo de una comunicación, será 
prueba tanto del envío por el interesado como de 
su recepción por la autoridad.

=��'
�
���
��
���	
�
�������
���	
���������
	�	�
�
��
��
����
���/��
���
����
�����������
�������
�
a ella, el remitente podrá insistir en su envío por el 
mismo medio cuando se restablezca el servicio, o 
��
�
�����
��	����
�������
���	
�����	
��	������
��
siguiente.

3. En el evento de presentarse situaciones de 
��
�/�� ������ ���
��
��
�� �� ���� �
	
��� 
�
�����
-
cos que impidan a las personas enviar sus escritos, 
peticiones o documentos, no habrá lugar a la ex-
temporaneidad, siempre y cuando dichos escritos 
se presenten por los medios tradicionales, a más 
tardar al día siguiente hábil y se demuestren los 
�
����������
���
����	
���
�/��������

Artículo 63. Sesiones virtuales. Los comités, 
consejos, juntas y demás organismos colegiados 
en la organización interna de las autoridades, po-
	����	
�
�
�������������	
�
	
��
������
�
��
���
�-
tual, utilizando los medios electrónicos idóneos y 
dejando constancia de lo actuado por ese mismo 
medio con los atributos de seguridad necesarios.

Artículo 64. Reglamentación de la utilización 
de medios electrónicos en los procedimientos ad-
ministrativos. El Gobierno Nacional establecerá 
los estándares y protocolos que deberán cumplir 
las autoridades �����
����������
�����������	�����
en un término no mayor a tres (3) años, la aplica-
ción de medios electrónicos en los procedimientos 
administrativos.

CAPITULO V
Publicaciones, citaciones, comunicaciones  

�������	
	�����
Artículo 65. Deber de publicación de los ac-

tos administrativos de carácter general. Los actos 
administrativos de carácter general no serán obli-
gatorios mientras no hayan sido publicados en el 
��������	
��� y en las Gacetas territoriales.

Las entidades de la administración central y 
descentralizada de los entes territoriales que no 
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��
��
�� ���� ������� ���
��� 	
� ����
�
	�	� ��	����
	
�������
������������
	
���
��������
���	
���
�����
la distribución de volantes, la inserción en otros 
medios, la publicación en la página electrónica o 
por bando, en tanto estos medios garanticen su am-
plia divulgación.

Las decisiones que pongan término a una ac-
tuación administrativa iniciada con una petición 
de interés general, se comunicarán por cualquier 
�
	
��
���/�

#�������	
���
�/����������
�
��
	���������
-
cación en el ��������	
���, el Gobierno Nacional 
podrá disponer que la misma se haga a través de un 
�
	
�����
���	
������
���
���
���/�

>��������� También deberán publicarse los ac-
tos de elección distintos a los de voto popular y los 
actos de nombramiento.

Artículo 66. !�"�

��
�����������
��
��	
����	

administrativos de carácter particular y concreto. 
Los actos administrativos de carácter particular 
@�
���
��
�����
����
�
����������
��	
�������
���-
�
����
����������
�����	
�
�����������
��	
 ����
����

����
���
	
��
��
/�	��������
����
���������
���

Artículo 67. �����������
��
	����� Las decisio-
nes que pongan término a una actuación adminis-
����
����
����
��������
�������
��
����
��
�
��	���
o a su representante o apoderado.

#�����	
�
�
��
��	
����
����
����
�
���
��������
interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del 
����� �	�
�
�����
���� ���� ������
��� 	
� ��� �
���� ��
la hora, los recursos que legalmente proceden, las 
autoridades ante quienes deben interponerse y los 
plazos para hacerlo.

K�����
����
����
������������	��������
�

����
a todas las diligencias previstas en el inciso ante-
�
�������
!����	���
�
������
��
	
���
���������-
quiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y 
����	��
��
��
�
��	����
��
��
�����
���	��	
�
����
manera.

La administración podrá establecer este tipo 
	
����
����
��������	
�
��
��	����������	�
�
�-
trativos de carácter masivo que tengan origen en 
convocatorias públicas. En la reglamentación de 
la convocatoria impartirá a los interesados las ins-
trucciones pertinentes, y establecerá modalidades 
���
����
����	
����
����
����
��������������

�
��
no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en 
��	

��
���@��
��� �
������
���	���
�����
��
� 
��
estrados, debiéndose dejar precisa constancia de 
las decisiones adoptadas y de la circunstancia de 
��
�	
�����	
�
�
��
����
	��������
���	���������-
�
��	
��	����
��

��
���������
����
����
��������������
términos para la interposición de recursos.

Artículo 68. ���������	
��
�
�����������
��
-
sonal. '
��������������
	
������
���/�	
�
��������
al interesado, se le enviará una citación a la direc-
�
��������@�
���	
���&����������
��
�
�����
�����
�
����
��
��
��
&�
	

��
�����
	������
�
��
�	
���
-
gistro mercantil, para que comparezca a la diligen-

�
��	
����
����
����
��������#��
�����	
�����
���
���
se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará 
constancia en el expediente.

$���	���
�	
�����/������
�������
�������
�
��
destinatario señalada en el inciso anterior, la cita-
ción se publicará en la página electrónica o en un 
lugar de acceso al público de la respectiva entidad 
por el término de cinco (5) días.

Artículo 69. �����������
��

���	�� Si no pu-
	

�
� ���
��
� ��� ���
����
��� �
������� ��� ����� 	
�
cinco (5) días del envío de la citación, esta se hará 
por medio de aviso que se remitirá a la dirección, 
��� �@�
��� 	
� ��&� �� ��� ����
�� 
�
�����
��� ��
� �-
guren en el expediente o puedan obtenerse del re-
gistro mercantil, acompañado de copia íntegra del 
������	�
�
�����
����#����
���	
�
���
�	
��������
-
���������	
���������
��
����
�������������
	�	���
�
lo expidió, los recursos que legalmente proceden, 
las autoridades ante quienes deben interponerse, 
los plazos respectivos y la advertencia de que la 
���
����
��� �
� ����
	
����� ����
	�� ��� ����
/��� 
��
día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar 
de destino.

$���	���
�	
�����/������
�������
�������
�
��
destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto ad-
ministrativo, se publicará en la página electrónica 
o en un lugar de acceso al público de la respectiva 
entidad por el término de dos (2) días, con la ad-
�
��
��
��	
���
�������
����
����
�����
	
��������-
�
	���������
/���
��	����
��

��
�����
�
���	
����
���

En el expediente se dejará constancia de la re-
�
�
��� �� ����
���
��� 	
�� ��
��� �� 	
� ��� �
���� 
��
��
�����
��
��
	
����
	��������
	��������
����
���
personal.

Artículo 70. �����������
 ��
 ��	
 ����	
 ��
 ��	-
cripción o registro. Los actos de inscripción rea-
lizados por las entidades encargadas de llevar los 
�
�
�������@��
�����
�
��
�	
�������
���	���
��	���

����
��
�
�
��@
��������
����	

��
�������
����'
�
el acto de inscripción hubiere sido solicitado por 
entidad o persona distinta de quien aparezca como 
titular del derecho, la inscripción deberá comuni-
carse a este por cualquier medio idóneo.

Artículo 71. ����
�#�����
��
�

���"�

��
�����-
cación. $�����

���
��������
�	
������
�����
�	
�
un acto administrativo podrá autorizar a otra, me-
diante poder que no requerirá presentación perso-
�����#�������
/�	�������
�������������	��������
�
�
��
��� ���
����
��� ��� ���� ������� ������

�� ���
�
���-
ción que haga en relación con el acto administra-
tivo se tendrá, de pleno derecho, por no realizada.

Lo anterior sin perjuicio del derecho de postu-
lación.

En todo caso, será necesaria la presentación 
�
�������	
����	
������	���
�����
�	
����
����
���
del reconocimiento de un derecho con cargo a re-
cursos públicos de naturaleza pública o de seguri-
dad social.

Artículo 72. $����
�
�

�%���
����
��
��	
�����-
�������	
�
�����������
��

��������
������������ 
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Sin el lleno de los anteriores requisitos no se ten-
	��������
����������
����
����
����	��
���
�
�����
legales la decisión, a menos que la parte interesada 
revele en cualquiera de sus escritos que conoce el 
acto, consienta la decisión o haga uso de los recur-
sos legales.

Artículo 73. ��"�������
 �
 �����������
 �
 ��
-
ceros de quienes se desconozca su domicilio. 
Cuando a juicio de las autoridades, los actos admi-
�
�����
����	
�������
������
��������
��
��
��������
directa e inmediata a terceros que no intervinieron 
en la actuación y de quienes se desconozca su do-
micilio, ordenarán publicar la parte resolutiva en 
la página electrónica de la entidad y en un medio 
masivo de comunicación en el territorio donde sea 
competente quien expidió las decisiones. En caso 
de ser conocido su domicilio se procederá a la no-
�
����
����
�������

CAPITULO VI
Recursos

Artículo 74. Recursos contra los actos admi-
nistrativos. Por regla general, contra los actos que 
������������ ����������
��
���	�
�
�����
�������-
cederán los siguientes recursos:

1. El de reposición, ante quien expidió la deci-
�
����������
���������
����	
���
���	
�
��
����
-
voque.

2. El de apelación, ante el inmediato superior 
�	�
�
�����
���������
���������
���
���������-
sito.

No habrá apelación de las decisiones de 
los Ministros, Directores de Departamento 
Administrativo, superintendentes y representan-
tes legales de las entidades descentralizadas o de 
las unidades administrativas especiales que tengan 
personería jurídica.

3. El de queja, cuando se rechace el de apela-
ción.

#���
������	
���
���
����������
�������	���
��
�-
���
��
�	
�
����
��
����
�
�����
�
���	
������
�-
nario que dictó la decisión, mediante escrito al que 
deberá acompañarse copia de la providencia que 
haya negado el recurso.

De este recurso se podrá hacer uso dentro de 
�����
����`fk�	�����
��

��
����������
����
���	
����
decisión.

Recibido el escrito, el superior ordenará inme-
diatamente la remisión del expediente y decidirá lo 
que sea del caso.

Artículo 75. Improcedencia. No habrá recurso 
contra los actos de carácter general, ni contra los 
de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto 
en los casos previstos en norma expresa. Tampoco 
habrá recursos contra los actos discrecionales.

Artículo 76. Oportunidad y presentación. De 
los recursos de reposición y apelación habrá de 
hacerse uso, por escrito, en la diligencia de noti-
����
����
����������	
�����	
������

��
�`=Wk�	����
�
��

��
����
���������������
����
���������
���������
vencimiento del término de publicación, según el 

caso. Los recursos contra los actos presuntos po-
drán interponerse en cualquier tiempo, salvo en el 
evento en que se haya acudido ante el juez.

K����
��������
���
�
����������
�
������
����
��
que dictó la decisión, salvo lo dispuesto para el de 
��
�������
���

����
�
�����
�
��
������
�

�
��
�
-
birlos podrán presentarse ante el procurador regio-
nal o ante el personero municipal, para que ordene 
su recibo y tramitación e imponga las sanciones 
correspondientes.

El recurso de apelación podrá interponerse di-
rectamente, o como subsidiario del de reposición.

Transcurridos los términos sin que se hubieren 
interpuesto los recursos procedentes, la decisión 
��
	����
�����
�

Los recursos de reposición y de queja no son 
obligatorios.

Artículo 77. Requisitos. Por regla general los 
recursos se interpondrán por escrito que no requie-
re de presentación personal si quien lo presenta ha 
sido reconocido en la actuación. Igualmente po-
drán presentarse por medios electrónicos.

Los recursos deberán reunir, además, los si-
guientes requisitos:

1. Interponerse dentro del plazo legal, por el 
interesado o su representante o apoderado debida-
mente constituido.

2. Sustentarse con expresión concreta de los 
���
����	
�
��������
	�	�

3. Solicitar y aportar las pruebas que se preten-
de hacer valer.

4. Indicar el nombre y la dirección del recurren-
te, así como la dirección electrónica si desea ser 
���
���	������
��
��
	
��

Solo los abogados en ejercicio podrán ser apo-
	
��	���� '
� 
�� �
����
��
� ����� ����� ��
��
� ��-
cioso, deberá acreditar la calidad de abogado en 

�
��
�
��������
�
����
������������
�����
��
��
��
-
ñale para garantizar que la persona por quien obra 
���
������ ��� ������
���	
�����	
�� �!��
���	
�	���
(2) meses.

'
�������� ���
����
��� �
������ 
�
��
��� ��� ���-
ción y se archivará el expediente.

Para el trámite del recurso el recurrente no está 
en la obligación de pagar la suma que el acto recu-
rrido le exija. Con todo, podrá pagar lo que reco-
noce deber.

Artículo 78. Rechazo del recurso. Si el escrito 
����
��������
���������
���
����������
���
�
��������
los requisitos expuestos en el artículo anterior, el 
����
����
������
�
��
�	
�
����
���/������$������
el rechazo del recurso de apelación procederá el 
de queja.

Artículo 79. Trámite de los recursos y pruebas. 
K����
��������
�����
	
����
��
��
�
��������
��
���

Los recursos de reposición y de apelación de-
berán resolverse de plano, a no ser que al inter-
ponerlos se haya solicitado la práctica de pruebas, 
����
�
������
����
����
����	
�	
�
	
��
���
������
����
	
�
��
�
���
��	
��
�������	
����
��
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Cuando con un recurso se presenten pruebas, si 
se trata de un trámite en el que interviene más de 
una parte, deberá darse traslado a las demás por el 
término de cinco (5) días.

Cuando sea del caso practicar pruebas, se seña-
lará para ello un término no mayor de treinta (30) 
	����� K��� �!��
���� 
��
�
��
�� ��	���� ����������
�
por una sola vez, sin que con la prórroga el término 
exceda de treinta (30) días.

En el acto que decrete la práctica de pruebas se 
indicará el día en que vence el término probatorio.

Artículo 80. Decisión de los recursos. Concluido 
el término para practicar pruebas, si a ello hubiere 
lugar, y sin necesidad de acto que así lo declare, 
	
�
��� ����
�
��
� ��� 	
�
�
��� 	
��
�
���� #���� �
�
motivará en sus aspectos de hecho y de derecho.

La decisión resolverá todas las cuestiones que 
hayan sido planteadas y las que aparezcan con mo-
tivo del recurso, aunque no lo hayan sido antes.

Artículo 81. Desistimiento. De los recursos po-
drá desistirse en cualquier tiempo.

Artículo 82. Grupos especializados para pre-
parar la decisión de los recursos. La autoridad 
podrá crear dentro de su organización grupos es-
pecializados de carácter permanente para elaborar 
los proyectos de decisión de los recursos de repo-
sición y apelación.

CAPITULO VII
Silencio administrativo

Artículo 83. Silencio negativo. Transcurridos 
tres (3) meses contados a partir de la presentación 
	
������
�
�
����
����
��
���������
���	��	
�
�
���
que la resuelva, se entenderá que esta es negativa.

En los casos en que la ley señale un plazo su-
perior a los tres (3) meses para resolver la peti-
ción sin que esta se hubiere decidido, el silencio 
administrativo se producirá al cabo de un (1) mes 
�����	��������
��	
�����
����
����
�	
�
���	������
�
la decisión.

La ocurrencia del silencio administrativo nega-
tivo no eximirá de responsabilidad a las autorida-
des ni las excusará del deber de decidir sobre la 
petición inicial, salvo que el interesado haya hecho 
����	
������
��������������	��
����
��!����������
el acto presunto.

Artículo 84. Silencio positivo. Solamente en los 
casos expresamente previstos en disposiciones es-
peciales, el silencio de la administración equivale 
a decisión positiva.

Se entiende que los términos para decidir co-
mienzan a contarse a partir del día en que se inició 
la actuación.

El acto positivo presunto podrá ser objeto de 
revocación directa en las condiciones que señalan 
los artículos 96 y 98.

Artículo 85. Procedimiento para invocar el 
silencio administrativo positivo. La persona que 
se hallare en las condiciones previstas en las dis-
���
�
��
���
���
����
�
�����
�
��
���
�
��
��	
��
silencio administrativo positivo, protocolizará la 

constancia o copia de que trata el artículo 14, junto 
con su declaración jurada de no haberle sido no-
�
���	������	
�
�
���	
�����	
���!��
�����
�
����

La escritura y sus copias producirán todos los 

�
������
���
��	
����	
�
�
�����������
���
��
��
-
dió, y es deber de todas las personas y autoridades 
reconocerla así.

>����
�
�����	
������������
/��
���	
�����	���-
mentos de que trata este artículo se entenderá que 
ellos carecen de valor económico.

Artículo 86. Silencio administrativo en recur-
sos. Transcurrido un plazo de dos (2) meses, con-
tados a partir de la interposición de los recursos de 
�
���
�
�������
���
����
����
��
���������
���	��
decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la 
decisión es negativa.

El plazo mencionado se interrumpirá mientras 
dure la práctica de pruebas.

La ocurrencia del silencio negativo previs-
to en el inciso primero, no exime a la autoridad 
de responsabilidad; ni le impide resolver mien-
tras no se haya acudido ante la Jurisdicción en lo 
Contencioso Administrativo.

CAPITULO VIII
Conclusión del procedimiento  

administrativo
Artículo 87. Firmeza de los actos administrati-

vos.�K����������	�
�
�����
������
	�����
�����
�
cuando:

1. Contra ellos no proceda ningún recurso, al 
	��� �
��

��
� 	
� ��� ���
����
���� �����
���
��� ��
publicación según el caso.

=��'
����������
��	��������
��	�������
���	��
la decisión sobre los recursos interpuestos.

3. Al día siguiente del vencimiento del término 
�����
��
����
�������
��������
�
����������
����
�-
terpuestos, o se renuncie expresamente a ellos.

"��������
��	
��	����
��

��
�	
�������
����
���	
�
la aceptación de los desistimientos.

>���������� $���	�� 
�� 
��
�
��	�� ���
�
�
� ��-
diencia de conciliación como requisito de pro-
�
	
�
�
	�	� ����� 	
���	��� ���� 	
�
�
��� ������ �
�

��
�	
�����
�
����������������
/��������
��	
����
presentación de la solicitud.

Artículo 88. Presunción de legalidad del acto 
administrativo. Los actos administrativos se pre-
sumen legales mientras no hayan sido anulados.

Artículo 89. Carácter ejecutorio de los actos 
expedidos por las autoridades estatales. Salvo 
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mismas, puedan ejecutarlos de inmediato. En con-
secuencia, su ejecución material procederá sin 
mediación de otra autoridad, pudiendo requerirse 
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�
necesario.

Artículo 90. Ejecución en caso de renuencia. 
Cuando un acto administrativo imponga una obli-
gación a un particular y este se resistiere a cum-
plirla, la autoridad que expidió el acto le impondrá 
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multas sucesivas mientras permanezca en rebeldía, 
concediéndole plazos razonables para que cumpla 
lo ordenado. Cada multa podrá ser de un mínimo 
de tres (3) y un máximo de quinientos (500) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes y será 
impuesta con criterios de razonabilidad y propor-
cionalidad.

La administración podrá ejecutar directamente 
o contratar la ejecución material de los actos que 
corresponden al particular renuente, caso en el cual 
se le imputarán los gastos en que aquella incurra.

Artículo 91. ��
����
 ��
 �&����������
 ���
 ����

administrativo. Salvo norma expresa en contra-
�
��������������	�
�
�����
����
�����
��
�������
-
gatorios mientras no hayan sido anulados por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
Perderán su obligatoriedad y, por lo tanto, no po-
drán ser ejecutados en los siguientes casos:

1. Cuando sean suspendidos provisionalmente 
����
�
���������������
�	
��
���	
����$���
��
����
Administrativo.

=�� $���	�� 	
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�
hecho o de derecho.

3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en 
���
����������
	�	��������
��
/�	��������������
��
�
correspondan para ejecutarlos.

4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a 
que se encuentre sometido el acto.

5. Cuando pierdan su vigencia.
Artículo 92. !����
�����
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�&�����-

vidad. Con excepción de lo previsto en el numeral 
primero del artículo anterior, toda persona con in-
terés directo en el asunto podrá presentar petición 
a la autoridad para que declare que un acto admi-
nistrativo suyo ha perdido ejecutividad.

Igualmente, cuando el interesado se oponga por 
escrito a la ejecución de un acto administrativo 
alegando que ha perdido ejecutividad, la autoridad 
que lo produjo podrá suspenderla.

En los casos anteriores la autoridad deberá re-
solver dentro de un término máximo de quince 
(15) días. Contra lo que decida no habrá recurso 
alguno.

Artículo 93. !��������
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Prestarán mérito ejecutivo por jurisdicción coacti-
va, siempre que en ellos conste una obligación cla-
ra, expresa y exigible, los siguientes documentos:

1. Todo acto administrativo ejecutoriado que 
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�������
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	�	��
-
rritorial, o de un establecimiento público de cual-
quier orden, la obligación de pagar una suma líqui-
da de dinero, en los casos previstos en la ley.

2. Las sentencias y demás decisiones jurisdic-
�
����
�� 
�
�����
�	��� ��
� 
�������� �� ������ 	
��
tesoro nacional, de una entidad territorial, o de 
un establecimiento público de cualquier orden, la 
obligación de pagar una suma líquida de dinero.

3. Las liquidaciones de impuestos contenidas 
en providencias ejecutoriadas que practiquen los 
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��� �����
��� �� ������ 	
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contribuyentes, o las liquidaciones privadas que 
������ ��
	�	�� 
�� ���
�� 
�� ���
����� ��
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��
los que su presentación sea obligatoria.

4. Los contratos, las pólizas de seguro y las de-
����������������
�������
�������������
�������������
de entidades públicas, que integrarán título ejecu-
�
�������
�� ����� �	�
�
�����
���	
� �
��
	��
����-
nal del contrato, o con la resolución ejecutoriada 
que decrete la caducidad, o la terminación según 
el caso.
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dades públicas se presten por cualquier concepto, 
las cuales se integrarán con el acto administrativo 
ejecutoriado que declare la obligación.

6. Las demás que consten en documentos que 
provengan del deudor.

CAPITULO IX
Revocación directa de los actos  

administrativos
Artículo 94. Causales de revocación. Los actos 

administrativos deberán ser revocados por las mis-
mas autoridades que los hayan expedido o por sus 

��
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�� �� �� ���
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�
parte, en cualquiera de los siguientes casos:
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Constitución Política o a la ley.
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público o social, o atenten contra él.

|��$���	������
������
�����
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�����
�-
cado a una persona.

Artículo 95. Improcedencia. La revocación di-
recta de los actos administrativos a solicitud de 
parte no procederá cuando el peticionario haya 
ejercitado los recursos de que dichos actos sean 
susceptibles, o en relación con los cuales haya 
operado la caducidad para su revisión judicial.

Artículo 96. Oportunidad. La revocación di-
recta de los actos administrativos podrá cumplirse 
aun cuando se haya acudido ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, siempre que no se 
��������
���	��������	�
���
��	
����	
���	��

Las solicitudes de revocación directa deberán 
ser resueltas por la autoridad competente dentro de 
los dos (2) meses siguientes a su presentación.

Contra la decisión que resuelve la solicitud de 
revocación directa no procede recurso.

Artículo 97. Efectos. Ni la petición de revoca-
ción de un acto, ni la decisión que sobre ella recai-
ga revivirán los términos legales para demandar el 
acto ante la jurisdicción de lo contencioso-admi-
nistrativo, ni darán lugar a la aplicación del silen-
cio administrativo.

Artículo 98. Revocación de actos de carácter 
particular y concreto. Salvo las excepciones esta-
blecidas en la ley, cuando un acto administrativo, 
�
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una situación jurídica de carácter particular y con-
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creto o reconocido un derecho de igual categoría, 
no podrá ser revocado sin el consentimiento pre-
vio, expreso y escrito del respectivo titular.

Si el titular niega su consentimiento y la au-
toridad considera que el acto es contrario a la 
Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

>���������� #�� 
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recta se garantizarán los derechos de audiencia y 
	
�
����

PARTE SEGUNDA
DE LA ORGANIZACION DE LA 

JURISDICCION CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA Y DE SU FUNCION 

JURISDICCIONAL Y CONSULTIVA
T I T U L O   I

OBJETO DE LA JURISDICCION DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Artículo 99. Principios del proceso. Los pro-
cedimientos que se adelanten ante la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo tienen por obje-
����������
��
���	
����	
������	
��������
�
��
�
	�	�
de los derechos reconocidos en la Constitución 
Política y la ley.

En la aplicación e interpretación de las normas 
de este Código deberán observarse los principios 
constitucionales y los generales del derecho pro-
cesal.

Artículo 100. Objeto de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución 
Política y en leyes especiales, de las controversias 
y litigios sujetos al derecho administrativo ori-
ginados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones administrativas en los que estén invo-
lucradas las entidades públicas o particulares en 
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Igualmente conocerá de los siguientes proce-
sos:

1. Los relativos a la responsabilidad extracon-
tractual de cualquier entidad pública cualquiera 
que sea su régimen en que sea parte una de dichas 
entidades.

2. Los relativos a los contratos, cualquiera que 
sea su régimen, en que sea parte una entidad públi-
������������
������
��
�
��
�
��	
�����
��
������
���
del Estado.

3. Los relativos a contratos celebrados por 
cualquier entidad prestadora de servicios públicos 
domiciliarios en los cuales se incluyan cláusulas 
exorbitantes.

4. Los relativos a la relación legal y reglamen-
taria entre los servidores públicos y el Estado, y 
la seguridad social de los mismos, cuando dicho 
régimen esté administrado por una persona de de-
recho público.

5. Los que se originen en actos políticos y de 
Gobierno.

6. Los ejecutivos derivados de las condenas 
impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta 
jurisdicción, así como los provenientes de laudos 
arbitrales en que hubiere sido parte una entidad 
pública; e, igualmente los originados en los con-
tratos celebrados por esas entidades.

7. Los recursos extraordinarios contra laudos 
���
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�� ��
� 	
����� ���]
����� �
���
���� �� ���-
tratos celebrados por entidades públicas o por 
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Estado.
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se entiende por entidad pública, todo órgano, or-
ganismo o entidad estatal, con independencia de 
la denominación que adopte, en las que el Estado 
tenga una participación estatal igual o superior al 
50% de su capital y las asociaciones de participa-
ción mixta con aportes estatales iguales o superio-
res al 50%.

Artículo 101. Excepciones. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo no conocerá de los 
siguientes asuntos:

1. Las controversias relativas a la responsabili-
dad extracontractual y a los contratos celebrados 
por entidades públicas que tengan el carácter de 
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diarios de seguros o intermediarios de valores vi-
gilados por la Superintendencia Financiera, cuan-
do correspondan al giro ordinario de los negocios 
de dichas entidades, incluyendo los procesos eje-
cutivos.
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cionales, sin perjuicio de las competencias en ma-
teria de recursos contra dichas decisiones atribui-
das a esta jurisdicción.
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�
trabajo celebrado entre las entidades públicas y sus 
trabajadores.

T I T U L O   II
ORGANIZACION DE LA JURISDICCION  

DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
CAPITULO I
Integración

Artículo 102. Integración de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo está integrada por 
el Consejo de Estado, los tribunales administrati-
vos y los juzgados administrativos.

CAPITULO II
Del Consejo de Estado

Artículo 103. Integración y composición. El 
Consejo de Estado es el Tribunal Supremo de lo 
Contencioso Administrativo y Cuerpo Supremo 
Consultivo del Gobierno. Estará integrado por 
treinta y un (31) magistrados.
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(3) Salas, integradas así: la Plena, por todos sus 
miembros; la de lo Contencioso Administrativo, 
por veintisiete (27) Magistrados y la de Consulta y 
Servicio Civil, por los cuatro (4) Magistrados res-
tantes.
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Igualmente, tendrá una Sala de Gobierno, con-
�����	������
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�
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�
Consejo de Estado y por los presidentes de la Sala 
de Consulta y Servicio Civil y de las secciones de 
la Sala de lo Contencioso Administrativo.
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prevista en el artículo 265, créanse tres Salas de 
Revisión, cada una integrada por nueve magistra-
dos de la Sala de lo Contencioso Administrativo, 
pertenecientes a cada una de las secciones que in-
tegran dicha Sala, con exclusión de la Sección que 
�����
���������
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para revisión.

Artículo 104. Elección de dignatarios. El pre-
sidente del Consejo de Estado será elegido por la 
misma corporación para el período de un año y 
��	����
���
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y el reglamento.

El Consejo también elegirá un vicepresidente, 

�� ��� �
���� ������ �� ����� 
�� �
���� �
���	�� 	
��
��
�
	
��
��
������	��	
��

����/�����
���������-
���� �
������
�� �� 	
� 
�
��
�� ���� 	
���� ����
��
��
que le asigne el reglamento.

Cada Sala o sección elegirá un presidente para 
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nidamente.

El presidente, el vicepresidente y los presiden-
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ciones que determine el reglamento.

Artículo 105. Atribuciones del Presidente del 
Consejo de Estado. <
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����-
petencia entre las secciones de la Sala Contenciosa 
del Consejo de Estado.

Artículo 106. Atribuciones de la Sala Plena. 
La Sala Plena del Consejo de Estado tendrá las si-
guientes atribuciones:

1. Darse su propio Reglamento.
2. Elegir a los Magistrados que integran la 

Corporación.
3. Elegir al Secretario General.
4. Elegir o delegar en la Sala de Gobierno, la 

elección de los demás empleados de la corpora-
ción, con excepción de los de las salas, secciones 
y despachos, los cuales serán designados por cada 
una de aquellas o por los respectivos Magistrados.
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General de la República.
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Contencioso Administrativo que no deban ser ejer-
cidas en pleno, entre Salas de Decisión que orga-
nice la ley, las Secciones y Subsecciones que la 
constituyen, con base en un criterio de especializa-
ción y de volumen de trabajo.

7. Integrar las comisiones que deba designar 
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los tribunales administrativos, que servirá de base 
�����������
����
���
��
�����

9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema 
de Justicia, para períodos de dos años, al auditor 
ante la Contraloría General de la República o a 
��
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absolutas, sin que en ningún caso pueda reelegirlo.

10. Elegir un integrante para la terna para la 
elección de Procurador General de la Nación.

11. Elegir un integrante para la terna para la 
elección del Contralor General de la República.

12. Elegir los integrantes de tres (3) ter-
nas para la elección de Magistrados de la Corte 
Constitucional.

13. Elegir tres (3) Magistrados para la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura.

14. Emitir concepto en el caso previsto en el 
inciso 2° del numeral 3 del artículo 237 de la 
Constitución Política.
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ban la Constitución, la ley y el reglamento.
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14 del presente artículo no estará sometido a re-
serva.

Artículo 107. De la Sala de lo Contencioso 
Administrativo. La Sala de lo Contencioso 
Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, 
cada una de las cuales ejercerá separadamente las 
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y cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del 
Consejo de Estado, de acuerdo con la ley y el re-
glamento interno de la Corporación y estarán inte-
gradas de la siguiente manera:

La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados.
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) 

Subsecciones, cada una de las cuales estará inte-
grada por tres (3) Magistrados.

La Sección Tercera se dividirá en tres (3) 
Subsecciones, cada una de las cuales estará inte-
grada por tres (3) Magistrados.

La Sección Cuarta, por cuatro (4) Magistrados, 
y

La Sección Quinta, por cuatro (4) Magistrados.
'
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cias que atribuya la ley, el Reglamento de la 
Corporación determinará y asignará los asuntos 
y las materias cuyo conocimiento corresponda a 
cada Sección y a las respectivas Subsecciones.

Artículo 108. Funciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo. La Sala de lo 
Contencioso administrativo en pleno tendrá las si-
��
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1. Conocer de todos los procesos contencioso-
administrativos cuyo juzgamiento atribuya la ley 
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�
hayan asignado a las secciones.

2. Resolver los recursos extraordinarios de re-
visión contra las sentencias dictadas por las sec-
ciones o subsecciones y los demás que sean de su 
competencia.
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3. Dictar sentencia, cuando asuma la compe-
tencia, en los asuntos que le remitan las seccio-
nes por su importancia jurídica o trascendencia 
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motivo resuelve asumir competencia. Esta compe-
tencia también puede ser asumida por solicitud del 
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la sala plena.

4. Solicitar a los Tribunales el envío de deter-
minados asuntos que estén conociendo en segunda 
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su importancia jurídica, trascendencia económica 
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ban ser resueltos por el Consejo de Estado a través 
de sus Secciones o Subsecciones.

5. Conocer de la nulidad por inconstituciona-
lidad que se promueva contra los decretos cuyo 
control no corresponda a la Corte Constitucional.

6. Conocer de la pérdida de investidura de los 
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to establecido en la ley.

7. Conocer del recurso extraordinario de revi-
�
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por las secciones o subsecciones del Consejo de 
Estado.

8. Conocer del recurso extraordinario especial 
de revisión de las sentencias de pérdida de investi-
dura de los congresistas. En estos casos, los conse-
jeros que participaron en la decisión impugnada no 
serán recusables ni podrán declararse impedidos 
por ese solo hecho.

9. Ejercer el control inmediato de legalidad de 
los actos de carácter general dictados por autorida-
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dos de excepción.

10. Elaborar cada dos (2) años listas de auxilia-
res de la justicia.
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cerá de las acciones impetradas contra los actos 
administrativos emitidos por el Consejo de Estado.

Artículo 109. Integración y funciones de la Sala 
de Consulta y Servicio Civil. La Sala de Consulta 
y Servicio Civil estará integrada por cuatro (4) 
Magistrados. Sus miembros no tomarán parte en el 
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Los conceptos de la Sala no serán vinculantes, 
salvo que la ley disponga lo contrario.

Las decisiones que adopten las autoridades so-
bre asuntos examinados por la Sala expresarán si 
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“de acuerdo con la Sala de Consulta del Consejo 
de Estado”; en el segundo, la de “oída la Sala de 
Consulta del Consejo de Estado”.

La Sala de Consulta y Servicio Civil tendrá las 
siguientes atribuciones:

1. Absolver las consultas generales o particula-
�
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de sus Ministros y Directores de Departamento 

Administrativo. Igualmente podrán consultar el 
Gerente del Banco de la República, el Procurador 
General de la Nación, El Fiscal General de la 
Nación, el Contralor General de la República, el 
Registrador Nacional del Estado Civil, el Presidente 
de la Comisión Nacional de Televisión y las mesas 
directivas del Congreso de la República, estas úl-
timas exclusivamente sobre asuntos relacionados 
con el trámite legislativo.

2. Preparar a petición del Gobierno Nacional 
proyectos de ley y de códigos. El proyecto se en-
tregará al Gobierno por conducto del Ministro o 
Director del Departamento Administrativo corres-
pondiente, para su eventual presentación a la con-
sideración del Congreso.

3. Preparar a petición de la Sala Plena del 
Consejo de Estado o por iniciativa propia proyec-
tos de acto legislativo y de ley.

4. Revisar a petición del Gobierno los proyec-
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5. Realizar los estudios que sobre temas de in-
terés para la administración pública la Sala estime 
�
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��������������
���
�������������
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6. Conceptuar sobre los contratos que se pro-
yecte celebrar con empresas privadas colombianas 
escogidas por concurso público de méritos, en los 
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nacional.

7. Emitir concepto en relación con las contro-
versias que se presenten entre entidades del nivel 
nacional o entre estas y entidades del nivel terri-
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El concepto será requisito de procedibilidad de la 
demanda.
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Electoral, si cada candidato a la Presidencia de la 
República reúne o no los requisitos constituciona-
�
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9. Ejercer control previo de legalidad de 
los Convenios de Derecho Público Interno con 
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ministrativas entre organismos del orden nacional 
o entre tales organismos y una entidad territorial 
o descentralizada, o entre cualesquiera de estas 
cuando no estén comprendidas en la jurisdicción 
territorial de un solo tribunal administrativo.
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labores.
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ban la Constitución y la ley.
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estarán amparados por una reserva legal de seis (6) 
meses, que podrá ser prorrogada hasta por cuatro 
(4) años, por el Gobierno Nacional, o el consultan-
te, cuando se trate de las demás autoridades a que 
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alude el numeral 1 de este artículo. Si transcurri-
	��������

��`\k��
�
����������
��
��
�
�
�
��
�����-
��������������
	�	�����������
���
�����
����	�����
se ha pronunciado en ningún sentido, automática-
mente se levantará la reserva.

En todo caso el Gobierno Nacional, o la autori-
dad consultante de que se trate, podrán levantar la 
reserva en cualquier tiempo.

Artículo 110. Concepto previo de la Sala de 
Consulta y Servicio Civil. La Sala de Consulta y 
Servicio Civil deberá ser previamente oída en los 
siguientes asuntos:

1. Proyectos de ley preparados por el Gobierno 
���
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���������
/��
���������
����

����
de la administración, así como sobre los proyectos 
de ley aprobatorios de tratados internacionales.

2. Proyectos de Decretos-ley que el Gobierno 
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-
narias (artículo 150-10 C. P.).

3. Proyectos de ley o proyectos de disposicio-
�
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4. Todo asunto en que por precepto expreso de 
una ley, haya de consultarse a la Sala de Consulta.
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de Consulta esta tendrá veinte (20) días hábiles 
para emitir el concepto. Transcurrido dicho plazo 
sin pronunciamiento de la Sala se entenderá cum-
plido el requisito.

Artículo 111. Funciones de la Sala de 
Gobierno. Corresponde a la Sala de Gobierno:

1. Examinar la hoja de vida de los candidatos 
para desempeñar cualquier empleo cuya elección 
����
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�
el resultado respectivo.
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Plena los empleados de la corporación, con excep-
ción de los que deban elegir las salas, secciones y 
despachos.

3. Asesorar al presidente de la Corporación 
cuando este lo solicite.

4. Estudiar la hoja de vida de los candidatos al 
premio José Ignacio de Márquez y presentar las 
consideraciones a la Sala Plena.
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Sala Plena.
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la ley y el reglamento.

Artículo 112. Conjueces. Para ser conjuez 
se requerirán las mismas calidades que para ser 
Consejero de Estado, sin que obste el haber lle-
��	�������
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conjueces, de acuerdo con las leyes procesales y 
los reglamentos de las corporaciones judiciales, 
las personas que reúnan los requisitos para desem-
peñar los cargos en propiedad, las cuales en todo 
caso no podrán ser miembros de las corporacio-
nes públicas, empleados o trabajadores de ninguna 
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-
munerados.

Los conjueces tienen los mismos deberes que 
los magistrados y estarán sujetos a las mismas res-
ponsabilidades de estos.
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jeros por impedimentos o recusación, dirimirán 
los empates que se presenten en las Salas Plena 
de lo Contencioso Administrativo y de Consulta y 
Servicio Civil e intervendrán en las mismas, para 
completar la mayoría decisoria, cuando esta no se 
hubiera logrado.

La elección y el sorteo de los conjueces se 
hará por la Sala de Consulta y Servicio Civil y 
por las secciones de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo.

Artículo 113. Posesión de conjueces. Designado 
el conjuez, deberá tomar posesión del cargo ante el 
presidente de la sala o sección respectiva, por una 
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Artículo 114. Comisión para la práctica de di-
ligencias. El Consejo de Estado podrá comisionar 
a los tribunales administrativos, a los jueces y a las 
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ca de las diligencias necesarias para el ejercicio de 
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caso de demora o desobedecimiento.

Con todo, no podrán comisionar para la prácti-
ca de pruebas que hayan de producirse en el lugar 
de su sede.

Artículo 115. Labores del Consejo de Estado en 
vacaciones. El Consejo de Estado deberá actuar, 
aun en época de vacaciones, por convocatoria del 
Gobierno Nacional, cuando sea necesario su dicta-
men, por disposición de la Constitución Política. 
También podrá el Gobierno convocar a la Sala de 
Consulta y Servicio Civil, cuando a juicio de aquel 
las necesidades públicas lo exijan.

Artículo 116. Licencias y permisos. El Consejo 
de Estado podrá conceder licencia a los consejeros 
y a los magistrados de los tribunales administra-
tivos para separarse de sus destinos hasta por no-
venta (90) días en un año y designar los interinos 
a que haya lugar.

El Presidente del Consejo de Estado podrá con-
ceder permiso, hasta por cinco (5) días en un mes, 
a los consejeros y a los magistrados de los tribuna-
les administrativos.

Artículo 117. Auxiliares de los Consejeros de 
Estado. Cada Consejero de Estado tendrá uno o 
varios Magistrados Auxiliares de su libre nombra-
miento y remoción a los cuales les podrá delegar 
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del proceso.

Artículo 118. *
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Consejo de Estado. El Consejo de Estado tendrá 
los medios de divulgación necesarios para realizar 
la publicidad de sus actuaciones. Para cada vigen-
�
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���� 	
�
gastos de la Nación, una apropiación especial des-
tinada a ello.
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CAPITULO III
De los Tribunales Administrativos

Artículo 119. Jurisdicción. Los tribunales admi-
nistrativos son creados por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura para el cum-
��
�
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��
procesal en cada distrito judicial administrativo. 
Tienen el número de magistrados que determine 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura que, en todo caso, no será menor de tres.

Los tribunales administrativos ejercerán sus 
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por la totalidad de los magistrados; por la Sala de 
Gobierno, por las salas especializadas y por las de-
más salas de decisión plurales e impares, de acuer-
do con la ley.

Artículo 120. Sala Plena. La Sala Plena de los 
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talidad de los magistrados que integran la corpora-
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1. Elegir los jueces de lo contencioso-adminis-
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�
carrera judicial le remita la Sala Administrativa del 
respectivo consejo seccional de la judicatura.

2. Nominar los candidatos que han de integrar 
las ternas correspondientes a las elecciones de 
contralor departamental y de contralores distrita-
les y municipales, dentro del mes inmediatamente 
anterior a la elección.
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pectivo distrito judicial, que servirá de base para la 
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surjan entre las secciones o subsecciones de un 
mismo tribunal y aquellos que se susciten entre 
dos jueces administrativos del mismo distrito.

5. Las demás que le asigne la ley.
CAPITULO IV

De los Jueces Administrativos
Artículo 121. +�%����. Los juzgados admi-
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des de la administración de justicia determine la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
��	
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�� �����
�
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nes que prevea la ley procesal en cada circuito o 
municipio, integran la jurisdicción contencioso-
administrativa. Sus características, denomina-
ción y número serán establecidas por esa misma 
$�������
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	��
en la Ley Estatutaria 270 de 1996.

CAPITULO V
Decisiones en la Jurisdicción  

de lo Contencioso Administrativo
Artículo 122. Competencia para la expedición 

de providencias. Será competencia del juez o ma-
gistrado ponente dictar los autos interlocutorios y 
de trámite. Corresponderá a las salas, secciones y 
subsecciones de decisión dictar las sentencias y los 
autos a través de los cuales se resuelvan los recur-

sos de súplica, en este último evento con exclusión 
del magistrado que hubiere dictado el auto objeto 
de la súplica.

Artículo 123. Quórum deliberatorio. El Consejo 
de Estado en pleno o cualquiera de sus salas o sec-
ciones necesitará para deliberar válidamente la 
asistencia de la mitad más uno de sus miembros.

Artículo 124. Quórum para elecciones. Las 
elecciones que realicen el Consejo de Estado en 
pleno o cualquiera de sus salas o secciones reque-
rirán los votos de, por lo menos, las dos terceras 
partes de sus miembros.

Artículo 125. Quórum para otras decisiones. 
Toda decisión de carácter jurisdiccional o no, di-
�
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�
tomen el Consejo de Estado o cualquiera de sus 
salas o secciones o los tribunales administrativos, 
o cualquiera de sus secciones, requerirá para su de-
liberación y decisión, de la asistencia y voto de la 
mayoría de los miembros de la corporación, sala o 
sección.

Si en la votación no se lograre la mayoría abso-
luta, se repetirá aquella, y si tampoco se obtuviere, 
se procederá al sorteo de conjuez o conjueces, se-
gún el caso, para dirimir el empate o para conse-
guir tal mayoría.

Es obligación de todos los magistrados parti-
cipar en la deliberación de los asuntos que deban 
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caso, por la sala o sección a que pertenezcan, salvo 
cuando medie causa legal de impedimento acep-
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doméstica debidamente comprobadas, u otra razón 
legal que imponga separación temporal del cargo. 
La violación sin justa causa de este deber es causal 
de mala conducta.

El reglamento interno de cada corporación se-
ñalará los días y horas de cada semana en que ella, 
sus salas y sus secciones celebrarán reuniones para 
la deliberación de los asuntos jurisdiccionales de 
su competencia.

Cuando quiera que el número de los magistra-
dos que deban separarse del conocimiento de un 
asunto por impedimento o recusación o por cau-
sal legal de separación del cargo disminuya el de 
quienes deban decidirlo a menos de la pluralidad 
mínima prevista en el primer inciso, para comple-
tar esta se acudirá a la designación de conjueces.

Artículo 126. $�
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����� Las provi-
dencias, conceptos o dictámenes del Consejo de 
Estado, o de sus salas y secciones, una vez acorda-
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corporación que hubieran intervenido en su adop-
ción, aun por los que hayan disentido. Al pie de la 
providencia, concepto o dictamen se dejará cons-
tancia de los consejeros ausentes. Quienes partici-
paron en las deliberaciones, pero no en la votación 
del proyecto, no tendrán derecho a votarlo.

Los consejeros discrepantes tendrán derecho a 
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providencia, concepto o dictamen, se pasará el ex-
�
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por el término de dos días. El salvamento deberá 
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voto, si lo hubiere.

Si dentro del término legal el consejero discre-
pante no sustentare el salvamento de voto, sin justa 
causa, perderá este derecho y deberá devolver el 
expediente. Si no hubiere más disidentes, la deci-
sión se hará pública o se dará el curso que corres-
ponda al concepto o dictamen.

CAPITULO VI
Impedimentos y recusaciones  

de los Consejeros, Magistrados  
y Jueces Administrativos

Artículo 127. Causales y procedimiento. Serán 
causales de recusación e impedimento para los 
consejeros, magistrados y jueces administrativos, 
además de las señaladas en el artículo 150 del 
Código de Procedimiento Civil, las siguientes:

1. Haber participado en la expedición del acto 
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trato, o en la ejecución del hecho u operación ad-
ministrativa materia de la controversia.

Artículo 128. De los impedimentos. Para el 
trámite de los impedimentos se observarán las si-
guientes reglas:

1. El juez administrativo en quien concurra al-
guna de las causales de que trata el presente artícu-
lo, deberá declararse impedido cuando advierta su 
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menta, en escrito dirigido al juez que le siga en tur-
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impedimento y, en caso positivo, asumirá el cono-
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devolverá para que aquel continúe el trámite. Si se 
trata de juez único, ordenará remitir el expediente 
al correspondiente tribunal para que decida si el 
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el juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, 
devolverá el expediente para que el mismo juez 
continúe el trámite del proceso.

2. Cuando en un consejero o magistrado concu-
rra alguna de las causales señaladas en el artículo 
anterior, deberá declararse impedido en escrito di-
rigido al ponente, o a quien le siga en turno si el 
impedido es este, expresando los hechos en que se 
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cia, para que la Sala, Sección o Subsección resuel-
va de plano sobre la legalidad del impedimento. Si 
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-
cisorio.

3. Si el impedimento comprende a toda la sec-
ción o subsección del Consejo de Estado o del tri-
bunal, el expediente se enviará a la sección o sub-
sección que le siga en turno en el orden numérico, 
para que decida de plano sobre el impedimento; si 
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proceso. En caso contrario, devolverá el expedien-
te para que la misma sección o subsección conti-
núe el trámite del mismo.

4. Si el impedimento comprende a todo el tri-
bunal administrativo, el expediente se enviará a 
la sección del Consejo de Estado que conoce del 
tema relacionado con la materia objeto de contro-
�
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dado, devolverá el expediente al tribunal de origen 
para el sorteo de conjueces, quienes deberán co-
nocer del asunto. En caso contrario, devolverá el 

&�
	

��
���� �
�
�
	�� ��
�������������
�����
�@
�
su trámite.

5. Si el impedimento comprende a todos los 
miembros de la Sala Plena de lo Contencioso-
Administrativo, o de la sala de consulta y servicio 
civil del Consejo de Estado, sus integrantes de-
�
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menta. Declarado el impedimento por la Sala res-
pectiva se procederá al sorteo de conjueces para 
que asuman el conocimiento del asunto.
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mite de los impedimentos no son susceptibles de 
recurso alguno.

Artículo 129. De las recusaciones. Para el trá-
mite de las recusaciones se observarán las siguien-
tes reglas:

1. La recusación se propondrá por escrito ante 
el juez, magistrado consejero a quien se trate de 
separar del conocimiento del proceso, con expre-
sión de la causal legal y de los hechos en que se 
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tendan hacer valer.

2. Cuando el recusado sea un juez administrati-
vo, mediante auto expresará si acepta los hechos y 
la procedencia de la causal y enviará el expedien-
te al juez que le siga en turno para que resuelva 
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positivo, asumirá el conocimiento del asunto, si lo 
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continúe el trámite. Si se trata de juez único, remi-
tirá el expediente al correspondiente tribunal para 
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cual designará juez ad hoc que lo reemplace, en 
caso contrario, devolverá el expediente para que el 
mismo juez continúe el trámite del proceso.

3. Cuando el recusado sea un consejero o ma-
gistrado, en escrito dirigido al ponente, o a quien 
le siga en turno si el recusado es este, expresará 
si acepta o no la procedencia de la causal y los 
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sección o subsección resuelva de plano sobre la 
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el quórum decisorio.

4. Si la recusación comprende a toda la sección 
o subsección del Consejo de Estado o del tribunal, 
se presentará ante los recusados para que mani-
�
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la recusación. El expediente se enviará a la sec-
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ción o subsección que le siga en turno, para que 
decida de plano sobre la recusación, si la declara 
���	�	�����������
�������
�
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caso contrario, devolverá el expediente para que 
la misma sección o subsección continúe el trámite 
del mismo.

5. Si la recusación comprende a todo el tribunal 
administrativo, se presentará ante los recusados 
�������
����
�
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��������������
����	��
��
��
�
aceptan o no la recusación. El expediente se envia-
rá a la sección del Consejo de Estado que conoce 
del tema relacionado con la materia objeto de con-
troversia, para que decida de plano. Si se declara 
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bunal de origen para el sorteo de conjueces, quie-
nes deberán conocer del asunto. En caso contrario, 
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que continúe su trámite.

6. Cuando la recusación comprenda a todos 
los miembros de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo o de la Sala de Consulta y Servicio 
Civil del Consejo de Estado, se presentará a los 
�
����	����������
����
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�����������������
o separada si la aceptan o no. Decretada la recusa-
ción por la Sala respectiva, se procederá al sorteo 
de Conjueces para que asuman el conocimiento 
del proceso, en caso contrario, la misma Sala con-
tinuará el trámite del proceso.
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mite de las recusaciones no son susceptibles de re-
curso alguno.

En el mismo auto mediante el cual se declare 
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parte recusante y su apoderado han actuado con te-
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de la Judicatura de cinco (5) a diez (10) salarios 
mínimos mensuales legales, sin perjuicio de la in-
vestigación disciplinaria a que hubiere lugar.

La decisión, en cuanto a la multa, será suscepti-
ble únicamente de reposición.

CAPITULO VII
Impedimentos y recusaciones de los agentes  

del Ministerio Público
Artículo 130. Impedimentos y recusaciones de 

los agentes del Ministerio Público ante esta juris-
dicción. Las causales de recusación y de impedi-
mento previstas en este código para los conseje-
ros, magistrados y jueces administrativos, también 
son aplicables a los agentes del Ministerio Público 
cuando actúen ante la jurisdicción de lo contencio-
so-administrativo.

Artículo 131. Oportunidad y trámite. El agen-
te del Ministerio Público en quien concurra algún 
motivo de impedimento deberá declararse impe-
dido expresando la causal y los hechos en que 
�
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sala, sección o subsección que esté conociendo del 
asunto para que decida si se acepta o no el impedi-
mento. En caso positivo, se dispondrá su reempla-
zo por quien le siga en orden numérico atendiendo 

a su especialidad. Si se tratare de agente único se 
solicitará a la Procuraduría General de la Nación, 
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La recusación del agente del Ministerio Público 
se propondrá ante el juez, sala, sección o sub-
sección del tribunal o del Consejo de Estado que 
conozca del asunto, para que resuelva de plano, 
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����
o no la causal y los hechos. Si se acepta la recu-
sación, dispondrá su reemplazo por quien le siga 
en orden numérico atendiendo a su especialidad. 
Si se tratare de agente único, se solicitará a la 
Procuraduría General de la Nación la designación 
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Nación es separado del conocimiento del proceso, 
por causa de impedimento o recusación, lo reem-
plazará el Viceprocurador.

T I T U L O   III
MEDIOS DE CONTROL

Artículo 132. Nulidad por inconstitucionali-
dad. Los ciudadanos podrán, en cualquier tiempo, 
solicitar por sí, o por medio de representante, que 
se declare la nulidad de los decretos dictados por el 
Gobierno Nacional cuya revisión no corresponda 
a la Corte Constitucional en los términos de los 
artículos 237 y 241 de la Constitución Política, por 
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También podrán pedir la nulidad por inconsti-
tucionalidad de los actos que por expresa disposi-
ción constitucional sean expedidos por entidades u 
organismos distintos del Gobierno Nacional.
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el presente artículo, el juzgador no estará limitado 
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en la demanda.

Artículo 133. Control inmediato de legalidad. 
Las medidas de carácter general que sean dictadas 
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desarrollo de los decretos legislativos durante los 
Estados de Excepción, tendrán un control inme-
diato de legalidad, ejercido por la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo en el lugar donde 
se expidan, si se tratare de entidades territoriales, o 
del Consejo de Estado si emanaren de autoridades 
nacionales, de acuerdo con las reglas de compe-
tencia establecidas en este Código.

Las autoridades competentes que los expidan 
enviarán los actos administrativos a la autoridad 
judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho 
(48) horas siguientes a su expedición. Si no se 
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miento.

Artículo 134. Nulidad. Toda persona podrá so-
licitar por sí, o por medio de representante, que se 
declare la nulidad de los actos administrativos de 
carácter general.

Procederá cuando hayan sido expedidos con in-
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También puede pedirse que se declare la nuli-
dad de las circulares de servicio y de los actos de 
�
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Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de 
actos administrativos de contenido particular en 
los siguientes casos:

a) Cuando con la demanda no se persiga o de 
la sentencia de nulidad que se produjere no se ge-
nere el restablecimiento automático de un derecho 
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b) Cuando se trate de recuperar bienes de uso 
público.
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político, económico, social o ecológico.

d) Cuando la ley lo consagre expresamente.
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que se persigue el restablecimiento automático de 
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artículo siguiente.

Artículo 135. Nulidad y restablecimiento del 
derecho. Toda persona que se crea lesionada en un 
derecho subjetivo amparado en una norma jurídi-
ca, podrá pedir que se declare la nulidad del acto 
administrativo particular, expreso o presunto, y se 
le restablezca en su derecho; también podrá solici-
tar que se le repare el daño.

Igualmente podrá pretenderse la nulidad y res-
tablecimiento del derecho del acto administrativo 
general, siempre que con su aplicación directa se 
produzca una lesión a un derecho subjetivo, ampa-
rado por una norma.

Artículo 136. Nulidad electoral. Cualquier per-
sona podrá pedir la nulidad de los actos de elec-
ción por voto popular o por cuerpos electorales, así 
como de los actos de nombramiento que expidan 
las entidades y autoridades públicas de todo orden. 
Igualmente podrá pedir la nulidad de los actos de 
llamamiento para proveer vacantes en las corpora-
ciones públicas.

En elecciones por voto popular, las decisiones 
adoptadas por las autoridades electorales que re-
suelvan sobre reclamaciones o irregularidades res-
pecto de la votación o de los escrutinios deberán de-
mandarse junto con el acto que declara la elección.
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miento resultantes de concurso de méritos, quien 
se considere lesionado en un derecho subjetivo de 
carácter laboral podrá pedir la anulación del acto y 
el restablecimiento del derecho.

Artículo 137. Reparación directa. La persona 
interesada podrá demandar directamente que se 
declare la responsabilidad y la reparación integral 
del daño cuando la causa sea un hecho, una acción, 
una omisión, o una operación administrativa, o la 
ocupación temporal o permanente de inmueble, 
imputable a una entidad pública o a un particular 
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Las Entidades Públicas también podrán preten-
der que se declare la responsabilidad y se orde-
ne la reparación integral que corresponda, por las 
causas mencionadas en el inciso anterior, cuan-
do resulten perjudicadas por la actuación de otra 
Entidad Pública, o de un particular en ejercicio de 
����
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Artículo 138. Controversias contractuales. 
Cualquiera de las partes de un contrato del Estado 
podrá pedir que se declare su existencia o su nuli-
dad, que se ordene su revisión, que se declare su 
incumplimiento, que se revise la legalidad de los 
actos administrativos contractuales, que se con-
dene al responsable a indemnizar los perjuicios, y 
que se hagan otras declaraciones y condenas. Así 
mismo, el interesado podrá solicitar la liquida-
ción judicial del contrato cuando esta no se haya 
logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no 
lo haya liquidado unilateralmente dentro de los 
dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo 
convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su 
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contrato, con ocasión de la actividad contractual, 
podrán demandarse en los términos de los artícu-
los 134 y 135 de este Código, según el caso.

El Ministerio Público o cualquier tercero que 
acredite un interés directo podrá pedir que se de-
clare su nulidad absoluta. El juez administrativo 
��	���	
���������	
����
������	��
��!���
���
�-
te demostrada en el proceso, siempre y cuando en 
él hayan intervenido las partes contratantes o sus 
causahabientes.

Artículo 139. Repetición. Cuando el Estado 
haya debido hacer un reconocimiento indemniza-
torio con ocasión de una condena, conciliación u 
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consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa del servidor o ex servidor público o del 
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tidad respectiva deberá repetir contra estos por lo 
pagado.

La repetición también puede intentarse me-
diante el llamamiento en garantía del servidor o 
ex servidor público o del particular en ejercicio de 
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sabilidad contra la entidad pública.

Artículo 140. ��
����
��
����	����
�� A solicitud 
de la Mesa Directiva de la Cámara correspondiente 
o de cualquier ciudadano y por las causas estableci-
das en la Constitución y la ley, se podrá demandar la 
pérdida de investidura de congresistas.

Igualmente la Mesa Directiva de la Asamblea 
Departamental, del Concejo Municipal, o de la 
Junta Administradora Local, así como cualquier 
ciudadano, podrá pedir la pérdida de investidura 
de diputados, concejales y ediles.

Artículo 141. Protección de los derechos e in-
tereses colectivos. Cualquier persona puede de-
mandar la protección de los derechos e intereses 
colectivos para lo cual podrá pedir que se adopten 
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contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir 
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Cuando la vulneración de los derechos e intere-
ses colectivos provenga de la actividad de una en-
tidad pública, podrá demandarse su protección, in-
clusive cuando la conducta vulnerante sea un acto 
administrativo o un contrato, sin que en uno u otro 
evento, pueda el juez anular el acto o el contrato.

Artículo 142. Reparación del daño causado a 
un grupo. Toda persona perteneciente a un número 
plural o a un conjunto de personas que reúnan con-
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que les originó perjuicios individuales, puede de-
mandar la declaratoria de responsabilidad y el re-
conocimiento y pago de indemnización de los per-
juicios causados al grupo, en los términos precep-
tuados por la norma especial que regula la materia.

Cuando el daño provenga de un acto adminis-
trativo, podrá solicitarse su nulidad, si ella es nece-
saria para determinar la responsabilidad.

Artículo 143. Cumplimiento de normas con 
fuerza material de ley o de actos administrativos. 
Toda persona podrá acudir ante la jurisdicción de 
lo contencioso-administrativo, previa constitución 
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terial de ley o actos administrativos.

T I T U L O   IV
DISTRIBUCION DE LAS COMPETENCIAS

CAPITULO I
Competencia del Consejo de Estado

Artículo 144. Competencia del Consejo de 
Estado en única instancia. El Consejo de Estado, 
en Sala de lo Contencioso Administrativo, por in-
termedio de sus Secciones y Subsecciones espe-
cializadas, o Salas especiales con arreglo a la dis-
tribución de trabajo que la Sala disponga conocerá 
en única instancia de los siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos administrati-
vos expedidos por las autoridades del orden nacio-
nal o por las personas o entidades de derecho pri-
��	�� ����	�� �������� ����
��
�� �	�
�
�����
����
del mismo orden.

2. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho que carezcan de cuantía, en los cuales se 
controviertan actos administrativos expedidos por 
autoridades del orden nacional.

3. De la nulidad del acto de elección del 
Presidente y el Vicepresidente de la República, de 
los Senadores, de los Representantes a la Cámara 
y de los Gobernadores.

4. De la nulidad de los actos de elección ex-
pedidos por el Congreso de la República, las 
Cámaras, la Corte Suprema de Justicia, la 
Corte Constitucional, el Consejo Superior de la 
Judicatura, la Junta Directiva o Consejo Directivo 
de los entes autónomos del orden nacional y las 
Comisiones de Regulación.

5. De la nulidad de los actos de nombramiento 
de los representantes legales de las entidades pú-
blicas del orden nacional.
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nocerá de la nulidad contra los actos de elección 
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Estado.

6. De los que se promuevan contra actos admi-
nistrativos relativos a la nacionalidad y a la ciuda-
danía.

7. Del recurso de anulación de los laudos arbi-
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tratos estatales, por las causales y dentro del tér-
mino prescrito en las normas que rigen la materia. 
Contra esta sentencia sólo procederá el recurso de 
revisión.

8. De los relativos a la propiedad industrial, en 
los casos previstos en la ley.

9. De la nulidad con restablecimiento, contra 
los actos administrativos expedidos por el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, que ini-
cien las diligencias administrativas de extinción 
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de y recuperación de baldíos.

10. De la revisión contra los actos de extinción 
del dominio agrario, o contra las resoluciones que 
	
�
	���	
����	����������
	
�

���������
�����
�-
cación, deslinde y recuperación de baldíos.

11. De los relacionados con la declaración ad-
ministrativa de extinción del dominio o propiedad 
de inmuebles urbanos y de los muebles de cual-
quier naturaleza.

12. De los de nulidad de los actos del Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, en los 
casos previstos en la ley.

13. De la repetición que el Estado ejerza con-
tra el Presidente de la República o quien haga 
sus veces, Senadores y Representantes, Ministros 
del Despacho, directores de departamento admi-
nistrativo, Procurador General de la Nación, el 
Contralor General de la República, Fiscal General 
de la Nación, Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo 
Superior de la Judicatura, Registrador Nacional 
del Estado Civil, Auditor General de la República, 
magistrados de los tribunales superiores de distri-
to judicial, de los tribunales administrativos y del 
Tribunal Superior Militar y, en general, de los re-
presentantes legales de los órganos y entidades del 
orden nacional.

De las acciones de repetición que el Estado 
ejerza contra los Magistrados del Consejo de 
Estado, conocerá la Corte Suprema de Justicia en 
Sala Plena.

14. De todas las demás de carácter Contencioso 
Administrativo, para los cuales no exista regla es-
pecial de competencia.

Artículo 145. Competencia del Consejo de 
Estado en segunda instancia. El Consejo de 
Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo 
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conocerá en segunda instancia de las apelaciones 
de las sentencias dictadas en primera instancia por 
los tribunales administrativos y de las apelaciones 
de autos susceptibles de este medio de impugna-
ción, así como de los recursos de queja cuando no 
se conceda el de apelación por parte de los tribu-
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�
corresponda, o no se concedan los extraordinarios 
de revisión o de anulación.

CAPITULO II
Competencia de los Tribunales 

Administrativos
Artículo 146. Competencia de los Tribunales 

Administrativos en única instancia. Los Tribunales 
Administrativos conocerán de los siguientes pro-
cesos privativamente y en única instancia:

1. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho que carezcan de cuantía y en los cuales se 
controviertan actos administrativos de los órdenes 
departamental, distrital o municipal.

2. De los procesos de nulidad y restablecimien-
to del derecho que carezcan de cuantía, en que se 
controviertan sanciones disciplinarias administra-
tivas distintas a las que originen retiro temporal o 
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des departamentales.
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nistrativas entre entidades públicas de los órdenes 
departamental, distrital o municipal o entre cuales-
quiera de ellas cuando estén comprendidas en el 
territorio de su jurisdicción.
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nador del departamento acerca de la constitucio-
nalidad y legalidad de los acuerdos municipales, 
y sobre las objeciones, por los mismos motivos, a 
los proyectos de ordenanzas.

5. De las observaciones que los gobernadores 
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de inconstitucionalidad o ilegalidad.
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a los proyectos de acuerdos municipales, por ser 
contrarias al ordenamiento jurídico superior.

7. Del recurso prescrito por los artículos 21 y 
24 de la Ley 57 de 1985, cuando la autoridad que 
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nacional o departamental o del Distrito Capital de 
Bogotá.

8. De las acciones de nulidad y restablecimien-
to contra los actos de expropiación de que tratan 
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�������������

9. De la nulidad del acto de elección de alcaldes 
y de miembros de corporaciones públicas de muni-
cipios con menos de sesenta mil (60.000) habitan-
tes que no sean capital de departamento. El núme-
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de Estadísticas, DANE.

La competencia por razón del territorio le co-
rresponderá al Tribunal con jurisdicción en el res-
pectivo departamento.

10. De la nulidad de los actos de elección ex-
pedidos por las Asambleas Departamentales y por 
los concejos municipales en municipios de sesenta 
mil (60.000) habitantes o más que no sean capital 
de departamento. El número de habitantes se acre-
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Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE.

La competencia por razón del territorio le co-
rresponderá al Tribunal con jurisdicción en el res-
pectivo departamento.

11. De la nulidad del acto de elección de los 
ediles del Distrito Capital de Bogotá.

12. De la nulidad del acto de elección de miem-
bros de juntas o consejos directivos de entidades 
públicas del orden nacional, departamental, distri-
tal o municipal.

13. De la nulidad del acto de nombramiento de 
los empleados públicos del orden nacional de los 
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tuado por las autoridades del orden nacional, los 
entes autónomos y las Comisiones de regulación.

La competencia por razón del territorio corres-
ponde al Tribunal del lugar donde el nombrado 
preste o deba prestar los servicios.

14. De la nulidad del acto de nombramiento 
de los empleados públicos de los niveles asesor, 
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ridades del orden Distrital y Departamental.

La competencia por razón del territorio corres-
ponde al Tribunal del lugar donde el nombrado 
preste o deba prestar los servicios.

15. Del control inmediato de legalidad de los 
������ 	
� ������
�� �
�
���� ��
� �
��� ����
�
	��� 
��

�
��
�
��	
��������
����	�
�
�����
���	�����
�����
Estados de Excepción y como desarrollo de los de-
��
�����
�
����
������
���
�
��	
���	������������
-
dades territoriales, departamentales y municipales, 
cuya competencia corresponderá al Tribunal del 
lugar donde se expidan.

Artículo 147. Competencia de los Tribunales 
Administrativos en primera instancia. Los 
Tribunales Administrativos conocerán en primera 
instancia de los siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos administrati-
��������
�
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��
orden departamental, o por las personas o entida-
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��
administrativas de los citados órdenes.

2. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho de carácter laboral que no provengan de un 
contrato de trabajo, en los cuales se controvier-
tan actos administrativos de cualquier autoridad, 
cuando la cuantía exceda de cincuenta (50) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.
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3. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho en que se controviertan actos administrati-
vos de cualquier autoridad, cuando la cuantía ex-
ceda de trescientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

4. De los que se promuevan sobre el monto, 
distribución o asignación de impuestos, contribu-
ciones y tasas nacionales, departamentales, muni-
cipales o distritales, cuando la cuantía sea superior 
a cien (100) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

5. De los relativos a los contratos, cualquiera 
que sea su régimen, en que sea parte una entidad 
pública en sus distintos órdenes o un particular en 
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contratos celebrados por cualquier entidad pres-
tadora de servicios públicos domiciliarios en los 
cuales se incluyan cláusulas exorbitantes, cuando 
la cuantía exceda de quinientos (500) salarios mí-
nimos legales mensuales.

6. De los de reparación directa, inclusive aque-
llos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía exceda de 
quinientos (500) salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuya cuantía ex-
ceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

8. De la nulidad del acto de elección de los dipu-
tados a las asambleas departamentales; del alcalde 
mayor y concejales del Distrito Capital de Bogotá; 
de los alcaldes y miembros de corporaciones pú-
blicas de los municipios y distritos con sesenta mil 
(60.000) o más habitantes, o que sean capital de 
departamento. El número de habitantes se acredi-
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Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE.

La competencia por razón del territorio corres-
ponde al Tribunal con jurisdicción en el respectivo 
departamento.

9. De la nulidad del acto de nombramiento 
de los empleados públicos del nivel directivo o 
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den nacional y por las autoridades Distritales, 
Departamentales o municipales, en municipios 
con más de sesenta mil (60.000) habitantes o que 
sean capital de departamento.

10. De los de nulidad de los actos administra-
tivos de las entidades territoriales y descentrali-
zadas de carácter departamental, distrital o mu-
nicipal que deban someterse para su validez a la 
aprobación de autoridad superior, o que hayan sido 
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cha por la misma.

11. De las acciones de repetición que el Estado 
ejerza contra los servidores o ex servidores públi-
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públicas, incluidos los agentes judiciales, cuando 
la cuantía exceda de quinientos (500) salarios mí-

nimos legales mensuales y cuya competencia no 
estuviere asignada al Consejo de Estado en única 
instancia.

12. La nulidad contra las resoluciones de adju-
dicación de baldíos.

13. De las acciones de expropiación de que tra-
tan las leyes agrarias.

14. De las acciones contra los actos de expro-
piación por vía administrativa.

15. De las acciones sobre pérdida de investidu-
ra de los miembros de los concejos municipales y 
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Artículo 148. Competencia de los tribunales 
administrativos en segunda instancia. Los tribu-
nales administrativos conocerán en segunda ins-
tancia:

1. De las apelaciones de las sentencias dictadas 
en primera instancia por los jueces administrativos 
y de las apelaciones de autos susceptibles de este 
medio de impugnación, así como de los recursos 
de queja cuando no se conceda el de apelación o se 
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2. De las apelaciones contra el mandamien-
to de pago, la sentencia de excepciones, el auto 
aprobatorio de liquidación de crédito y el auto que 
decrete nulidades procesales, que se interpongan 
en los procesos por jurisdicción coactiva de que 
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cuando la cuantía exceda de quinientos (500) sala-
rios mínimos legales mensuales.

3. De los recursos de queja contra la providen-
cia que niegue el recurso de apelación o se conce-
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asuntos de que trata el numeral anterior.

CAPITULO III
Competencia de los jueces administrativos

Artículo 149. Competencia de los jueces admi-
nistrativos en única instancia. Los jueces adminis-
trativos conocerán en única instancia:

1. Del recurso prescrito por los artículos 21 y 
24 de la Ley 57 de 1985 y en el artículo 25 de este 
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distrital.

2. De la nulidad y restablecimiento del derecho 
que carezca de cuantía, en que se controviertan san-
ciones disciplinarias administrativas distintas a las 
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cio, impuestas por las autoridades municipales.

Artículo 150. Competencia de los jueces admi-
nistrativos en primera instancia. Los jueces admi-
nistrativos conocerán en primera instancia de los 
siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos administrati-
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los órdenes distrital y municipal, o por las perso-
nas privadas sujetas a este régimen del mismo or-
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2. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho de carácter laboral, que no provengan de un 
contrato de trabajo, en los cuales se controviertan 
actos administrativos de cualquier autoridad, cuan-
do la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales.

3. De los de nulidad y restablecimiento del de-
recho en que se controviertan actos administrati-
vos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no 
exceda de trescientos (300) salarios mínimos lega-
les mensuales.

4. De los procesos que se promuevan sobre el 
monto, distribución o asignación de impuestos, 
contribuciones y tasas nacionales, departamen-
tales, municipales o distritales, cuando la cuantía 
no exceda de cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales.

5. De los relativos a los contratos, cualquiera 
que sea su régimen, en que sea parte una entidad 
pública en sus distintos órdenes o un particular en 
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contratos celebrados por cualquier entidad pres-
tadora de servicios públicos domiciliarios en los 
cuales se incluyan cláusulas exorbitantes, cuando 
la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales.

6. De los de reparación directa, inclusive aque-
llos provenientes de la acción u omisión de los 
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensua-
les vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía 
no exceda de mil quinientos (1500) salarios míni-
mos legales mensuales.

8. De las acciones de repetición que el Estado 
ejerza contra los servidores o ex servidores públi-
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públicas, incluidos los agentes judiciales, cuando 
la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales y cuya competencia 
no estuviere asignada al Consejo de Estado en úni-
ca instancia.

9. De la nulidad de los actos de elección, dis-
tintos de los de voto popular, y de actos de nom-
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municipal, en municipios con menos de sesenta 
mil (60.000) habitantes, que no sean capital de 
departamento. El número de habitantes se acredi-
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Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE.

10. De las acciones dirigidas al cumplimiento 
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nistrativo.
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1150 de 2007, artículo 6.3 inciso 3°.

12. De los demás asuntos que les asignen leyes 
especiales.

Artículo 151. Competencia de los jueces admi-
nistrativos en segunda instancia. Los jueces admi-
nistrativos conocerán, en segunda instancia, de los 
siguientes asuntos:

1. De las apelaciones contra el mandamien-
to de pago, la sentencia de excepciones, el auto 
aprobatorio de liquidación del crédito y el auto que 
decrete nulidades procesales, que se interpongan 
en los procesos por jurisdicción coactiva de que 
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cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales.

2. De los recursos de queja contra la providen-
cia que niegue el recurso de apelación o lo conceda 
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asuntos de que trata el numeral anterior.

3. De la consulta de las sentencias dictadas en 
los mismos procesos contra quien estuvo represen-
tado por curador ad lítem, sin consideración a la 
cuantía.

CAPITULO IV
Determinación de competencias

Artículo 152. Competencia por razón del te-
rritorio. Para la determinación de la competencia 
por razón del territorio se observarán las siguientes 
reglas:

a) En los de nulidad, por el lugar donde se ex-
pidió el acto;

b) En los de nulidad y restablecimiento se deter-
minará por el lugar donde se expidió el acto, o por 
el del domicilio del demandante, siempre y cuando 
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c) En los asuntos de nulidad y restablecimiento 
del derecho de carácter laboral se determinará por 
el último lugar donde se prestaron o debieron pres-
tarse los servicios;

d) En los contractuales y en los ejecutivos origi-
nados en contratos estatales se determinará por el 
lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el con-
trato. Si este comprendiere varios departamentos 
será tribunal competente a prevención el que elija 
el demandante;

e) En los asuntos agrarios que no estén atribui-
dos al Consejo de Estado, conocerá el tribunal del 
lugar de ubicación del inmueble. Si este compren-
diere varios departamentos será tribunal compe-
tente a prevención el que elija el demandante;
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por el lugar donde se produjeron los hechos, las 
omisiones o las operaciones administrativas;

g) En los que se promuevan sobre el monto, 
distribución o asignación de impuestos, tasas y 
contribuciones nacionales, departamentales, mu-
nicipales o distritales, se determinará por el lugar 
donde se presentó o debió presentarse la declara-
ción, en los casos en que esta proceda; en los de-
más casos, donde se practicó la liquidación;

h) En los casos de imposición de sanciones, la 
competencia se determinará por el lugar donde se 
realizó el acto o el hecho que dio origen a la san-
ción;

i) En las ejecuciones de las condenas impuestas 
por la jurisdicción de lo contencioso-administrati-
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vo o de las obligaciones contenidas en una conci-
liación aprobada por esta jurisdicción, será compe-
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Artículo 153. Competencia por razón de la 
cuantía.�>����
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del caso, la cuantía se determinará por el valor de 
la multa impuesta o de los perjuicios causados, se-
gún la estimación razonada hecha por el actor en 
la demanda. Sin embargo, en asuntos de carácter 
tributario, la cuantía se establecerá por el valor 
de la suma discutida por concepto de impuestos, 
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tos aquí contemplados, se aplicarán las reglas de 
los numerales 1 y 2 del artículo 20 del Código de 
Procedimiento Civil.

En las acciones de nulidad y restablecimiento 
del derecho no podrá prescindirse de la estimación 
razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.
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rá por el valor de las pretensiones al tiempo de la 
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multas o perjuicios reclamados, excepto cuando se 
reclame el pago de prestaciones periódicas de tér-
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determinará por el valor de lo que se pretenda por 
tal concepto desde cuando se causaron y hasta la 
presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) 
años.

Artículo 154. ��������	
 ��
 ������������ Los 
���]
����� 	
� ����
�
��
�� 
���
� ���� ?�
�����
��
Administrativos y entre estos y los jueces admi-
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dimiento:

Cuando una Sala o sección de un tribunal o 
un juez administrativo declarare su incompeten-
cia para conocer de un proceso por considerar 
que corresponde a otro Tribunal o a un juez ad-
ministrativo de otro distrito judicial, ordenará re-
mitirlo a este, mediante auto contra el cual sólo 
procede el recurso de reposición. Si el tribunal o 
juez que recibe el expediente también se declara 
incompetente, remitirá el proceso a la Sala Plena 
de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
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el Consejero Ponente dispondrá que se dé trasla-
do a las partes por el término común de tres (3) 
días, para que presenten sus alegatos; vencido el 
término de traslado, la Sala Plena debe resolver el 
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diante auto que ordenará remitir el expediente al 
Tribunal competente. Contra este auto no procede 
ningún recurso.
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trativos de un mismo distrito judicial, este será de-
cidido por el Tribunal Administrativo respectivo, 
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en este artículo.

K��������	
�����
�
��
�������
������������
	
/�
de la actuación cumplida hasta la decisión del con-
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T I T U L O   V
DEMANDA Y PROCESO CONTENCIOSO

CAPITULO I
Capacidad, representación y derecho  

de postulación
Artículo 155. Capacidad y representación. Las 
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ciones públicas podrán obrar como demandantes, 
demandadas o intervinientes en los procesos con-
tencioso-administrativos, por medio de sus repre-
sentantes, debidamente acreditados.

La entidad, órgano u organismo estatal estará re-
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Director de Departamento Administrativo, 
Superintendente, Registrador Nacional del Estado 
Civil, Procurador General de la Nación, Contralor 
General de la República o Fiscal General de la 
Nación o por la persona de mayor jerarquía en la 
entidad que expidió el acto o produjo el hecho.

El Presidente del Senado representa a la Nación 
en cuanto se relacione con el Congreso. La Nación-
Rama Judicial estará representada por el Director 
Ejecutivo de Administración Judicial.

Si se trata de procesos originados por actos de 
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cumplimiento de la eventual condena.

En los procesos sobre impuestos, tasas o contri-
buciones, la representación de las entidades públi-
cas la tendrán el Director General de Impuestos y 
Aduanas Nacionales en lo de su competencia, o el 
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>���������%�� En materia contractual, interven-
drá en representación de las dependencias a que se 
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80 de 1993, el servidor público de mayor jerarquía 
en estas.

>��������� =�� Cuando el contrato o acto haya 
sido suscrito directamente por el Presidente de 
la República en nombre de la Nación, la repre-
sentación de esta se ejercerá por el Director del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de 
la República.

Artículo 156. Derecho de postulación. Quienes 
comparezcan al proceso deberán hacerlo por con-
ducto de abogado inscrito, excepto en los casos en 
que la ley permite su intervención directa.

Los abogados vinculados a las entidades públi-
cas pueden representarlas en los procesos conten-
ciosos administrativos mediante poder otorgado 
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CAPITULO II
Requisitos de procedibilidad

Artículo 157. Requisitos previos para deman-
dar. La presentación de la demanda se someterá al 
cumplimiento de requisitos previos en los siguien-
tes casos:
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1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trá-
mite de la conciliación extrajudicial constituirá re-
quisito de procedibilidad de toda demanda en que 
�
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restablecimiento del derecho, reparación directa y 
controversias contractuales.

En los demás asuntos podrá adelantarse la con-
ciliación extrajudicial siempre y cuando no se en-
cuentre expresamente prohibida.

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto ad-
ministrativo particular deberá haberse ejercido su 
control gubernativo.

El silencio negativo, en relación con la primera 
petición también agota el control gubernativo.

Sin embargo, si las autoridades administrativas 
no hubieran dado oportunidad de interponer los re-
cursos procedentes, los interesados podrán deman-
dar directamente los correspondientes actos.

3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una 
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ministrativo, se requiere la constitución en renuen-
cia de la demandada en los términos del artículo 8° 
de la Ley 393 de 1997.

4. Cuando el Estado pretenda recuperar lo pa-
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previamente haya realizado dicho pago.
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más entidades públicas del nivel nacional, o entre 
una de estas entidades y otra del nivel territorial, se 
requiere el concepto previo de la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado.

6. Cuando se invoquen como causales de nuli-
dad del acto de elección aquellas contenidas en los 
numerales 3, 4 y 6 del artículo 273 de este Código, 
es requisito de procedibilidad haber sido sometido 
por cualquier persona antes de la declaratoria de 
la elección a examen de la autoridad competente.

CAPITULO III
Requisitos de la demanda

Artículo 158. Contenido de la demanda. Toda 
demanda deberá dirigirse a quien sea competente 
y contendrá:

1. La designación de las partes y de sus repre-
sentantes.

2. Lo que se demanda, precisando cada una de 
las pretensiones principales y subsidiarias.
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mento a las pretensiones.

"��K��� ���	��
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�-
siones, con una explicación sucinta de los mismos. 
Cuando se trate de la impugnación de un acto ad-
ministrativo deberán indicarse las normas violadas 
y explicarse el concepto de su violación.

5. La presentación y petición de las pruebas que 
el demandante pretende hacer valer.

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando 
sea necesaria para determinar la competencia.

7. El lugar y dirección donde las partes y el apo-
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�����������
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bién su dirección electrónica.

Artículo 159. Individualización de las preten-
siones. Cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo, este se debe individualizar con 
��	�� ��
�
�
���� '
� 
�� ����� ��
� ���
��� 	
� �
�������
ante la administración se entenderán demandados 
los actos que los resolvieron.

Cuando se pretendan declaraciones o condenas 
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deberán enunciarse clara y separadamente en la 
demanda.

Artículo 160. Oportunidad para presentar la 
demanda. La demanda deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando:
a) Se pretenda la nulidad de actos por ilegalidad 

o por inconstitucionalidad.
b) El objeto del litigio lo constituyan bienes es-

tatales imprescriptibles e inenajenables.
c) Se dirija contra actos que niegan o recono-

cen, total o parcialmente, prestaciones periódicas 
sin que haya lugar a recuperar las prestaciones pa-
��	���������
�����
��	
���
����
�

d) Se dirija contra actos producto del silencio 
administrativo.

e) Se solicite el cumplimiento de una norma 
������
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trativo, siempre que este último no haya perdido 
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conductas que constituyan delitos de lesa huma-
nidad.

2. En los siguientes términos, so pena de que 
opere la caducidad:

a) Cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo electoral, el término será de treinta 
(30) días. Si la elección se declara en audiencia 
pública el término se contará a partir del día si-
guiente; en los demás casos de elección y en los de 
nombramientos se cuenta a partir del día siguiente 
���	
��������
���
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����	��
�������������
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����
en el inciso primero del artículo 65 de este Código.

En las elecciones o nombramientos que requie-
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mación.

b) Cuando se pretenda la nulidad o la nulidad y 
restablecimiento del derecho de los actos previos 
a la celebración del contrato, el término será de 
cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente 
�� ��� �����
���
���� ���
����
���� 
�
���
�������-
blicación, según el caso.

c) Cuando se pretenda la nulidad y restableci-
miento del derecho, la demanda deberá presentar-
se dentro del término de cuatro (4) meses contados 
a partir del día siguiente al de la comunicación, 
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���
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ministrativo, según el caso, salvo las excepciones 
establecidas en otras disposiciones legales.

d) Cuando se pretenda la nulidad y la nulidad y 
restablecimiento del derecho de los actos adminis-
����
����	
��	��	
���
���	
����	��������
�
	�������
la autoridad agraria correspondiente, la demanda 
deberá presentarse en el término de dos (2) años, 
siguientes a su ejecutoria o desde su publicación 
en el ��������	
���, según el caso. Para los terce-
ros, el término para demandar se contará a partir 
del día siguiente de la inscripción del acto en la 
�
��
��
���+��
���	
��������
�����>@��
����

e) Cuando se pretenda la revisión de los actos 
de extinción del dominio agrario o la de los que 
	
�
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����	����������
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ción, deslinde y recuperación de los baldíos, la de-
manda deberá interponerse dentro del término de 
quince (15) días siguientes al de su ejecutoria. Para 
los terceros, el término de caducidad será de trein-
ta (30) días y se contará a partir del día siguiente 
al de la inscripción del acto en la correspondiente 
+��
���	
��������
�����>@��
����
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inmueble agrario, la demanda deberá presentarse 
por parte de la Autoridad competente dentro de los 
dos (2) meses, contados a partir del día siguiente al 
de la ejecutoria del acto administrativo que ordene 
adelantar dicha actuación.

g) Cuando se pretenda la reparación directa, la 
demanda deberá presentarse dentro del término de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente al 
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mento, o de cuando se evidenció el daño, según el 
caso.

h) En las relativas a contratos el término para 
demandar será de dos (2) años que se contará a 
partir del día siguiente a la ocurrencia de los mo-
�
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������
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�����	
����-
damento.

Cuando se pretenda la nulidad absoluta o relati-
va del contrato, el término para demandar será de 
dos (2) años que se empezarán a contar desde el 
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caso, podrá demandarse la nulidad absoluta del 
contrato mientras este se encuentre vigente.

En los siguientes contratos, el término de dos 
(2) años se contará así:

i) En los de ejecución instantánea desde al día 
siguiente a cuando se cumplió o debió cumplirse el 
objeto del contrato.

ii) En los que no requieran de liquidación, des-
de el día siguiente al de la terminación del contrato 
por cualquier causa.

iii) En los que requieran de liquidación y esta 
�
�� 
�
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���
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iv) En los que requieran de liquidación y esta 
�
�� 
�
����	�� ��
���
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� ���� ��� �	�
�
����-
ción, desde el día siguiente al de la ejecutoria del 
acto administrativo que la apruebe.

v) En los que requieran de liquidación y esta no 
se logre por mutuo acuerdo o no se practique por 
la administración unilateralmente, una vez cumpli-
do el término de dos (2) meses contado a partir 
del vencimiento del plazo convenido para hacerlo 
�
���
����
��
����
�����	
�
�����	
���!��
���	
�����
cuatro (4) meses siguientes a la terminación del 
contrato o la expedición del acto que lo ordene o 
del acuerdo que la disponga.

i) Cuando se pretenda la ejecución con títulos 
derivados del contrato, de decisiones judiciales 
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quier materia y de Laudos Arbitrales contractua-
les estatales, el término para solicitar su ejecución 
será de cinco (5) años contados a partir de la exigi-
bilidad de la obligación en ellos contenida.

j) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo 
pagado como consecuencia de una condena, con-
�
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más tardar desde el vencimiento del plazo con que 
cuenta la administración para el pago de condenas 
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Artículo 161. Acumulación de pretensiones. 
En la demanda se podrán acumular pretensiones 
de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del 
derecho, relativas a contratos y de reparación di-
recta, siempre que sean conexas y concurran los 
siguientes requisitos:

1. Que el juez sea competente para conocer de 
todas. No obstante, cuando se acumulen pretensio-
nes de nulidad con cualesquiera otras, será com-
petente para conocer de ellas el juez de la nulidad.

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, 
salvo que se propongan como principales y subsi-
diarias.

3. Que no haya operado la caducidad respecto 
de alguna de ellas.

4. Que todas deban tramitarse por el mismo 
procedimiento.

Artículo 162. Anexos de la demanda. A la de-
manda deberá acompañarse:

1. Copia del acto acusado, con las constancias 
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del caso; y los documentos y pruebas anticipadas 
que se pretenda hacer valer y que se encuentren en 
poder del demandante.

Cuando el acto no ha sido publicado o se denie-
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se expresará así en la demanda bajo juramento que 
se considerará prestado por la presentación de la 
�
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encuentre el original o el periódico, gaceta o bo-
letín en que se hubiere publicado de acuerdo con 
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�-
trado ponente antes de la admisión de la demanda. 
Igualmente, se podrá indicar que se encuentra en 
el sitio web de la respectiva entidad para todos los 
��
���
���
��



GACETA DEL CONGRESO  1.173  Martes 17 de noviembre de 2009 Página 31

2. Si se alega el silencio administrativo, las 
pruebas que lo demuestren.

3. El documento idóneo que acredite el carác-
ter con que el actor se presenta al proceso, cuando 
tenga la representación de otra persona, o cuando 
el derecho que reclama proviene de haberlo otro 
transmitido a cualquier título.

4. La prueba de la existencia y representación 
en el caso de las personas jurídicas de derecho pri-
vado, y cuando se trate de personas de derecho pú-
blico que intervengan en el proceso, la prueba de 
su existencia, salvo en relación con la Nación, los 
departamentos y los municipios y las demás enti-
dades creadas por la Constitución y la ley.

5. Copias de la demanda y de sus anexos para 
������
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�������������
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�
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�
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Artículo 163. Normas jurídicas de alcance no 
nacional. Si el demandante invoca como violadas 
normas que no tengan alcance nacional, deberá 
acompañarlas en copia del texto que las contenga, 
o solicitar con la demanda que se obtenga la copia 
correspondiente.

Con todo, no será necesario acompañar su co-
pia, en el caso de que las normas de carácter local 
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web de la respectiva entidad, circunstancia que de-
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del sitio de Internet correspondiente.

CAPITULO IV
Trámite de la demanda

Artículo 164. Falta de jurisdicción o de com-
petencia.� #�� ����� 	
� ������ 	
� ���
�	
��
��� �� 	
�
competencia, mediante decisión motivada el juez 
ordenará remitir el expediente al competente, a la 
������ ��
�
	�	� ���
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�� >���� ��	��� ���� 
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legales se tendrá en cuenta la presentación inicial 
hecha ante la corporación o juzgado que ordena la 
remisión.

Artículo 165. Rechazo de la demanda. Se re-
chazará la demanda y se ordenará la devolución de 
los anexos en los siguientes casos:

1. Cuando no se acredite el cumplimiento de los 
requisitos previos previstos en el artículo 157 de 
este Código.

2. Cuando hubiere operado la caducidad.
3. Cuando no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida.
4. Cuando el asunto no sea susceptible de con-

trol judicial.
Artículo 166. Inadmisión de la demanda. Se in-

admitirá la demanda que carezca de los requisitos 
señalados en la ley por auto susceptible de reposi-
�
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�
el demandante los corrija en el plazo de diez (10) 
días. Si no lo hiciere se rechazará la demanda.

Artículo 167. Admisión de la demanda. El juez 
admitirá la demanda que reúna los requisitos lega-
les, y le dará el trámite que le corresponda aunque 
el demandante haya indicado una vía procesal in-
adecuada, mediante auto en el que dispondrá:
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mandada y por estado al actor.
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Público.
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que, según la demanda o las actuaciones acusadas, 
tengan interés directo en el resultado del proceso.

4. Que el demandante deposite, en el tér-
�
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Reglamentos establezcan para pagar los gastos or-
dinarios del proceso, cuando hubiere lugar a ellos. 
El remanente, si existiere, se devolverá al interesa-
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5. Que cuando se demande la nulidad de un 
acto administrativo en que pueda estar interesada 
��� �����
	�	�� �
� 
�����
� �� 
���� 	
� ��� 
&
��
��
��
del proceso a través del sitio web de la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo. Lo anterior sin 
perjuicio de que el juez, cuando lo estime nece-
sario, disponga simultáneamente la divulgación a 
través de otros medios de comunicación, tenien-
do en cuenta el alcance o ámbito de aplicación del 
acto demandado.
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namiento o se habilita el sitio web de que trata el 
numeral 5 del presente artículo, el juez dispondrá 
de la publicación a través de un medio de comuni-
���
���
���/�

Artículo 168. Traslado de la demanda. De la 
demanda se correrá traslado al demandado, al 
Ministerio Público y a los terceros, por el término 
de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr 
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de este Código y dentro del cual deberán contestar 
la demanda, proponer excepciones, solicitar prue-
bas, y en su caso, presentar demanda de reconven-
ción.

Artículo 169. Reforma de la demanda. El de-
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guientes reglas:
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diez (10) días siguientes al vencimiento del térmi-
no de traslado de la demanda. De ella se correrá 
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mitad del término inicial. Sin embargo, si se llama 
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el término inicial.
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las partes, las pretensiones, los hechos en que estas 
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3. No podrá sustituirse la totalidad de las per-
sonas demandantes o demandadas ni todas las 
pretensiones de la demanda. Frente a nuevas pre-
tensiones, deberán cumplirse los requisitos de pro-
cedibilidad.
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cumento con la demanda y sustituye la presentada 
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drá por no presentada.
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Artículo 170. Retiro de la demanda. En los pro-
cesos susceptibles de conciliación, el demandante 
podrá retirar la demanda siempre que no se hubie-
�
����
���	�����
������	
� ����	
���	�	����
� ���
ministerio público y no se hubieren practicado me-
didas cautelares.

Artículo 171. Contestación de la demanda. 
Durante el término de traslado, el demandado ten-
	�������������	�	
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���	���
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�
escrito que contendrá:

1. El nombre del demandado, su domicilio y 
el de su representante o apoderado, en caso de no 
comparecer por sí mismo.

2. Un pronunciamiento sobre las pretensiones y 
los hechos de la demanda.

3. Las excepciones.
4. La relación de las pruebas que se acompañen 

y la petición de aquellas cuya práctica se solicite.
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6. El lugar donde el demandado, su represen-
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sonales y las comunicaciones procesales. Para este 
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blica, deberá incluir su dirección electrónica. Los 
particulares la incluirán en caso de que la tuvieren.
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debe allegar el expediente administrativo que con-
tenga los antecedentes de la actuación objeto del 
proceso y que se encuentren en poder de la parte 
demandada. La inobservancia de este deber cons-
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cargado del asunto.

Artículo 172. Allanamiento a la demanda y 
transacción. Cuando el demandado sea persona 
de derecho privado, o una entidad estatal regida 
por las normas del derecho privado, podrá alla-
narse a la demanda en los términos del Código de 
Procedimiento Civil.

La Nación requerirá autorización del Gobierno 
Nacional; las demás entidades públicas sólo po-
drán allanarse previa autorización expresa y escri-
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tivo, Gobernador o Alcalde que las represente o a 
cuyo despacho estén vinculadas o adscritas.

En el evento de allanamiento se dictará inme-
diatamente sentencia. Sin embargo, el juez podrá 
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tercero que intervenga en el proceso.
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terminar el proceso por transacción.

Artículo 173. Reconvención. En los procesos 
relativos a nulidad y restablecimiento del dere-
cho, reparación directa, repetición y controversias 
contractuales, dentro del término de traslado, el 
demandado podrá proponer la de reconvención 
contra uno o varios de los demandantes, siempre 
que sea de competencia del mismo juez, no esté 
sometida a trámite especial y la oportunidad para 
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embargo, se podrá reconvenir sin consideración a 
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Vencido el término del traslado de la demanda 
inicial a todos los demandados, se correrá traslado 
de la de reconvención al demandante por el mis-
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estado. En lo sucesivo ambas demandas se sustan-
ciarán conjuntamente y se decidirán en la misma 
sentencia.

Artículo 174. Desistimiento tácito. Cuando para 
continuar el trámite de la demanda, del incidente 
o de cualquier otra actuación que se promueva a 
instancia de parte, se requiera el cumplimiento de 
una carga procesal o un acto de la parte que haya 
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ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días 
siguientes.

Vencido dicho término sin que el demandante o 
quien promovió el trámite respectivo haya cumpli-
do la carga o realizado el acto ordenado, quedará 
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y el juez dispondrá la terminación del proceso o de 
la actuación correspondiente, condenará en costas 
y perjuicios siempre que como consecuencia de la 
aplicación de esta disposición haya lugar al levan-
tamiento de medidas cautelares.

El auto que ordena cumplir la carga o realizar 
el acto y el que tiene por desistida la demanda o la 
������
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Decretado el desistimiento tácito, la demanda 
podrá presentarse por segunda vez, siempre que no 
haya operado la caducidad.
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procesos de simple nulidad y en todos aquellos en 
que la titularidad del interés sea pública.

CAPITULO V
Etapas del Proceso y Competencias  

para su Instrucción
Artículo 175. Etapas. El proceso se desarrollará 

mediante las siguientes etapas:
1. La primera, desde la demanda hasta la au-

diencia inicial;
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rior hasta la culminación de la audiencia de prue-
bas; y,

3. La tercera, desde la terminación de la anterior 
hasta la audiencia de alegaciones y juzgamiento.

Cuando se trate de asuntos de puro derecho o 
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la segunda etapa y proceder a dictar la sentencia 
dentro de la audiencia inicial, dando previamente 
a las partes la posibilidad de presentar alegatos de 
�������
����'
�����
�
�
������������������������-
tes el juez prescindirá de esa etapa.

Artículo 176. Audiencia inicial. Vencido el tér-
mino de traslado de la demanda o de la de recon-
vención según el caso, el juez o magistrado ponen-
te, convocará a las partes para que concurran a una 
audiencia que se sujetará a las siguientes reglas:

1. Oportunidad. La audiencia se llevará a 
cabo, bajo la dirección del juez o magistrado po-
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nente, dentro del mes siguiente al vencimiento del 
término de traslado de la demanda o del de la re-
����
��
����#���������
��
Q��
��
����������������
��� ��	
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���	�� �� ��� �
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recursos.

2. Intervinientes. Los apoderados deberán 
concurrir obligatoriamente. También podrán asis-
tir las partes, los terceros y el Ministerio Público.

La inasistencia de quienes deban concurrir no 
impedirá la realización de la audiencia, salvo su 
aplazamiento por decisión del juez o magistrado 
ponente.

3. Aplazamiento. La inasistencia a esta audien-
cia sólo podrá excusarse mediante prueba siquiera 
sumaria de una justa causa.

Cuando se presente la excusa con anterioridad a 
�����	
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y hora para su celebración dentro de los diez (10) 
días siguientes, por auto que no tendrá recursos. 
En ningún caso podrá haber otro aplazamiento.
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que se presenten dentro de los tres (3) días siguien-
tes a la realización de la audiencia siempre que se 
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procesales, probatorias y pecuniarias adversas que 
se hubieren derivado de la inasistencia.
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cación mediante auto que se dictará dentro de los 
tres (3) días siguientes a su presentación y que será 
susceptible del recurso de reposición. Si la acepta, 
adoptará las medidas pertinentes.

4. Consecuencias de la inasistencia. Sin per-
juicio de la prohibición establecida en el artículo 
199 del Código de Procedimiento Civil, la inasis-
�
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se tengan por ciertos los hechos susceptibles de 
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en su respuesta, según corresponda.

Las consecuencias previstas en el inciso ante-
rior se aplicarán, en lo pertinente, para el caso de 
la demanda de reconvención y de intervención de 
terceros.

Al apoderado que no concurra a la audiencia sin 
justa causa, se le impondrá multa de dos (2) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.

5. Saneamiento.�#����
/�	
�
���	
�
	
���	
���-
cio o a petición de parte, sobre los vicios que se 
hayan presentado y adoptará las medidas de sanea-
miento necesarias para evitar sentencias inhibito-
rias.


�� �����	���� ��� ��	��	������ �����
��� Salvo 
que se requiera la práctica de pruebas, el juez o 
magistrado ponente resolverá sobre las excepcio-
nes previas, y sobre las de cosa juzgada, caduci-
dad, transacción y conciliación.

Si se requiere la práctica de pruebas, se suspen-
derá la audiencia, hasta por el término de diez (10) 
	����������������	
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���	�����������
���	��������-
diencia se decidirá sobre tales excepciones.

Si alguna de ellas prospera, el juez o magistra-
do ponente dará por terminado el proceso, cuando 
a ello haya lugar. Igualmente lo dará por terminado 
cuando en la misma audiencia advierta el incum-
plimiento de requisitos de procedibilidad.

El auto que decida sobre las excepciones será 
susceptible del recurso de apelación o del de súpli-
ca, según el caso.

7. Fijación del litigio. Una vez resueltos todos 
los puntos relativos a las excepciones, el juez inda-
gará a las partes sobre los hechos en los que están 
de acuerdo, y los demás extremos de la demanda o 
	
�����
�������	
��������
����
�����	
����	
��
���-
�
��
�����
����
�������

�
�����������������	��
�-
���
������
���
��������
	
������������
���	
��
�
�
��

8. Posibilidad de conciliación. En cualquier 
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9. Medidas cautelares. En esta audiencia, el 
juez o magistrado se pronunciará sobre la petición 
de medidas cautelares en el caso de que esta no 
hubiere sido decidida.

10. Decreto de pruebas. Sólo se decretarán 
las pruebas pedidas por las partes y los terceros, 
siempre y cuando sean necesarias para demostrar 
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en tanto no esté prohibida su demostración por 
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ponente considere indispensables para el esclare-
cimiento de la verdad.
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pruebas, la cual se llevará a cabo dentro de los 
cuarenta (40) días siguientes.

Artículo 177. Audiencia de pruebas.�#������
-
������������
Q���	��������
��
�
��������������	
�
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ción del juez o magistrado ponente, se practicarán 
todas las pruebas oportunamente solicitadas y de-
cretadas. La audiencia se realizará sin interrupción 
durante los días consecutivos que sean necesarios, 
sin que la duración de esta pueda exceder de quin-
ce (15) días.

En lo no previsto en este Código, las pruebas 
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Procedimiento Civil, en la misma audiencia, la 
que excepcionalmente se podrá suspender en los 
siguientes casos:

a. En el evento que sea necesario dar traslado de 
������
���������
���!��
������	����������
��

b. A criterio del juez y cuando atendiendo la 
complejidad lo considere necesario.

En esta misma audiencia el juez y al momen-
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diencia de alegaciones y juzgamiento, que deberá 
llevarse a cabo en un término no mayor a vein-
te (20) días, sin perjuicio de que por considerarla 
innecesaria ordene la presentación por escrito de 
los alegatos dentro de los diez (10) días siguientes, 
caso en el cual dictará sentencia en el término de 
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veinte (20) días siguientes al vencimiento de aquel 
concedido para presentar alegatos. En esas mismas 
oportunidades, podrá el Ministerio Público pre-
sentar el concepto si a bien lo tiene.

Artículo 178. Audiencia de alegaciones y juz-
gamiento. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inci-
��������	
��������������
�
����
������	

��
��	
�
���
realizarse ante el juez, sala, sección o subsección 
correspondiente y en ella se observarán las si-
guientes reglas:
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alegatos, primero al demandante, seguidamente 
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demandado hasta por veinte (20) minutos a cada 
uno. También se oirá al Ministerio Público cuando 
este a bien lo tenga. El juez podrá interrogar a los 
intervinientes sobre lo planteado en los alegatos.

2. Inmediatamente, el juez, de ser posible, in-
��������
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aun en el evento en que las partes se hayan retirado 
de la audiencia y la consignará por escrito dentro 
de los diez (10) días siguientes.
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30 días siguientes.

4. Los términos para impugnar la sentencia solo 
empezarán a computarse desde el día siguiente a la 
���
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actuación.

Artículo 179. Actas y registro de las audiencias 
y diligencias. Las audiencias y diligencias serán 
presididas por el juez o magistrado ponente. En 
el caso de jueces colegiados, podrán concurrir los 
magistrados que integran la sala, sección o subsec-
ción, si a bien lo tienen. Tratándose de la audiencia 
de juzgamiento, esta se celebrará de acuerdo con el 
quórum requerido para adoptar la decisión.
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las siguientes reglas:

1. De cada audiencia se levantará un acta, la 
cual contendrá:
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nes y las reanudaciones.

b) El nombre completo de los jueces.
c) Los datos de las partes, sus abogados y re-

presentantes.
d) Un resumen del desarrollo de la audiencia, 

con indicación, cuando participen en esta, del 
nombre de los peritos, testigos, testigos-peritos e 
intérpretes y demás auxiliares de la justicia, así 
���������
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�
los otros elementos probatorios reproducidos, con 
mención de las conclusiones de las partes.

e) Las solicitudes y decisiones producidas en el 
curso de la audiencia y las objeciones de las partes 
y los recursos propuestos.

�k�K����������
������
�
�������
�

����	
� ����
������
	�	
��
�
��
��
��	
���	�����������
�������-
tido en la audiencia.

g) Las constancias que el juez o el magistra-
do ponente, o la Sala, Sección o Subsección orde-
nen registrar y las que soliciten las partes sobre lo 
acontecido en la audiencia.

h) Cuando así corresponda, la constancia de la 
lectura de la sentencia.
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tes y del juez o magistrado ponente y de los inte-
grantes de la Sala, Sección o Subsección, según el 
evento. En caso de renuencia de los primeros, se 
dejará constancia de ello.

2. En los casos en que el juez lo estime nece-
sario, podrá ordenar la transcripción literal total o 
parcial de la audiencia o diligencia, para que cons-
te como anexo.

3. Se deberá realizar una grabación del deba-
te, mediante cualquier mecanismo técnico; dicha 
grabación deberá conservarse en los términos que 
ordenan las normas sobre retención documental.

Artículo 180. Reglas especiales. En el trámite 
de las demandas de nulidad por inconstitucionali-
dad cuyo conocimiento no corresponda a la Corte 
Constitucional, se observarán las siguientes reglas:

1. La sustanciación y ponencia corresponderá 
a uno de los Consejeros de la Sección respectiva 
�
�@��������
�
����
�������������'����>�
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sólo procederá el recurso de reposición, excepto 
el que decrete la suspensión provisional y el que 
rechace la demanda, los cuales serán susceptibles 
del recurso de súplica ante la Sala Plena.
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un término de diez (10) días para la práctica de 
pruebas.
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cha de entrada a despacho para sentencia. La Sala 
>�
���	
�
����	������
��������	
�����	
������

��
�
(20) días siguientes, salvo que existan otros asun-
tos que gocen de prelación constitucional.

5. El control que se ejerce sobre el acto no se cir-
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previo traslado por el término de diez (10) días a la 
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Artículo 181. ����������	
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electrónicos. Todas las actuaciones judiciales que 
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a través de medios electrónicos, siempre y cuando 
en su envío y recepción se garantice su autentici-
dad, integridad, conservación y posterior consulta, 
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deberá contar con mecanismos que permitan acu-
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este medio.

CAPITULO VI
Sentencia

Artículo 182. Contenido de la sentencia. La 
sentencia tiene que ser motivada. En ella se hará 
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un análisis de la demanda y de su contestación y 
un análisis crítico de las pruebas y de los razona-
mientos legales, de equidad y doctrinarios estric-
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�
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siones, exponiéndolos con brevedad y precisión, y 
citando los textos legales que se apliquen.

Para restablecer el derecho particular, los orga-
nismos de lo Contencioso Administrativo podrán 
estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las 
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��������
�������
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Las condenas al pago o devolución de una can-
tidad líquida de dinero se ajustarán tomando como 
base el Indice de Precios al Consumidor.

Artículo 183. Condena en costas. Salvo en los 
procesos en que se ventile un interés público, la 
sentencia dispondrá sobre la condena en costas 
cuya liquidación y ejecución se regirán por las 
normas del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 184. Efectos de la sentencia. La sen-
tencia que declare la nulidad de un acto adminis-
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pedida producirá cosa juzgada “erga omnes”, pero 
sólo en relación con la “causa petendi” juzgada.

Cuando por sentencia ejecutoriada se declare la 
nulidad de una ordenanza o de un acuerdo distrital 
�����
�
�����
����	����
������
����
	������
��
�
�-
tos en lo pertinente sus decretos reglamentarios.
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ridos en virtud del numeral 2 del artículo 237 de la 
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ro y de cosa juzgada constitucional. Sin embargo, 
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La sentencia dictada en procesos relativos a 
contratos, reparación directa y cumplimiento, pro-
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ga el mismo objeto y la misma causa y siempre 
que entre ambos procesos haya identidad jurídica 
de partes.
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cimiento del derecho aprovechará a quien hubiere 
intervenido en el proceso y obtenido esta declara-
�
��������������

Las sentencias ejecutoriadas serán obligatorias 
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acuerdo con la ley.

Artículo 185. Deducción por valorización. En 
la sentencia que ordene reparar el daño por ocupa-
ción de inmueble ajeno, se deducirá del total de la 
indemnización la suma que las partes hayan calcu-
lado como valorización por el trabajo realizado, a 
menos que ya hubiera sido pagada la mencionada 
contribución.

En esta clase de procesos cuando se condenare 
a la entidad pública, o a una privada que cumpla 
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ocupada del inmueble, la sentencia protocolizada 
y registrada obrará como título traslaticio de do-
minio.

Artículo 186. Transmisión de la propiedad. Si 
se tratare de ocupación permanente de una propie-
dad inmueble, y se condenare a una entidad públi-
������������
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públicas al pago de lo que valga la parte ocupa-
da, la sentencia protocolizada y registrada obrará 
como título traslaticio de dominio.

Artículo 187. Ejecución de condenas contra 
entidades públicas. Cuando la sentencia imponga 
una condena que no implique el pago o devolución 
de una cantidad líquida de dinero, la autoridad a 
quien corresponda su ejecución dictará, dentro del 
término de treinta (30) días contados desde su co-
municación, la resolución correspondiente, en la 
cual se adoptarán las medidas necesarias para su 
cumplimiento.

Las condenas impuestas a entidades públicas 
consistentes en la liquidación o pago de una suma 
de dinero serán ejecutadas ante esta misma juris-
dicción según las reglas de competencia conteni-
das en este Código, si dentro de los dieciocho (18) 
meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la 
entidad obligada no le ha dado cumplimiento.

Las autoridades constitucional o legalmente en-
cargadas deberán abstenerse de aprobar o ejecu-
tar presupuestos en los que no se hayan incluido 
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al pago de todas las condenas de que hayan sido 
objeto.

Las cantidades líquidas reconocidas en conde-
nas devengarán intereses moratorios.

Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de 
la providencia que imponga o liquide una conde-
na o de la que apruebe una conciliación, sin que 
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causación de intereses de todo tipo desde enton-
ces hasta cuando se presentare la solicitud en legal 
������

En asuntos de carácter laboral, cuando se con-
dene a un reintegro y dentro del término de tres (3) 
meses siguientes a la ejecutoria de la providencia 
que así lo disponga, este no pudiere llevarse a cabo 
por causas imputables al interesado, en adelante 
cesará la causación de emolumentos de todo tipo.

Artículo 188. Condenas en abstracto. Las con-
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juicios y otros semejantes, impuestas en auto o 
sentencia, cuando su cuantía no hubiere sido esta-
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señalando las bases con arreglo a las cuales se hará 
la liquidación incidental, en los términos previs-
tos en el inciso tercero artículo 204 del Código 
Contencioso Administrativo y 137 del Código de 
Procedimiento Civil.

Cuando la condena se haga en abstracto se li-
quidará por incidente que deberá promover el in-
teresado, mediante escrito que contenga la liquida-
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de los sesenta (60) días siguientes a la ejecutoria 
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Vencido dicho término, caducará el derecho y el 
Juez rechazará de plano la liquidación extemporá-
nea. Dicho auto es susceptible del recurso de ape-
lación.

Artículo 189. Procedimiento para la nulidad 
de cartas de naturaleza. Cualquiera persona podrá 
pedir que se declare la nulidad de cartas de natu-
raleza por las causales prescritas por el artículo 22 
de la Ley 22 Bis de 1936. Cuando se desconozca 
el sitio de la residencia del titular de la carta de 
naturaleza cuya nulidad se solicite, se dará cumpli-
miento a lo dispuesto en el artículo 195, numeral 3 
de este Código.

Si reside en el exterior, el auto admisorio de la 
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Artículo 190. Comunicación de la sentencia. 
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la sentencia se ordenará que se tome copias perti-
nentes y se remitan a las autoridades competentes 
�������
� 
��
��
��
�� �������
��
�� 
������
��
��	
�
carácter penal.

CAPITULO VII
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Artículo 191. �����������
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con lo dispuesto en el Código de Procedimiento 
Civil.

Artículo 192. Dirección electrónica para efec-
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&��������	� Las entidades pú-
blicas de todos los niveles, las privadas que cum-
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��
�� �@��
���� �� 
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���
que actúe ante esta jurisdicción, deben tener un 
buzón de correo electrónico exclusivamente para 
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Artículo 193. �
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siguientes providencias:

1. Al demandado, el auto que admita la deman-
da y, en general, la primera providencia que se dic-
te en todo proceso.

2. A los terceros, la primera providencia que se 
dicte respecto de ellos.

3. Al agente del Ministerio Público, el auto ad-
misorio de la demanda o del recurso en segunda 
instancia, o del recurso extraordinario.

4. Las demás para las cuales este Código orde-
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Artículo 194.
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admisorio y del mandamiento de pago a entidades 
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das que ejerzan funciones públicas y a particula-
res que deban estar inscritos en el registro mer-
cantil. El auto admisorio de la demanda y el man-

damiento de pago contra las entidades públicas, 
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sus representantes legales o a quienes estos hayan 
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rectamente a las personas naturales, según el caso, 
y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido 
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admisorio de la demanda a los particulares inscri-
tos en el registro mercantil en la dirección electró-
�
�������
�����	
���
����������
�
�
�����
����
��
��
judiciales.
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que se realiza y contener copia de la providencia 
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Se presumirá que el destinatario ha recibido la 
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de recibo o se pueda, por otro medio, constatar el 
acceso del destinatario al mensaje. El secretario 
hará constar este hecho en el expediente.

En este evento, las copias de la demanda y de 
sus anexos quedarán en la Secretaría a disposición 
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Artículo 195.
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ción personal del auto admisorio de la demanda 
a otras personas de derecho privado. Para la prác-
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a personas de derecho privado que no tengan di-
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por no estar inscritas en el registro mercantil, se 
procederá así:
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rección suministrada por el demandante, median-
te entrega de copia de la providencia que haga el 
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En este evento, las copias de la demanda y de 
sus anexos quedarán en la Secretaría a disposición 
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sonal de la providencia en la dirección que hubiere 
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do personalmente, porque al momento de realizar-
la la persona no se encontrare en la dirección, es-
tuviere ausente o no pudiere, por cualquier motivo, 
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situación por el Secretario en el expediente y sin 
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que conoce del proceso, la naturaleza de este, el 
nombre de las partes y la advertencia de que la 
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� ����
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día siguiente al de la entrega del aviso. Las co-
pias de la demanda y de sus anexos quedarán en 
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sólo comenzarán a correr tres (3) días después a la 
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nal porque la persona no reside o no trabaja en el 
lugar, o porque la dirección suministrada no exis-
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de orden especial, un emplazamiento por edicto 
para que el demandado, en el término de cinco (5) 
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la demanda. El edicto determinará el asunto de que 
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indicado y se publicará dos (2) veces en días dis-
tintos dentro del mismo lapso en un periódico de 
amplia circulación nacional o local, según el caso. 
El edicto y las publicaciones se agregarán al expe-
diente.

Si la persona emplazada no comparece al pro-
ceso, se le designará curador ad lítem y a él se le 
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>���������%�� Si se probare que el demandan-
te, su representante o apoderado conocían el lugar 
donde hubiera podido encontrarse al demandado, 
se impondrá al responsable multa de dos (2) sa-
larios mínimos mensuales vigentes, y por trámite 
incidental condena individual o solidaria, según el 
caso, a indemnizar los perjuicios que con su con-
ducta haya ocasionado al demandado o a terceros, 
sin menoscabo de la nulidad contemplada en los 
numerales 8° y 9° del artículo 140 del Código de 
Procedimiento Civil. Se enviará copia al juez com-
petente en lo penal, para que adelante la corres-
pondiente investigación.
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sonal de la primera providencia a los particulares 
que deban comparecer al proceso como terceros se 
aplicarán las reglas previstas en los artículos 194 
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con la modalidad de intervención.
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tados electrónicos para consulta en línea bajo la 
responsabilidad del secretario. La inserción en el 
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auto, y en ella ha de constar:

1. La determinación del proceso.
2. Los nombres del demandante y el demandado.
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halla.
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ticos de la Rama Judicial y permanecerá allí en 
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trabajo del respectivo día.
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de datos a quienes hayan suministrado su direc-
ción electrónica.
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camente, se conservará un archivo disponible para 
la consulta permanente en línea por cualquier in-
teresado, por el término mínimo de diez (10) años.
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de equipos electrónicos al acceso del público para 
la consulta de los estados.

Artículo 197. �����������
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gencias o en estrados. Toda decisión que se adopte 
en audiencia pública o en el transcurso de una di-
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Artículo 198. �����������
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trados, o personalmente dentro de los tres (3) 
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dio electrónico se hará para quien expresamente 
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el reglamento sobre el particular. En este último 
evento, al expediente se anexará la constancia de 
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obligado, haciéndole entrega de copia íntegra de la 
misma, para su ejecución y cumplimiento.

A las entidades públicas y al agente del 
Ministerio Público, a los particulares que cumplan 
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presumirá que el destinatario ha recibido la noti-
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recibo o se pueda por otro medio constatar el ac-
ceso del destinatario al mensaje. El secretario hará 
constar este hecho en el expediente.

Artículo 199. ����	
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contengan órdenes dirigidas exclusivamente al 
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“Cúmplase”.
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nicos. Además de los casos contemplados en los 
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dencias a través de medios electrónicos, a quien 
haya aceptado expresamente este medio de noti-
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remitirá por el secretario a la dirección electróni-
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ca registrada y, para su envío, se deberán utilizar 
los mecanismos que garanticen la autenticidad e 
integridad del mensaje. Se presumirá que el des-
�
�����
������
�
�
	��������
����
�������	��
��
�
-
ciador recepcione acuse de recibo o se pueda por 
otro medio constatar el acceso del destinatario al 
mensaje. El secretario hará constar este hecho en 
el expediente.
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mente, se conservarán los registros para consulta 
permanente en línea por cualquier interesado.

Artículo 201. Deber de colaboración. Los em-
pleados de cada Despacho Judicial deberán asistir 
y auxiliar a los usuarios en la debida utilización de 
las herramientas tecnológicas que se dispongan en 
��	�����
��������������������	
�
�������
�������
�
las actuaciones judiciales.

CAPITULO VIII
Nulidades e Incidentes

Artículo 202. Control de legalidad. Agotada 
cada etapa del proceso, el Juez ejercerá el control 
de legalidad para sanear los vicios que acarrean 
nulidades, los cuales, salvo que se trate de he-
chos nuevos, no se podrán alegar en las etapas 
siguientes.

Artículo 203. Nulidades. Serán causales de 
nulidad en todos los procesos, las señaladas en 
el Código de Procedimiento Civil y se tramitarán 
como incidente.

Artículo 204. Incidentes. Sólo se tramitarán 
como incidente los siguientes asuntos:

1. Las nulidades del proceso.
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nes y las demás situaciones previstas en el Código 
Procedimiento Civil para ese proceso.

3. Las objeciones al dictamen pericial y la opo-
sición a exhibir documentos.

4. La regulación de honorarios de abogado, del 
apoderado o sustituto al que se le revocó el poder 
o la sustitución.

5. Las sanciones a las partes, apoderados, testi-
gos o auxiliares de la justicia.

6. La liquidación de los perjuicios, costas y 
multa al interviniente ad excludendum, cuando en 
la sentencia se rechace la totalidad de sus preten-
siones.

7. La liquidación de condenas en abstracto.
8. La adición de la sentencia en concreto cuando 
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en la sentencia, en los términos del artículo 308 del 
Código de Procedimiento Civil.
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-
joras, en caso de reconocimiento del derecho de 
retención.

10. La solicitud de un tercero para que se de-
clare la posesión material del bien al momento de 
practicar la diligencia de secuestro o embargo, y la 
de relevo del secuestre cuando ha procedido con 
negligencia o abuso en el desempeño del cargo.
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cumplimiento de la obligación de entregar los bie-
nes cuando se hubiere levantado la medida caute-
lar correspondiente.

12. La oposición a la restitución del bien por el 
tercero poseedor.

13. Los consagrados en el capítulo de medidas 
cautelares en este Código.

14. Los incidentes previstos en normas espe-
ciales que establezcan procesos que conozca la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Artículo 205.
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��

los incidentes y de otras cuestiones accesorias. El 
incidente deberá proponerse verbalmente o por es-
crito durante las audiencias o antes de ellas o una 
vez dictada la sentencia, según el caso, con base 
en todos los motivos existentes al tiempo de su ini-
ciación, y no se admitirá luego incidente similar, a 
menos que se trate de hechos ocurridos con poste-
rioridad.

La solicitud y trámite se someterá a las siguien-
tes reglas:

1. Quien promueva un incidente deberá expre-
���������
��
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�����
����
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����	��������
pruebas que pretenda hacer valer.

2. Del incidente promovido por una parte en 
audiencia se correrá traslado durante la misma a 
la otra para que se pronuncie y en seguida se de-
cretarán y practicarán las pruebas en caso de ser 
necesarias.
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audiencia, del escrito se correrá traslado por tres 
(3) días, vencidos los cuales se decretarán y prac-
ticarán las pruebas.

4. Los incidentes no suspenden el curso del pro-
ceso y serán resueltos en la audiencia siguiente a 
�����������
������������
������
�����
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��
sea posible su decisión en la misma.

5. Cuando los incidentes sean de aquellos que 
�
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����
de la providencia con la cual se termine el proceso, 
el juez lo resolverá previa la práctica de las prue-
bas que estime necesarias.

Cuando la cuestión accesoria planteada no deba 
tramitarse como incidente, el juez la decidirá de 
plano, a menos que el Código de Procedimiento 
Civil establezca un procedimiento especial o que 
hubiere hechos que probar, caso en el cual a la pe-
tición se acompañará prueba siquiera sumaria de 
ellos, sin perjuicio de que el juez pueda ordenar la 
práctica de pruebas.

CAPITULO IX
Pruebas

Artículo 206. +�%����
�
�"���
��� En los pro-
cesos que se adelanten ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, en lo que no esté ex-
presamente regulado en este código, se aplicarán 
en materia probatoria las normas del Código de 
Procedimiento Civil.
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Artículo 207. Oportunidades probatorias. Para 
que sean apreciadas por el juez las pruebas debe-
rán solicitarse, practicarse e incorporarse al proce-
so dentro de los términos y oportunidades señala-
dos en la ley.

En primera instancia, son oportunidades para 
aportar o solicitar la práctica de pruebas: la de-
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����
y su respuesta; la demanda de reconvención y su 
contestación; las excepciones y la oposición a las 
mismas; y los incidentes y su respuesta, en este úl-
timo evento circunscritas a la cuestión planteada.

En segunda instancia, cuando se trate de apela-
ción de sentencia, en el término de ejecutoria del 
auto que admite el recurso, las partes podrán pedir 
pruebas, que se decretarán únicamente en los si-
guientes casos:

1. Cuando las partes las pidan de común acuer-
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simple coadyuvante o impugnante, se requerirá su 
anuencia.

2. Cuando decretadas en la primera instancia, 
se dejaron de practicar sin culpa de la parte que 
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namiento.

3. Cuando versen sobre hechos acaecidos des-
pués de transcurrida la oportunidad para pedir 
pruebas en primera instancia, pero solamente para 
demostrar o desvirtuar estos hechos.

4. Cuando se trate de pruebas que no pudieron 
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5. Cuando con ellas se trate de desvirtuar las 
pruebas de que tratan los numerales 3 y 4, las cua-
les deberán solicitarse dentro del término de ejecu-
toria del auto que las decreta.
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decretará un término para practicarlas que no po-
drá exceder de diez (10) días hábiles.

Artículo 208. �
��"�	
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En cualquie-
ra de las instancias, el juez o magistrado ponente 
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���������
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�
necesarias para el esclarecimiento de la verdad. Se 
deberán decretar y practicar conjuntamente con las 
pedidas por las partes.

Además, oídas las alegaciones el juez o la 
sala, sección o subsección antes de dictar senten-
cia también podrá disponer que se practiquen las 
pruebas necesarias para esclarecer puntos oscuros 
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señalar un término de hasta diez (10) días.

En todo caso, dentro del término de ejecutoria 
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podrán aportar o solicitar, por una sola vez, nuevas 
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pruebas, según el caso, serán practicadas dentro de 
los diez (10) días siguientes al auto que las decrete.

Artículo 209. Exclusión de la prueba por viola-
ción al debido proceso. Toda prueba obtenida con 
violación del debido proceso será nula de pleno 
derecho, por lo que deberá excluirse de la actua-
ción procesal.

Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean 
consecuencia necesaria de las pruebas excluidas, 
o las que sólo puedan explicarse en razón de la 
existencia de aquellas.

La prueba practicada dentro de una actuación 
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cacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de 
contradecirla.

Artículo 210. Valor probatorio de las copias. 
Se presumirá, salvo prueba en contrario, que las 
copias tendrán el mismo valor del original cuando 
����������
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to se seguirá el trámite dispuesto en el Código de 
Procedimiento Civil.

La regla prevista en el inciso anterior no se apli-
cará cuando se trate de títulos ejecutivos, caso en 
el cual los documentos que los contengan deberán 
cumplir los requisitos exigidos en la ley.

Artículo 211. Utilización de medios electróni-
cos para efectos probatorios. Será admisible la 
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��
las normas que regulan la materia y en concordan-
cia con las disposiciones de este código y las del 
Código Procedimiento Civil.

Artículo 212. Declaración de representantes de 
las entidades públicas.�������	����������
�
���	
�
los representantes de las entidades públicas cual-
quiera que sea el orden al que pertenezcan o el ré-
gimen jurídico al que estén sometidas.

La declaración de dichos representantes tendrá 
el valor de testimonio y podrá ser delegada en un 
servidor público de la entidad del nivel directivo, 
ejecutivo o asesor.

Frente al incumplimiento de este deber, se 
aplicarán las normas previstas en el Código de 
Procedimiento Civil para el testimonio.

Artículo 213. Prueba Pericial. La prueba peri-
cial se solicitará, decretará y practicará, de acuerdo 
con lo establecido en el Código de Procedimiento 
Civil.

El juez excepcionalmente podrá prescindir de 
la lista de auxiliares de la justicia y designar exper-
tos idóneos para la realización del dictamen peri-
cial, cuando la complejidad de los asuntos materia 
del dictamen así lo amerite o ante la ausencia en 
�����
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�
aceptación de este.

Igualmente los dictámenes pueden ser presen-
tados directamente por las partes, bajo las reglas 
establecidas en este Código.

Artículo 214. Aporte o presentación de dictá-
menes por las partes. Cualquiera de las partes, en 
las oportunidades procesales para solicitar prue-
bas, podrá presentar dictámenes emitidos por ins-
�
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se encuentran incursos en las causales de impedi-
mento previstas por la ley para actuar como peritos 
en el respectivo proceso, que aceptan el régimen 
jurídico de responsabilidad como auxiliares de la 
justicia, que tienen los conocimientos necesarios 
para rendir el dictamen, indicando las razones téc-
nicas, de idoneidad y experiencia que sustenten di-
����������
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�-
te en el desempeño de su labor, con objetividad e 
imparcialidad, tomando en consideración tanto lo 
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�
de causar perjuicio a cualquiera de las partes.

Con todo, la presentación que una parte haga de 
un dictamen no inhibe el derecho de la otra a so-
licitar la práctica de prueba pericial en el proceso.

De existir contradicción entre los dictámenes 
presentados por las partes, el juez procederá a de-
cretar el peritaje correspondiente.
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tamen para ser presentado en un proceso judicial 
estarán sujetas al régimen de responsabilidad con-
sagrado para los peritos como auxiliares de la jus-
ticia y, en especial, a las sanciones penales por los 
hechos punibles cometidos en el ejercicio de su 
actividad.

Artículo 215. De la contradicción del dictamen 
aportado por las partes. Para la contradicción del 
dictamen, se procederá así:

1. Si se presenta con la demanda, la demanda 
de reconvención, el escrito por el cual se proponen 
excepciones o aquel por el cual se propone un inci-
dente, el derecho de contradicción se ejercerá den-
tro del término para contestar la demanda, pronun-
ciarse sobre el escrito de excepciones o sobre el 
escrito por el cual se propone el incidente. En los 
demás casos, se deberá ordenar correr traslado del 
dictamen en la oportunidad para decretar pruebas.

2. Las partes podrán en el término de contra-
dicción del dictamen pedir que se complemente 
o aclare, u objetarlo. La objeción procederá por 
error grave o por existir causal de recusación o por 
������ 	
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Procedimiento Civil y se decidirá en la sentencia.

3. Cualquiera de las partes podrá pedir en el tér-
mino para contradicción del dictamen, que este se 
extienda a otros puntos directamente relacionados 
con su objeto. La contradicción de estos nuevos 
puntos se regirá por las reglas de contradicción es-
tablecidas para el dictamen pericial rendido en el 
proceso.

Artículo 216. Honorarios del perito. Los hono-
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lado de las aclaraciones o complementaciones al 
dictamen, cuando estas han sido solicitadas; o, una 
vez vencido el término para solicitar las aclaracio-
nes y complementaciones, cuando no se soliciten. 
Tratándose de los dictámenes presentados directa-
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a los peritos en el caso de las complementaciones a 
que haya habido lugar dentro del proceso.

Los honorarios de los peritos se señalarán de 
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de ellos deba pagar cada parte. En el caso de que se 
requieran expertos de conocimientos muy especia-
lizados, la autoridad judicial podrá señalarles los 
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en cuenta su prestancia y las demás circunstancias 
del caso.

Antes del vencimiento del traslado del escrito 
de objeciones, el objetante deberá presentar al des-
pacho correspondiente, el comprobante del pago 
de los honorarios a su cargo hecho directamente 
al perito o los títulos de los depósitos judiciales, 
los cuales se le entregarán al perito sin necesidad 
de auto que lo ordene. En caso de inobservancia 
en el pago de los honorarios de los peritos dentro 
del término anterior, se entenderá desistida la ob-
jeción.

El perito restituirá los honorarios en el porcen-
taje que determine la providencia que declare la 
prosperidad de la objeción, dentro de los diez (10) 
días siguientes a la comunicación que se haga de la 
decisión, por medio de servicio postal autorizado. 
Si el perito no restituye los honorarios en el térmi-
no señalado, la parte que los pagó podrá cobrarlos 
ejecutivamente. En este caso, el perito deberá ser 
excluido de la lista de auxiliares de la justicia, para 
lo cual se comunicará a quien corresponda, sin 
perjuicio de la acción disciplinaria a que hubiere 
lugar.

Artículo 217. ����������
��
 ��
����	
��
�
 ��

contradicción del dictamen.�[
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de parte, el juez podrá, previa ponderación de la 
complejidad del dictamen, ampliar el término del 
traslado del mismo o de las aclaraciones o com-
plementaciones, sin que en ningún caso el término 
para la contradicción sea superior a diez (10) días 
hábiles.

CAPITULO X
Intervención de Terceros

Artículo 218. Coadyuvancia en los procesos de 
simple nulidad. En los procesos que se tramiten 
con ocasión de pretensiones de simple nulidad, 
desde la admisión de la demanda hasta dentro de 
la audiencia inicial, cualquier persona podrá pedir 
que se la tenga como coadyuvante del demandante 
o del demandado.

El coadyuvante podrá independientemente 
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parte a la que ayuda, en cuanto no esté en oposi-
ción con los de esta.

Antes del vencimiento del término para aclarar, 
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presentar pretensiones autónomas, que de haber-
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dado lugar a la acumulación de procesos, caso en 
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el cual se surtirán los mismos traslados ordenados 
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Artículo 219.
 0���
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sorcial y ad excludendum en los procesos que se 
tramitan con ocasión de pretensiones de nulidad y 
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reparación directa. Desde la admisión de la de-
manda y hasta dentro de la audiencia inicial, en los 
procesos con ocasión de pretensiones de nulidad 
y restablecimiento del derecho, contractuales y de 
reparación directa, cualquier persona que demues-
tre interés directo podrá pedir que se la tenga como 
coadyuvante o impugnadora, litisconsorte o como 
interviniente ad excludendum.
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-
sales permitidos a la parte que ayuda, en cuanto no 
estén en oposición con los de esta y no impliquen 
disposición del derecho en litigio.

Para las intervenciones litis consorcial y ad ex-
cludendum, es requisito que no hubiere operado la 
caducidad. Igualmente, tratándose de la interven-
�
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de las pretensiones en demanda independiente, hu-
biera dado lugar a la acumulación de procesos.

Artículo 220. Llamamiento en garantía. En los 
procesos de nulidad y restablecimiento del dere-
cho, contractuales y de reparación directa, quien 
tenga derecho legal o contractual de exigir a un 
tercero el saneamiento o la indemnización del per-
��
�
����
� ��
���
�������
�����
�� �

������� ��������
parcial del pago que tuviere que hacer como re-
sultado de la sentencia, podrá pedir la citación de 
aquel, para que en el mismo proceso se resuelva 
sobre tal relación.

Al escrito acompañará prueba siquiera sumaria 
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sarias.

El llamado, dentro del término de que disponga 
para responder el llamamiento que será de quince 
(15) días, podrá, a su vez, pedir la citación de un 
�
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��
demandado.

El escrito de llamamiento deberá contener los 
requisitos previstos por el artículo 55 del Código 
de Procedimiento Civil y el mismo se tramitará de 
acuerdo con dicho estatuto.
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-
ción deberá cumplir además, con los mismos re-
quisitos establecidos para la demanda en la que se 
pretenda la repetición.

#�� �
�
��
�
�� >@��
��� 
���� �������	�� ����� ���-
������
��������

����
�����������������
��	
��
-
�
�
�
����	
��������
	�	����� ���	
���
�������� ���
ley.

Artículo 221. Impugnación de las decisiones 
sobre intervención de terceros. El auto que acepta 
la solicitud de intervención en primera instancia 
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ga en el suspensivo y el que la resuelva en única 
instancia será susceptible del recurso de súplica o 

del de reposición, según el juez sea individual o 
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la apelación.

Artículo 222. Trámite y alcances de la interven-
ción de terceros. En lo no regulado en este Código 
sobre la intervención de terceros, se aplicarán las 
normas del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 223. Intervención de terceros en pro-
cesos electorales e improcedencia en los procesos 
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En los procesos electo-
rales, cualquier persona con interés directo puede 
pedir que se la tenga como coadyuvante o impug-
nadora hasta dentro de la audiencia inicial.

En estos procesos, ni el demandante ni los in-
tervinientes adhesivos podrán desistir.

En los procesos de pérdida de investidura de 
miembros de corporaciones de elección popular, 
no se admitirá intervención de terceros.

CAPITULO XI
Medidas Cautelares

Artículo 224. Procedencia de medidas caute-
lares. ���
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��
de la demanda o en cualquier estado del proce-
so, a petición de parte debidamente sustentada, 
podrá el juez o magistrado ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que 
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de la tutela judicial. Sólo podrán ser decretadas 
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mentales o colectivos.

La decisión sobre la medida cautelar no implica 
prejuzgamiento.

Artículo 225. Contenido y alcance de las me-
didas cautelares. Las medidas cautelares podrán 
ser preventivas, conservativas, anticipativas o de 
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ponente podrá decretar, según el caso, entre otras, 
una o varias de las siguientes medidas:

1. Ordenar que se mantenga la situación, o que 
se restablezca al estado en que se encontraba antes 
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2. Suspender un procedimiento o actuación ad-
ministrativa, inclusive de carácter contractual.
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un acto administrativo.

4. Ordenar la adopción de una decisión admi-
nistrativa, o la realización o demolición de una 
obra. Si la medida cautelar impone el ejercicio de 
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discrecional, el juez no podrá sustituir a la autori-
dad competente en la adopción de la decisión co-
rrespondiente, sino que deberá limitarse a ordenar 
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medida y siempre con arreglo a los límites y cri-
terios establecidos para ello en el ordenamiento 
vigente.

5. Impartir órdenes o imponerle, a cualquiera de 
las partes del proceso, obligaciones de dar, hacer o 
no hacer.
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6. En todo caso, las medidas cautelares deben 
tener un vínculo necesario y directo con el objeto 
del proceso.

Artículo 226. Requisitos para decretar las me-
didas cautelares. Cuando simplemente se pretenda 
la nulidad de un acto administrativo, la suspensión 
����
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���
de las disposiciones invocadas en la demanda.

Si el demandante pretende el restablecimiento 
de derechos subjetivos, las medidas cautelares se-
rán procedentes cuando concurran los siguientes 
requisitos:
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da en derecho.
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-
re sumariamente, la titularidad del derecho o de los 
derechos invocados.

3. Que el demandante haya presentado los do-
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ciones que permitan concluir, mediante un juicio 
de ponderación de intereses, que resultaría más 
gravoso para el interés público negar la medida 
cautelar que concederla.

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las 
siguientes condiciones:

a. Que, al no otorgarse la medida, se cause un 
perjuicio irremediable, o

b. Que existan serios motivos para considerar 
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inoportunidad en el tiempo.

Artículo 227. Caución. El solicitante deberá 
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cios que se puedan ocasionar con la medida caute-
lar. Con todo el juez podrá exonerar de la caución 
teniendo en cuenta la poca entidad del perjuicio 
que la medida cautelar pueda causar o los derechos 
e intereses involucrados.

El juez determinará la modalidad, cuantía y de-
más condiciones de la caución. Esta decisión así 
como la que la acepte o la rechace será apelable.

No se requerirá caución, cuando se trate de la 
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administrativos.

Artículo 228. Procedimiento para la adopción 
de las medidas cautelares. La medida cautelar po-
drá ser solicitada y sustentada desde la presenta-
ción de la demanda y en cualquier estado del pro-
�
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separado.

Cuando la solicitud se presente antes de la noti-
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rrerá traslado de tal solicitud simultáneamente con 
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independiente de la contestación de la demanda se 
pronuncie sobre ella dentro de los cinco (5) días si-
guientes. Si la solicitud se presenta en el curso del 
proceso, se dará traslado de ella a la otra parte al 
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da en el artículo 108 del Código de Procedimiento 
Civil.

La decisión de las medidas cautelares deberá 
adoptarse dentro de los diez (10) días siguientes al 
vencimiento del término de que dispone el deman-
dado para pronunciarse sobre ella.

Con todo, si la medida cautelar se solicita en 
audiencia se correrá traslado durante la misma a la 
otra parte para que se pronuncie sobre ella y una 
vez evaluada por el juez podrá ser decretada en 
la misma audiencia, salvo que estime que no sea 
posible su decisión, caso en el cual se seguirá lo 
previsto en los incisos precedentes.

Cuando la medida haya sido negada, podrá so-
licitarse nuevamente si se han presentado hechos 
sobrevinientes y en virtud de ellos se cumplen las 
condiciones requeridas para su decreto.

Artículo 229. Medidas cautelares de urgencia. 
Desde la presentación de la solicitud y sin previa 
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podrá adoptar una medida cautelar, cuando cum-
plidos los requisitos para su adopción, se eviden-
cie que por su urgencia, no es posible agotar el trá-
mite previsto en el artículo anterior. Esta decisión 
será susceptible de los recursos a que haya lugar.

La medida así adoptada deberá comunicarse y 
cumplirse inmediatamente, previa la constitución 
de la caución señalada en el auto que la decrete.

Artículo 230.
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la medida cautelar. La medida cautelar podrá ser 
��	
���	�����
����	��
��������

��
���	��	
�����-
ceso, cuando el juez o magistrado advierta que no 
se cumplieron los requisitos para su otorgamiento 
o que estos ya no se presentan, o que es necesario 
variarla para que se cumpla, según el caso.
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días siguientes a su conocimiento, todo cambio 
sustancial que se produzca en las circunstancias 
que permitieron su decreto y que pueda dar lu-
���� �� ��� ��	
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��� �� �
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���
del cumplimiento de este deber será sancionada 
con las multas que de acuerdo con el Código de 
Procedimiento Civil puede imponer el juez en 
ejercicio de sus poderes disciplinarios.

El demandado podrá solicitar el levantamiento 
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ción del juez en los casos en que ello sea compati-
ble con la naturaleza de la medida, para garantizar 
la reparación de los daños y perjuicios que se lle-
garen a causar.

Artículo 231. Recursos. El auto que decrete, re-
����
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nal será susceptible del recurso de apelación o del 
de súplica, según el caso. Los recursos se concede-
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�����
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en un término máximo de veinte (20) días.

Artículo 232. Prohibición de Reproducción ac-
tos suspendido o anulado. Ningún acto anulado 
o suspendido podrá ser reproducido por quien lo 
dictó, si conserva en esencia las mismas disposi-
ciones anuladas o suspendidas, a menos que con 
posterioridad a la sentencia o al auto, hayan des-
����
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	���������	��
������
���
��	
����������
���
o suspensión.
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Artículo 233. Reproducción del acto suspendi-
do. Si se trata de la reproducción del acto suspen-
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del nuevo acto, acompañando al proceso copia de 
este. Esta solicitud se decidirá inmediatamente, 
cualquiera que sea el estado del proceso, y en la 
�
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�����������
la nulidad de ambos actos.

La solicitud de suspensión provisional será re-
suelta por auto del juez o magistrado ponente, con-
tra el cual proceden los recursos señalados en el 
artículo 231, los cuales se decidirán de plano.

Artículo 234. Reproducción del acto anulado. 
El interesado podrá pedir la suspensión provisio-
nal automática y la nulidad del acto que reproduce 
un acto anulado, mediante escrito razonado diri-
gido al juez que decretó la anulación, con el que 
acompañará la copia del nuevo acto.
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dada la acusación de reproducción ilegal, dispon-
drá que se suspendan de manera inmediata los 
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de lo actuado a la entidad responsable de la repro-
ducción y convocará a una audiencia, con el objeto 
de decidir sobre la nulidad.

En esa audiencia, el juez o magistrado ponen-
te decretará la nulidad del nuevo acto cuando en-
cuentre demostrado que reproduce el acto anulado, 
y compulsará copias a las autoridades competentes 
para las investigaciones penales y disciplinarias a 
que hubiere lugar.

La solicitud será denegada, cuando de lo deba-
tido en la audiencia se concluya que la reproduc-
�
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�
��������
����������

Artículo 235. Responsabilidad. Salvo los casos 
de suspensión provisional de actos administrativos 
de carácter general, cuando la medida cautelar sea 
revocada en el curso del proceso o la sentencia sea 
desestimatoria, el solicitante responderá patrimo-
nialmente por los perjuicios que se hayan causado 
con la misma, los cuales se liquidarán mediante 
incidente promovido dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la ejecutoria de la providencia que la 
revoque.

Las providencias que resuelvan el incidente de 
responsabilidad de que trata este artículo serán 
susceptibles del recurso de apelación o de súplica 
según el caso.

Artículo 236. Sanciones. El incumplimiento de 
una medida cautelar dará lugar a la apertura de un 
incidente de desacato, como consecuencia del cual 
se podrán imponer multas sucesivas por cada día 
de retardo en el cumplimiento hasta por el mon-
to dos (2) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes a cargo del renuente, sin que sobrepase de 
cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

La sanción será impuesta por la misma auto-
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mite incidental y será susceptible de los recursos 
de apelación en los procesos de doble instancia y 

de súplica en los de única instancia, los cuales se 
decidirán en el término de cinco (5) días.

El incumplimiento de los términos para decidir 
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CAPITULO XII
Recursos Ordinarios y Trámite

Artículo 237. Reposición. El recurso de reposi-
ción procede contra los autos que no sean suscep-
tibles de apelación o de súplica.

En cuanto a su oportunidad y trámite, se apli-
cará lo dispuesto en el Código de Procedimiento 
Civil.

Artículo 238. Apelación. Son apelables las sen-
tencias de primera instancia y los siguientes autos 
����
�
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������
��

1. El que rechace la demanda.
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dida cautelar, el que decida sobre la caución y el 
que resuelva los incidentes de responsabilidad y 
desacato en ese mismo trámite.
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4. El que resuelva el trámite de liquidación de 

condena.
5. El que apruebe o impruebe conciliaciones 

extrajudiciales o judiciales.
6. El que resuelva las nulidades procesales.
7. El que resuelva sobre la intervención de ter-

ceros.
8. El que deniegue la apertura a prueba, o el 

señalamiento del término para practicar pruebas, 
o el decreto de alguna pedida oportunamente o de-
niegue su práctica.

9. El que rechace la procedencia de un incidente 
y el que resuelva el incidente, incluyendo aquellos 
��
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��
materia de medidas cautelares.

10. El que decida sobre el desistimiento de la 
demanda.

Salvo que este Código disponga otra cosa, el 
�
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pensivo.
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el procedimiento civil, la apelación procederá de 
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Artículo 239. Trámite del recurso de apelación. 
La interposición y decisión del recurso de apela-
ción contra autos, se sujetará a las siguientes re-
glas:

1. El recurso deberá interponerse ante la autori-
	�	���
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concederá en caso de que sea procedente y haya 
sido sustentado, previo traslado a la otra parte por 
el término de tres (3) días.

2. En caso de que no haya sido sustentado, dará 
traslado al apelante para que los sustente y en el 
mismo auto dispondrá que la sustentación quede a 
disposición de la otra parte por tres días que se con-
tarán desde el vencimiento del primer traslado; si 
ambas partes apelaron los términos serán comunes.
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3. Sustentado el recurso y vencido el traslado a 
las partes se concederá y se remitirá el expediente 
al superior, para que lo decida de plano.

4. Si no se sustenta, lo declarará desierto.
5. Contra el auto que decide la apelación, no 

procede ningún recurso.
Artículo 240. Queja. Este recurso procederá 

ante el superior cuando se niegue la apelación o 
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vocación, según el caso. Igualmente cuando no se 
concedan los recursos extraordinarios de revisión 
y anulación previstos en este Código. Para su trá-
mite e interposición, se aplicará lo establecido en 
el artículo 378 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 241. Súplica. El recurso de súplica pro-
cede contra los autos que por su naturaleza serían 
apelables, dictados por el magistrado ponente en el 
curso de la segunda o única instancia, o durante el 
trámite de la apelación de un auto. También proce-
de contra el auto que rechaza o declara desierta la 
apelación o el recurso extraordinario.

Este recurso deberá interponerse dentro de los 
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ponente, con expresión de las razones en que se 
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El escrito se agregará al expediente y se man-
tendrá en la Secretaría por dos (2) días a dispo-
sición de la parte contraria; vencido el traslado, 
el Secretario pasará el expediente al despacho 
del Magistrado que sigue en turno al que dictó la 
providencia, quien será el ponente para resolverlo 
ante la Sala, Sección o Subsección. Contra lo deci-
dido, no procederá recurso alguno.

Artículo 242. Segunda instancia. El trámite del 
recurso de apelación de sentencias se sujetará a las 
siguientes reglas:
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to, se dará traslado al recurrente por el término de 
tres (3) días para que sustente el recurso, si aún no 
lo hubiere hecho. Si el recurso no se sustenta opor-
tunamente, se declarará desierto y ejecutoriada la 
sentencia objeto del mismo.
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reúne los demás requisitos legales, será admitido 
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Ministerio Público y por estado a las otras partes.

3. Las partes, dentro del término de ejecutoria 
del auto que admita el recurso, podrán pedir prue-
bas que sólo se decretarán en los casos previstos en 
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de hasta diez (10) días.

4. Ejecutoriado el auto admisorio del recurso o 
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y hora para la audiencia de alegaciones y juzga-
miento, que deberá llevarse a cabo en un término 
no mayor a veinte (20) días, sin perjuicio de que, 
por considerarla innecesaria, el juez o magistrado 
ponente ordene la presentación por escrito de los 
alegatos dentro de los diez (10) días siguientes, 

caso en el cual se dictará sentencia en el término 
de veinte (20) días siguientes al vencimiento de 
aquel concedido para presentar alegatos.

En la audiencia de alegaciones y juzgamiento, 
se aplicarán las mismas reglas establecidas para 
esa audiencia en primera instancia. En estas mis-
mas oportunidades, podrá el Ministerio Público 
presentar el concepto si a bien lo tiene.

5. En la sentencia, se ordenará devolver el ex-
pediente al juez de primera instancia para su obe-
decimiento y cumplimiento.

T I T U L O   VI
RECURSOS EXTRAORDINARIOS

CAPITULO I
��	���������
�����
���������������

Artículo 243. Procedencia. El recurso ex-
traordinario de revisión procede contra las sen-
tencias ejecutoriadas dictadas por las Secciones 
y Subsecciones de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, por los 
Tribunales Administrativos, y por los jueces admi-
nistrativos.

Artículo 244. Competencia. De los recursos 
contra las sentencias dictadas por las Secciones o 
Subsecciones del Consejo de Estado, conocerá la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo sin 
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Artículo 245. Causales de revisión. Son causa-
les de revisión:

1. Haberse recobrado después de dictada la 
sentencia documentos decisivos, con los cuales se 
���

�����	
	������
�
������	
�
�
���	
�
�
��
����
que el recurrente no pudo aportar al proceso por 
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contraria.
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3. Haberse dictado la sentencia con base en dic-
tamen de peritos condenados penalmente por ilíci-
tos cometidos en su expedición.

4. Haberse dictado sentencia penal que decla-
re que hubo violencia o cohecho en el pronuncia-
miento de la sentencia.

5. Existir nulidad originada en la sentencia que 
���������������
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curso de apelación.

6. Aparecer, después de dictada la sentencia a 
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reclamar.
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tó una pensión periódica, al tiempo del reconoci-
miento, la aptitud legal necesaria, o perder esa ap-
titud con posterioridad a la sentencia, o sobrevenir 
alguna de las causales legales para su pérdida.

8. Ser la sentencia contraria a otra anterior que 
constituya cosa juzgada entre las partes del proce-
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Artículo 246.
��
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-
so. El recurso podrá interponerse dentro del año 
siguiente a la ejecutoria de la respectiva sentencia.

En los casos contemplados en los numerales 3 
y 4 artículo precedente, deberá interponerse el re-
curso dentro del año siguiente a la ejecutoria de la 
sentencia penal que así lo declare.

En el caso del numeral 7, el recurso deberá pre-
sentarse dentro del año siguiente a la ocurrencia de 
los motivos que dan lugar al recurso.

Artículo 247. Requisitos del recurso. El recur-
so debe interponerse mediante escrito que deberá 
contener:

1. La designación de las partes y sus represen-
tantes.

2. Nombre y domicilio del recurrente.
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damento.
4. La indicación precisa y razonada de la causal 

invocada.
Con el recurso, se deberá acompañar poder para 

su interposición, y las pruebas documentales que 
el recurrente tenga en su poder y solicitará las que 
pretenda hacer valer.

Artículo 248. Trámite. Admitido el recurso, ese 
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al Ministerio Público, para que lo contesten, si a 
bien tienen, y pidan pruebas, dentro del término de 
diez (10) días.

Artículo 249. Pruebas. Si se decretaren pruebas 
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mino máximo de treinta (30) días para practicarlas.

Artículo 250. Sentencia. Vencido el período 
probatorio, se dictará sentencia.

CAPITULO II
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Artículo 251. Fines. El recurso extraordinario 
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garantía para que la ley se cumpla, se asegure la 
unidad de la interpretación del derecho, su aplica-
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partes y de los terceros que resulten perjudicados 
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procesales.

Artículo 252. Procedencia. El recurso extraor-
dinario de anulación contencioso-administrativa 
procede contra:

1. Las sentencias dictadas por los Tribunales 
Administrativos en segunda instancia, cuya reso-
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exceda los siguientes montos, vigentes al momen-
to de la interposición del recurso, así:

a. Noventa (90) salarios mínimos legales men-
suales, en los procesos de nulidad y restableci-
miento del derecho de carácter laboral, que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales 
se controviertan actos administrativos de cualquier 
autoridad.

b. Doscientos cincuenta (250) salarios mínimos 
legales mensuales, en los procesos de nulidad y 
restablecimiento del derecho en que se controvier-
tan actos administrativos de cualquier autoridad.

c. Doscientos cincuenta (250) salarios mínimos 
legales mensuales, en los procesos que se promue-
van sobre el monto, distribución o asignación de 
impuestos, contribuciones y tasas nacionales, de-
partamentales, municipales o distritales.

d. Cuatrocientos cincuenta (450) salarios mí-
nimos legales mensuales, en los procesos sobre 
contratos de las entidades estatales en sus distintos 
órdenes.

e. Cuatrocientos cincuenta (450) salarios míni-
mos legales mensuales, en los procesos de repara-
ción directa y en las acciones de repetición que el 
Estado ejerza contra los servidores o ex servidores 
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2. Los autos dictados por los Tribunales 
Administrativos que hagan imposible la continua-
ción del proceso, siempre que estén ejecutoriados 
y que la cuantía del asunto sea la prevista en el 
numeral anterior.

El recurso de anulación no procederá para los 
asuntos previstos en los artículos 86, 87, 88 de la 
Constitución Política.

Artículo 253. Causales. Son causales del recur-
so extraordinario de anulación:

1. Ser la sentencia o auto violatorio de normas 
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recta por error de derecho que transgreda una nor-
ma probatoria, o por error de hecho en la aprecia-
ción de la demanda, de su contestación o de una 
prueba.

2. Contener la sentencia o auto disposiciones 
que violen el debido proceso, por desconocimien-
to de las normas que regulan los actos y garantías 
procesales, siempre que el recurrente haya alegado 
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sanado.

3. Ser la providencia violatoria de los derechos 
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��
Título II, Capítulo I de la Constitución Política.

4. No estar la resolución judicial en consonan-
cia con los hechos, con las pretensiones de la de-
manda, o con las excepciones propuestas o que el 
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5. Contener la sentencia, en su parte resolutiva, 
declaraciones o disposiciones contradictorias.
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que se hallaba impedido, siempre que por esto re-
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quórum decisorio.

Artículo 254. Competencia. Del recurso de anu-
lación previsto en este capítulo conocerá, según el 
acuerdo correspondiente del Consejo de Estado y 
en atención a su especialidad, la respectiva sección 
de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 
misma Corporación.
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Artículo 255. Legitimación. Se encuentran le-
gitimados para interponer el recurso cualquiera de 
las partes o de los terceros procesales que hayan 
resultado agraviados por la providencia, quienes 
deberán actuar por medio de apoderado a quien se 
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������

��
���
��
������������
�
requiere otorgamiento de nuevo poder.
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no apeló la sentencia de primer grado ni adhirió 
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de aquella.

Artículo 256. Interposición. El recurso de 
anulación deberá interponerse por escrito ante el 
Tribunal Administrativo que expidió la providen-
cia, a más tardar dentro los cinco (5) días siguien-
tes a la ejecutoria de esta.

En el auto en el que el Tribunal, en Sala de 
Decisión, conceda el recurso ordenará dar trasla-
do por veinte (20) días al recurrente o recurrentes 
para que lo sustenten. Vencido este término, si el 
recurso se sustentó, dentro de los cinco (5) días 
siguientes remitirá el expediente a la respectiva 
sección del Consejo de Estado. Si no se sustenta 
dentro del término de traslado, el recurso se decla-
rará desierto.

La concesión del recurso no impide la ejecución 
de la sentencia, salvo cuando haya sido recurrida 
totalmente por ambas partes y por los terceros re-
conocidos en el proceso, pero aun en este caso, si 
el recurso no comprende todas las decisiones, se 
cumplirá lo no recurrido.

Artículo 257. Requisitos del recurso. El recurso 
de anulación deberá contener:

1. La designación de las partes;
2. La indicación de la providencia impugnada;
3. La relación concreta, breve y sucinta de los 

hechos en litigio;
4. La expresión de los motivos de anulación 

y las normas sustantivas que el recurrente estime 
violadas.

5. Cuando se trate de lo previsto en el numeral 2 
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desconocimiento de las normas que regulan los ac-
tos y garantías procesales.

Artículo 258. �����1�
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Cuando sea necesario tener en cuenta el valor del 
interés para recurrir y este no aparezca determi-
nado, antes de resolver sobre la concesión del re-
curso, el ponente, en el Tribunal Administrativo, 
dispondrá que aquel se justiprecie por un perito, 
dentro del término que le señale y a costa del re-
currente. Si por culpa de este, no se practica el 
dictamen, se declarará desierto el recurso. El dic-
tamen no es objetable. Denegado el recurso por el 
Tribunal Administrativo o declarado desierto, el 
interesado podrá recurrir en queja ante el Consejo 
de Estado.

Artículo 259. Suspensión de la sentencia recu-
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����
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���	���

solicitar que se suspenda el cumplimiento de la 
providencia recurrida, para lo cual deberá prestar 
caución dentro de los diez (10) días siguientes a la 
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��
por los perjuicios que se llegaren a causar. La na-
�����
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ponente en el Tribunal. Si el recurrente no otorga 
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��������������!��
������	
��	�������-
tinuará el trámite del recurso pero no se suspende-
rá la ejecución de la sentencia.

#��?�
���������
�������������
�����
���	����
����
����
	
�������

��
�	
��
�����
��
���
������������
suspensión del cumplimiento de la sentencia, en 
caso contrario la denegará.

Artículo 260. Admisión del recurso. Concedido 
el recurso por el Tribunal y remitido el expediente 
al Consejo de Estado se someterá a reparto en la 
sección que corresponda.

Si el recurso reúne los requisitos legales, el po-
nente admitirá total o parcialmente los cargos con-
tra la providencia recurrida. De lo contrario, por 
auto de sala debidamente motivado, se inadmitirá 
el recurso y se ordenará devolver el expediente al 
Tribunal de origen.

Sin embargo, si el recurso carece de los requisi-
tos consagrados en el artículo 257, el ponente los 
señalará para que el recurrente los subsane en el 
término de cinco (5) días, si no lo hiciere, se dará 
aplicación a la segunda parte del inciso anterior.

El recurso será inadmitido cuando se presente 
cualquiera de las siguientes situaciones:

1. Cuando, pese a haberse concedido por el 
?�
���������
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�
�����
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�
la providencia o no reúna los requisitos previstos 
en el artículo 257.
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objeto de recurso de anulación.

Artículo 261. Trámite del recurso. En el auto 
que admita el recurso, se ordenará dar traslado 
por quince (15) días al opositor u opositores y al 
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Vencido el término anterior, el ponente, dentro 
de los diez (10) siguientes, podrá citar a las par-
tes a audiencia que se llevará a cabo dentro de los 
treinta (30) días contados a partir de la ejecutoria 
del auto que la señale, para oír a cada parte, por el 
término de veinte (20) minutos, en los asuntos que 
considere necesario.
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comparecencia de la partes, el ponente registrará 
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dentro de los diez (10).

Artículo 262. Efectos de la sentencia. Si prospe-
ra el recurso, total o parcialmente, la Sala anulará, 
en lo pertinente, la providencia recurrida y dictará 
la que deba reemplazarla o adoptará las decisiones 
que correspondan. Si el recurso es desestimado, se 
condenará en costas al recurrente.
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Cuando el Consejo de Estado anule una pro-
�
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tancia proceda a las restituciones y adopte las me-
didas a que hubiere lugar.

Además, el Consejo de Estado ordenará al 
Tribunal que en el auto de obedecimiento a lo re-
suelto por el superior cancele la caución de que 
trata el artículo 259. Si el recurso de anulación 
no prospera, la caución seguirá respondiendo por 
los perjuicios causados, los cuales se liquidarán y 
aprobarán ante el juez de primera instancia me-
diante incidente. Este, deberá proponerse dentro 
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del auto de obedecimiento a lo resuelto por el su-
perior.

Artículo 263. Desistimiento. El recurrente po-
drá desistir del recurso mientras no se haya dicta-
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causales de anulación o si sólo proviene de alguno 
de los recurrentes, el recurso continuará respecto 
de las causales o personas no comprendidas en el 
desistimiento.

El desistimiento debe ser incondicional salvo 
acuerdo de las partes, y sólo perjudica a los solici-
tantes y a sus causahabientes.

El escrito de desistimiento deberá presentarse 
personalmente y cuando se acepte se condenará 
en costas a quien desistió, salvo que se interpon-
ga ante el Tribunal antes de haberse enviado al 
Consejo de Estado.

T I T U L O   VII
EXTENSION Y UNIFICACION  

DE LA JURISPRUDENCIA
CAPITULO I

��������������
��
	��������
������������	�
�
del Consejo de Estado

Artículo 264. Extensión y adaptación de la ju-
risprudencia del Consejo de Estado a terceros por 
parte de la Administración. K���
�
�����	
���� ��-
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��
������
�
	��
�����������	
���
����
���
jurisprudencial dictado por el Consejo de Estado, 
en el que se haya reconocido una situación jurídi-
ca, podrán extenderse y adaptarse a otras personas, 
siempre que, en lo pretendido exista similitud de 
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��������������������������	����������
�
���������
siguientes reglas:

1. El interesado, siempre que no se haya ope-
rado la caducidad, dirigirá solicitud a la admi-
�
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contenga el criterio jurisprudencial a ser aplicado. 
Transcurridos treinta (30) días hábiles sin que se 
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tración deniegue la solicitud de modo expreso, 
podrá acudirse, sin más trámite ante el Consejo 
de Estado, dentro del término que dispone para 
��������������
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����#������
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�
este artículo suspenderá el término para acudir a la 
jurisdicción.
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razonado dirigido al Consejo de Estado, con el que 
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su situación jurídica, y de ella se dará traslado a la 
administración demandada, por el plazo de cinco 
	�������������������������
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-
bas pertinentes.

3. En la misma providencia que ordene el tras-
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Sección o Subsección competente del Consejo de 
Estado, convocará una audiencia oral, la cual se 
celebrará ante ella misma en un plazo máximo de 
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procedencia de la solicitud, previa apreciación de 
las pruebas aportadas.

4. Cuando la solicitud se estime procedente, se 
emitirá la providencia en la cual se ordenará la ex-
�
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���������
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risprudencia invocada no sea aplicable al caso o 
no exista similitud de objeto y causa. En este caso, 
se trasladará el asunto al juez competente para que 
tramite el proceso de manera ordinaria, siempre y 
cuando que las pretensiones no hayan caducado.

CAPITULO II
Mecanismo Eventual de Revisión

Artículo 265. Finalidad de la revisión eventual. 
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car la jurisprudencia y, en consecuencia, lograr la 
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Artículo 266. Deber de explicar expresamente 
los cambios de jurisprudencia. En virtud del prin-
cipio de igualdad, todo cambio de la jurispruden-
cia sobre el alcance y contenido de la norma, debe 
�
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videncia que lo contenga.

Artículo 267. Procedencia. La revisión even-
tual procederá, a petición de parte o del Ministerio 
Público, contra las sentencias o providencias que 
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cesos, inclusive en el trámite de acciones popu-
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Subsecciones del Consejo de Estado, en única o 
segunda instancia, y por los tribunales administra-
tivos, en las mismas instancias, en los siguientes 
casos:

1. Cuando la providencia objeto de la solici-
tud de revisión presente contradicciones o diver-
gencias interpretativas, sobre el alcance de la ley 
aplicada, entre Tribunales, entre las Secciones o 
Subsecciones del Consejo de Estado.

2. Cuando la providencia objeto de la solicitud 
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del Consejo de Estado o a jurisprudencia reiterada 
de esta Corporación.

Artículo 268. Competencia. De la revisión 

�
������
���������	
�����
	
��
�������
�
	�������
las secciones del Consejo de Estado, conocerán las 
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tículo 103 de este Código. Cuando se trate de una 
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-
miento corresponderá a las secciones o subseccio-
nes de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
según su especialidad.

Artículo 269. Trámite. Para el trámite de la revi-
sión eventual, se observarán las siguientes reglas:
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ocho (8) días siguientes al de la ejecutoria de la 
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respectivo proceso.

2. En la petición deberá hacerse una exposición 
razonada sobre las circunstancias que imponen la 
revisión, y acompañarse a la misma copia de las 
providencias relacionadas con la solicitud.

3. Los Tribunales Administrativos, dentro del 
término de ocho (8) días contados a partir de la ra-
dicación de la petición, deberán remitir, con desti-
no a la correspondiente Sala, Sección o Subsección 
del Consejo de Estado, el expediente, para que 
dentro del término máximo de tres (3) meses, a 
partir de su recibo, esta resuelva, mediante auto 
motivado, sobre la petición de revisión.

4. Cuando la petición de revisión eventual re-
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�� �� ����� ����
�
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Sección o Subsección del Consejo de Estado, se 
remitirá por esta, dentro de los mismos términos y 
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����
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rior, a la Sala de Revisión correspondiente.

5. Cuando se decida no seleccionar una deter-
minada providencia, cualquiera de las partes o el 
Ministerio Público podrá insistir en su petición, 
	
�����	
������
����`fk�	�����
��

��
����������
���-
ción de dicha decisión. La decisión de selección o 
no selección y la resolución de la insistencia serán 
motivadas.

6. La sentencia sobre las providencias selec-
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Revisión, Sección o Subsección correspondiente 
del Consejo de Estado, dentro de los seis (6) meses 
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7. Si prospera la revisión, total o parcialmente, 
se invalidará, en lo pertinente la sentencia o el auto, 
y dictará la providencia de reemplazo o se adop-
tarán las disposiciones que correspondan, según 
el caso. Si la sentencia impugnada se cumplió en 
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dispondrá que el juez de primera instancia ejecute 
las órdenes sobre las restituciones y adopte las me-
didas a que haya lugar.
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trámite de la revisión eventual, no suspende la eje-
cutoria de la providencia objeto del mismo.

T I T U L O   VIII
PROCESO EJECUTIVO

Artículo 270. Título Ejecutivo.�>��������
�
�����
de este código, constituyen título ejecutivo:

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas 
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Administrativo, mediante las cuales se condene a 
una Entidad Pública al pago de sumas dinerarias.
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rrollo de los Mecanismos Alternativos de Solución 
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queden obligadas al pago de sumas de dinero en 
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3. Sin perjuicio del ejercicio por parte de las 
entidades públicas que de ella dispongan, de la 
prerrogativa del cobro coactivo, prestarán méri-
to ejecutivo los contratos, los documentos en que 
consten sus garantías, junto con el acto administra-
tivo a través del cual se declare su incumplimiento, 
el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto 
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en los que consten obligaciones claras, expresas 
y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en 
tales actuaciones.

Artículo 271. Procedimiento. En los casos a que 
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currido un año desde la ejecutoria de la sentencia 
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se ha pagado, sin excepción alguna el juez que la 
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incumplimiento de la orden precedente constituye 
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de la omisión, mediante el proceso oral a que se 
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artículo anterior, la orden de cumplimiento se emi-
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Q�-
le, bajo las mismas condiciones y consecuencias 
establecidas para las sentencias como título ejecu-
tivo. El juez competente en estos eventos se deter-
�
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�	����������������
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de cuantía establecidos en este Código.

Artículo 272. Ejecución en materia de 
Contratos. En la ejecución de los títulos derivados 
de las actuaciones relacionadas con contratos ce-
lebrados por entidades públicas, se observarán las 
reglas establecidas en el Código de Procedimiento 
Civil para el proceso ejecutivo de mayor cuantía.

T I T U L O   IX
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA 
EL TRAMITE Y DECISION DE LAS 
PRETENSIONES DE CONTENIDO 

ELECTORAL
Artículo 273. Causales de anulación electoral. 

Los actos de elección o de nombramiento son nu-
los en los siguientes casos:

1. Por las causales generales de anulación de 
los actos administrativos previstas en este Código.

2. Cuando se haya ejercido violencia sobre los 
nominadores, o sobre los votantes o las autorida-
des electorales, siempre que el porcentaje de la po-
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��
el resultado de la votación.
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3. Cuando los documentos electorales conten-
gan datos contrarios a la verdad o hayan sido alte-
��	�������
��������
���	
���	
����������
�����	���
electorales.

En este evento, siempre que se comprueben ca-
sos de irregularidad en el proceso de votación o 
en los escrutinios que no puedan atribuirse a un 
determinado partido o movimiento político, o a 
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proporcional que garantice la aplicación del prin-
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Habrá lugar a declarar la nulidad de la elección 
en corporaciones públicas cuando el juez pueda 
establecer matemáticamente que las irregularida-
des comprobadas en el proceso son de tal inciden-
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Cuando se trate de elecciones uninominales, ha-
brá lugar a declarar la nulidad del acto de elección 
si el número de votos irregulares comprobados en 
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candidato elegido y quien le sigue en votación.

4. Cuando los votos emitidos en la respecti-
va elección se computen con violación del sis-
�
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� ��� 	
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�
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para la asignación de curules establecido en la 
Constitución o en la ley.

5. Cuando se elijan candidatos o se nombren 
personas que no reúnan las calidades constitucio-
nales o legales de elegibilidad o que se hallen in-
cursas en causales de inhabilidad.

6. Cuando los jurados de votación o los miem-
bros de las comisiones escrutadoras sean cónyu-
ges, compañeros permanentes o parientes de los 
candidatos hasta en tercer grado de consanguini-
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de nulidad las establecidas en los numerales 3, 4 
y 6 de este artículo, constituye requisito de pro-
cedibilidad de la demanda, haber sido sometidas 
por cualquier persona, antes de la declaratoria de 
la elección, a examen de la autoridad a la que co-
rresponde tal declaración, la cual apreciará como 
prueba únicamente los documentos electorales.

Artículo 274. Trámite de la demanda. Recibida 
la demanda, deberá ser repartida el mismo día o a 
más tardar el siguiente día hábil.

Contra el auto que admita la demanda no habrá 
recurso, salvo que se alegue caducidad.

Contra el auto que rechace la demanda, en los 
procesos adelantados en los tribunales y en el 
Consejo de Estado, podrá recurrirse en súplica 
cuando sea de única instancia y en apelación cuan-
do sea de dos. Los recursos deberán proponerse 
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del auto, y se resolverán de plano.
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mediante auto se concederá al demandante tres (3) 
días para que los subsane. En caso de no hacerlo se 
rechazará la demanda.

Artículo 275. Contenido del auto admisorio de 
la demanda. El auto admisorio de la demanda de-
berá disponer:
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rante cinco (5) días.

=����
��
����
���
��
�������
��
�����
�
��
�
��
Público.
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por voto popular, cuando se invoque como causal 
de anulación la carencia de requisitos o inhabilida-
des, o al elegido o nombrado por junta, consejo o 
entidad colegiada, cuando la nulidad se pretenda 
por la misma causal.
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días siguientes a la expedición del auto, se le noti-
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término de tres (3) días. El edicto debe señalar el 
nombre del demandante y la naturaleza del proce-
so, y copia del mismo se remitirá, por correo cer-
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de lo que se dejará constancia en el expediente. El 
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te.

Si por virtud de la declaración de nulidad hu-
biere de practicarse nuevo escrutinio, se entende-
rán demandados todos los ciudadanos declarados 
elegidos por los actos cuya nulidad se pretende. En 

��
������� ������
����
����
�������
	
���
�
	
����
que se les remitirá por correo electrónico, durará 
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por una sola vez en dos (2) periódicos de amplia 
circulación en la respectiva circunscripción elec-
toral.
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rio al demandado y a la entidad o autoridad que 
declaró la elección o expidió el nombramiento, se 
les entregará copia de la demanda y sus anexos, 
y se les concederá un término de cinco (5) días 
dentro del cual podrán contestar la demanda, pro-
poner excepciones, solicitar pruebas y, en su caso, 
presentar demanda de reconvención, y los terceros 
intervinientes podrán coadyuvarla o impugnarla.

5. Si el demandante no comprueba la publica-
ción en la prensa dentro de los veinte (20) días 
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del auto que la ordena, se declarará terminado el 
proceso por abandono y se ordenará archivar el ex-
pediente.

Cuando se pida la suspensión provisional del 
acto acusado, esta se resolverá en el auto que ad-
�
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�������	
�
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sección cuando el proceso se adelante en un tri-
bunal administrativo o en el Consejo de Estado. 
Contra este auto sólo procede, en los procesos de 
única instancia, el recurso de reposición, y en los 
de primera instancia, el de apelación.

El auto admisorio de la demanda se ejecutoría 
���	����
��
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Artículo 276. Reforma de la demanda. La de-
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�������
���������������
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la misma se resolverá dentro de los dos (2) días 
siguientes. Podrán adicionarse cargos contra el 
acto cuya nulidad se pretende, siempre y cuando 
no haya operado la caducidad, caso en el cual se 
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demanda, no procederá recurso.

Artículo 277. Intervención de terceros. En los 
procesos electorales, cualquier persona podrá pe-
dir que se la tenga como interviniente para prohijar 
o para oponerse a las pretensiones de la demanda. 
Las intervenciones de terceros solo se admitirán 
������
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����	���	
����	
�����
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��
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Artículo 278. Desistimiento. Ni el demandante 
ni los intervinientes podrán desistir.

Artículo 279. No acumulación de pretensiones. 
En una misma demanda no pueden acumularse 
pretensiones de nulidad relativas a vicios en las 
calidades, requisitos e inhabilidades del elegido o 
������	�������������
��
����	
��
��
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�����
	�-
des en el proceso de votación y en el escrutinio. La 
indebida acumulación de pretensiones es causal de 
inadmisión de la demanda.

Artículo 280. Acumulación de procesos. 
[
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-
sos en que se impugne una misma elección o un 
mismo nombramiento, cuando la nulidad se impe-
tre por irregularidades en la votación o en los es-
crutinios. Igualmente se acumularán los procesos 
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La decisión sobre la acumulación deberá hacer-
se en la audiencia inicial. Si se decreta, se ordenará 
�������
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por un (1) día, convocando a las partes para la au-
diencia pública de sorteo del magistrado ponente o 
del juez de los procesos acumulados. Contra estas 
decisiones no procede recurso.

El señalamiento para la diligencia se hará para 
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Esta diligencia se practicará en presencia de los 
jueces, o de los magistrados de la Sección, o del 
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������ ����
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y del secretario, y al acto asistirán las partes, el 
Ministerio Público y los demás interesados.
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personas que tienen derecho a hacerlo no la inva-
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mayoría de los jueces o magistrados o, en su lugar, 
por ante el secretario y dos testigos.

Artículo 281. Audiencias. En el proceso elec-
toral se practicará audiencia inicial, por parte del 
��
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�� ���
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con lo dispuesto en este código para el proceso or-
dinario, con el objeto de proveer al saneamiento, 
�����
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�
de asuntos de puro derecho, en esta audiencia, una 
vez oídos los alegatos de las partes, el juez podrá 
dictar sentencia.

Se podrán realizar audiencias adicionales para 
la práctica de pruebas. Cuando se trate de pruebas 
documentales constitutivas de los antecedentes del 
acto de elección por voto popular, se deberán so-
licitar por conducto del Registrador Nacional del 
Estado Civil, quien tiene la obligación de enviar-
los de manera inmediata.

Vencido el término probatorio, o cuando no 
haya lugar a la práctica de pruebas, se ordenará 
correr traslado a las partes por el término común 
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por escrito o en audiencia previamente ordenada 
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Artículo 282. ��
����
��
�
 '����
� Vencido el 
término para presentar alegatos, el proceso pasa-
rá al despacho para sentencia. En esta etapa, no 
se admitirá incidente alguno distinto al de recusa-
ción, si el juez o magistrado hubiere comenzado a 
conocer después de los hechos en que aquella se 
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-
dente, no procederá recurso.
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tados en el inciso anterior se resolverá de plano y 
dará lugar a la imposición de las sanciones previs-
tas en el artículo 39 del Código de Procedimiento 
Civil.

Cuando el proceso se adelante en un tribunal 
administrativo o en el Consejo de Estado, el ma-
gistrado ponente deberá registrar proyecto de sen-
tencia dentro de los veinte (20) días siguientes a 
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improrrogable de treinta (30) días contados desde 
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Artículo 283. Consecuencias de la sentencia de 
anulación. Las sentencias de anulación tendrán las 
siguientes consecuencias:

1. Cuando se declare la nulidad del acto de elec-
ción por la causal señalada en el numeral 2 del artí-
culo anterior, se ordenará repetir o realizar la elec-
�
���
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����
��������
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���	���
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de voto a más del veinticinco por ciento (25%) de 
los ciudadanos inscritos en el censo electoral de 
una circunscripción electoral, se ordenará repetir 
la elección en toda la circunscripción.

2. Cuando la irregularidad consista en la altera-
ción de los resultados electorales producidos en las 
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dato o partido político, en la sentencia se harán las 
correcciones del caso.
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en el numeral 4 del artículo anterior, la sentencia 
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ten elegidos y les expedirá la correspondiente cre-
dencial. De no ser ello posible, el juez de conoci-
miento realizará los nuevos escrutinios.

4. En el caso previsto en el numeral 5 del artí-
culo anterior, la nulidad del acto declaratorio de 
una elección popular implica la cancelación de la 
respectiva credencial.
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5. Cuando la nulidad del acto electoral sea de-
clarada por la causal 6 del artículo anterior, se anu-
larán únicamente los votos del candidato o candi-
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Si como consecuencia de lo resuelto debiere 
practicarse por el tribunal o por el Consejo un nue-
vo escrutinio, se señalará en la misma sentencia 
día y hora para ello. Este señalamiento no podrá 
hacerse para antes del segundo día hábil siguien-
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podrán ampliarse prudencialmente cuando para la 
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documentos que se encuentren en otras dependen-
cias.

Corresponderá al Consejo de Estado ejecutar 
las sentencias que ordenen la práctica de un nuevo 
escrutinio, cuando hubieren sido dictadas en pro-
cesos de que conoce esta entidad en única instan-
cia. En los demás casos la ejecución corresponderá 
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primera instancia. Estas reglas se aplicarán igual-
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parcial de un escrutinio.
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ridades en el proceso de votación y de escrutinios, 
la autoridad judicial que haga el nuevo escrutinio 
expedirá el acto de elección y las respectivas cre-
denciales a quienes resulten elegidos y, por el mis-
����
�������
	������
���������
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das a otras personas.

Artículo 284. �����������
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la sentencia.�K�� �
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mente, el día siguiente a su expedición, a las partes 
y al agente del Ministerio Público. Transcurridos 
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por tres (3) días. Una vez ejecutoriada, la sentencia 
se comunicará de inmediato a las entidades u orga-
nismos correspondientes.

Artículo 285. Prohibición de adición. No habrá 
lugar a adición de la sentencia.

Artículo 286. Trámite de la segunda instancia. 
El reparto del negocio se hará a más tardar den-
tro del segundo día a su llegada al Tribunal o al 
Consejo.

El mismo día, o al siguiente, el ponente dispon-
drá en un solo auto que se corra traslado por tres 
días para sustentar el recurso, y que permanezca en 
secretaría por otros tres para que las partes presen-
ten sus alegatos por escrito.

K����!��
�����������������
��
	��
����������
��	�
de los señalados para la primera instancia.

T I T U L O   X
EL MINISTERIO PUBLICO

Artículo 287. Procuradores delegados ante la 
jurisdicción de lo contencioso-administrativo. Las 
����
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�
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������������
�	
�-
cional se ejercerán:

1. Ante el Consejo de Estado, por los 
Procuradores delegados distribuidos por el 
Procurador General de la Nación entre las seccio-
nes de la Sala de lo Contencioso Administrativo, 
de acuerdo con el volumen de los negocios.

2. Ante el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, por doce (12) procuradores, dis-
tribuidos por el Procurador General de la Nación 
entre sus distintas secciones.

3. Ante los Tribunales Administrativos de 
Antioquia y Valle del Cauca por tres (3), distribui-
dos por el Procurador General de la Nación entre 
sus distintas secciones.

4. Ante los Tribunales Administrativos de 
Atlántico, Bolívar, Boyacá, Caldas, Cauca, Meta, 
Nariño, Norte de Santander, Santander, Risaralda 
y Tolima, por dos (2) procuradores y por uno (1) 
ante los demás.

Artículo 288. Calidades. Los Procuradores de-
legados y judiciales deberán reunir las mismas ca-
lidades que se requieren para ser miembros de la 
Corporación ante la cual habrán de actuar.

Artículo 289. Designación. Los Procuradores 
delegados y judiciales ante la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo serán designados por 
el Procurador General de la Nación de acuerdo con 
sus competencias.

Artículo 290. Atribuciones del Ministerio 
Público. El Ministerio Público es parte y podrá 
intervenir en todos los procesos e incidentes que 
se adelanten ante la jurisdicción de lo contencio-
so-administrativo y en las conciliaciones extraju-
diciales ante los centros de conciliación e inter-
�
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patrimonio público y de los derechos y garantías 
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personalmente el auto admisorio de la demanda, 
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mer auto dictado en segunda instancia.
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nalmente al Ministerio Público el mandamiento de 
pago, la sentencia y el primer auto en la segunda 
instancia.

Además, tendrá las siguientes atribuciones es-
peciales:

1. Solicitar la vinculación al proceso de los ser-
vidores o ex servidores públicos, que con su con-
ducta dolosa o gravemente culposa, hayan dado 
lugar a la presentación de demandas que preten-
dan la reparación patrimonial a cargo de cualquier 
entidad pública.

2. Solicitar que se declare la nulidad de actos 
administrativos.

3. Pedir que se declare la nulidad absoluta de 
los contratos estatales.

4. Alegar en los procesos e incidentes en que 
intervenga.
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5. Interponer los recursos contra los autos que 
aprueben o imprueben acuerdos logrados en con-
ciliación judicial.

T I T U L O   XI
PLAN ESPECIAL DE DESCONGESTION, 

REGIMEN DE TRANSICION, VIGENCIA Y 
DEROGATORIAS

Artículo 291. Plan Especial de Descongestión. 
Dentro del año siguiente contado a partir de la 
promulgación de la ley, el Consejo Superior de 
la Judicatura, con la participación del Consejo de 
Estado, preparará y adoptará, entre otras medidas 
transitorias, un plan especial de descongestión de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, cuyo 
objetivo es el de llevar hasta su terminación to-
dos los procesos judiciales promovidos antes de la 
entrada en vigencia de la presente ley y que se en-
cuentren acumulados en los Juzgados y Tribunales 
Contencioso-Administrativos y en el Consejo de 
Estado.
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bajo la metodología de Gerencia de Proyecto, ads-
crito a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, la cual contratará un gerente de 
proyecto de terna presentada por la Sala Plena 
del Consejo de Estado, corporación que tendrá en 
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-
riencia en la jurisdicción contencioso-administra-
tiva y en dirección y ejecución de proyectos en 
grandes organizaciones. El gerente de proyecto 
será responsable de dirigir la ejecución del Plan y 
coordinar las tareas operativas con el Consejo de 
Estado, los Tribunales y Juzgados de lo contencio-
so-administrativo y las demás instancias adminis-
trativas o judiciales involucradas.

El Plan Especial de Descongestión se ejecutará 
en el grupo de despachos judiciales seleccionados 
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a los despachos designados para asumir las nuevas 
competencias y procedimientos establecidos en 
este Código.

El Plan Especial de Descongestión tendrá dos 
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�-
tes parámetros:

1. Fase de Diagnóstico. Será ejecutada por per-
��������������	�������
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�-
pleados de los despachos. En ella se realizarán al 
menos las siguientes tareas:

a) Inventario real de los procesos acumulados 
en cada despacho.
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san en cada despacho, aplicando metodologías de 
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cuantías, estado del trámite procesal, entre otras.
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cursan en cada circuito, distrito y acumulado na-
cional.

d) Costeo y elaboración del presupuesto espe-
cial para el plan Especial de Descongestión.
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ción de las estrategias y medidas a tomar con base 
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que tendrán a su cargo el plan de descongestión, 
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apropiada.

2. Fase de Ejecución. En ella se realizarán al 
menos las siguientes labores:
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dos participantes.

�k�#���
���	
� ��������
��������
���	�����
��-
cuar por cada despacho, y señalamiento de metas.

c) Publicación y divulgación del plan a la co-
munidad en general y a todos los estamentos inte-
resados.

d) Coordinación, seguimiento y control a la eje-
cución del plan.

El Gobierno Nacional incluirá en el presupues-
to de la rama judicial las partidas especiales nece-
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de Descongestión de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, de acuerdo con el mandato conte-
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de la Administración de Justicia.

El Plan de Choque de Descongestión no podrá 
sobrepasar el término de cuatro (4) años contados 
a partir de la promulgación de esta ley.

Artículo 292. Implantación del nuevo sistema 
procesal.�$���
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��
la implantación del nuevo régimen procesal y de 
competencias previstos en este Código, el Consejo 
Superior de la Judicatura, con la participación del 
Consejo de Estado, deberá realizar los análisis ne-
cesarios y tomar las decisiones correspondientes, 
por lo menos, en los siguientes asuntos:

1. Implantación de los nuevos despachos y su 
distribución a nivel de circuitos y distritos judi-
�
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-
tencias y demás aspectos del nuevo régimen que 
permitan determinar la demanda de servicios por 
cada despacho, tribunal o corporación de la juris-
dicción.

2. Número actual de jueces, magistrados y 
demás servidores judiciales para determinar, de 
acuerdo con las cargas esperadas de trabajo, los 
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�-
cia, asignar el personal requerido.

3. Previsión de la demanda y ejecución de pla-
nes de capacitación en el nuevo sistema a los jue-
ces, magistrados y demás servidores judiciales.

"�� [
��
�
��� �� 	����
��� 	
� ��� 
����
����������
�
��
�
	�������
�������������
����

����	
������-
risdicción bajo el nuevo régimen y en particular en 
cuanto a las sedes, salas de audiencia, sistemas de 
grabación, equipos de video, computación, entre 
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5. Diseño y puesta en operación de sistemas de 
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más necesarios para su desarrollo y la adecuada 
administración de justicia en lo contencioso-admi-
nistrativo.

El Gobierno Nacional hará la asignación de 
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tación en cada vigencia, de acuerdo con las dis-
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mediano plazo y el marco de gasto del sector, sin 
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lo 1° de la Ley 1285 de 2009.

Artículo 293. Aspectos no regulados. En los as-
pectos no contemplados en este código, se seguirá 
el Código de Procedimiento Civil en lo que sea 
compatible con la naturaleza de los procesos y ac-
tuaciones que correspondan a la Jurisdicción en lo 
Contencioso-Administrativo.

Artículo 294. +�%����
��
�
��	�����
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��%������ 
La parte primera de este Código comenzará a regir 
seis (6) meses después de la promulgación de la 
presente ley. La Parte Segunda de este Código en-
trará en vigencia a partir del primero (1°) de enero 
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del nuevo régimen procesal y de competencias 
previstos en este Código a las demandas que se 
presenten con posterioridad a la misma.

Artículo 295. Derogaciones. Deróganse, a par-
tir de la vigencia dispuesta en el artículo anterior, 
todas las disposiciones que sean contrarias a este 
Código, en especial, el Decreto 01 de 1984, el 
Decreto 2304 de 1989, los artículos 30 a 63 y 164 
de la Ley 446 de 1998, la Ley 809 de 2003, la Ley 
954 de 2005, la Ley 1107 de 2006, el numeral 3 del 
artículo 38, el artículo 73 de la Ley 270 de 1996, el 
artículo 9° de la Ley 962 de 2005 y el artículo 11 
de la Ley 1285 de 2009.

El Presidente del Consejo de Estado,
Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta.

El Viceministro de Justicia encargado de las 
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y de Justicia,
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EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:
El Consejo de Estado y el Gobierno Nacional 

presentan, a consideración del honorable Congreso 
de la República, el presente proyecto de ley que 
concreta el trabajo realizado durante los últimos 
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Jurisdicción Contencioso- Administrativa, que 
se originó en el consenso alcanzado sobre la ne-
�
�
	�	� 	
� 
����	��
�� ���� �
������ 
����������� 
��
las materias reguladas en el Código Contencioso 
Administrativo por los argumentos y antecedentes 
que se exponen a continuación.

I. CONTEXTO DE LA REFORMA
El Código Contencioso Administrativo vigente 
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de ese año. Para entender las razones de una re-
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las instituciones jurídicas allí contenidas han per-
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administración pública como para la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, es necesario revisar, 
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�����������
��������������������
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��
más relevantes ocurridas en los últimos 25 años en 
el entorno internacional y nacional, y su impacto 
sobre la normatividad que hoy por hoy se pretende 
�
�������

1. El fenómeno de la globalización. La ten-
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nuevas tecnologías informáticas
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no globalizante es la búsqueda de estandarización 
y homogenización general en todos los ámbitos de 
las actividades humanas. Dicho proceso se conju-
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������
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La globalización, en menos de tres décadas, 
aceleró los procesos de integración económica y 
de libre mercado y trajo consigo una tendencia pri-
vatizadora del capital y de la gestión públicas, a 
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a nivel internacional de la normatividad existente. 
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En el mundo así diseñado, por una parte, los 
presupuestos sobre los cuales se habían consoli-
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��� ���
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carse en sus estructuras políticas y jurídicas va-
riando sus modelos constitucionales. El Derecho 
Administrativo, que por naturaleza depende di-
rectamente de la concepción de Estado imperan-
�
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institutos y sus técnicas10. Presenciamos una es-
pecie de “agiornamiento” a los nuevos modelos 
y encontramos que el paradigma global avasalla 
las antiguas concepciones, colocando a algunas es-
pecialidades jurídicas e instituciones, entre ellas, 
la jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el 
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o entrar en un proceso de decaimiento que podría 
conducirla ser sustituida.

En cuanto a la evolución tecnológica de las úl-
timas décadas, es importante resaltar que ella cam-
�
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las personas interactúan. Con la nueva tecnología 
se logra una comunicación en tiempo real, lo cual 
implica en la práctica del Derecho Administrativo 
que la gama de posibilidades para la actuación ad-
ministrativa y para la judicial, se amplíen, trans-
������	�� ���� �
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�� 
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y el administrado, entre el juez y las partes. Esta 
realidad genera la necesidad de establecer y adop-
tar un marco normativo que permita, en un con-
texto jurídicamente seguro, el uso de la tecnología 
1 Al decir del maestro García de Enterría nos encontramos 
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su aprovechamiento por parte de los usuarios y de 
las autoridades administrativas y jurisdiccionales.

Como se observa, los procesos descritos traen 
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para la administración pública y para el Derecho 
Administrativo.

2. La Constitución Política de 1991
~�� �
���	�� �����
���� ��
� ����
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ma surge de los cambios producidos en nuestro 
ordenamiento constitucional, los cuales imponen 
la necesidad de adecuar el Código Contencioso 
Administrativo, redactado en el contexto de 
la Constitución de 1886, a las realidades de la 
Constitución Política de 1991, la cual ha impreg-
nado todas la áreas del Derecho convirtiéndose en 
el eje sobre el cual gravitan, hoy por hoy, buena 
parte de las decisiones judiciales.

A partir de la expedición de la Constitución 
Política de 1991, en Colombia hemos venido asis-
tiendo a una creciente constitucionalización del 
Derecho, realidad jurídica que, en una primera 
aproximación, consiste en reconocer que todas 
las Ramas y especialidades del Derecho, así como 
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administrativas, de control, etc.), deben ceñirse 
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del estado social de derecho y al respeto y garan-
tía de los derechos de las personas11. El texto de 
la Carta y sus interpretaciones jurisprudenciales 
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aplicación de las normas por los administradores y 
operadores judiciales.

Por su parte, la Administración del Estado, en-
tendida como el conjunto de organismos y entida-
des de la Rama Ejecutiva del Poder Público y de 
la Administración Pública, los servidores públicos 
que por mandato constitucional o legal tienen a 
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administrativas, la prestación de servicios públi-
cos o la provisión de obras y bienes públicos, así 
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administrativas (Ley 489 de 1998, artículo 2°), 
11 Ver especialmente el Preámbulo de la C. P. y los artí-

culos 1°, 2°, 4°, 5° y el contenido del Título II. Entre 
otros: Vida, integridad personal, libertad e igualdad ante 
la ley, personalidad jurídica, intimidad, libre desarrollo 
de la personalidad, libertad de conciencia, libertad de 
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circulación y residencia, trabajo, asociación, sindicaliza-
ción, libertad de enseñanza, aprendizaje, investigación y 
cátedra, libertad personal, debido proceso, hábeas cor-
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incriminación, prohibición al destierro, prisión perpetua 
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humana, educación, salud, licencia de maternidad, segu-
ridad social, propiedad, visita conyugal del interno, se-
guridad, tranquilidad, salubridad y moralidad públicas, 
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aprovechamiento del tiempo libre.

y el Derecho Administrativo, como Derecho de 
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constituyente de 1991 diseñó en la Carta lo que 
pudiéramos llamar una especie de “Constitución 
Administrativa”, un modelo constitucional de ad-
ministración pública, que si bien conserva algunos 
elementos de la concepción anterior, deroga nor-
mas y paradigmas y genera la expedición de un 
cuerpo legal novedoso y modernas técnicas y mé-
todos de gestión que lo consolidan.

2.1 La Administración Pública en la 
Constitución de 1991

La nueva normatividad constitucional, permite 
concluir que el contexto económico y jurídico den-
tro del cual actúa la administración pública, otorga 
un papel protagónico al sector privado al cual se 
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comerciales, de prestación de servicios públicos, 
etc., que antes cumplía el Estado. Es claro que uno 
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el cambio del régimen legal aplicable a estas acti-
vidades, que ahora será el derecho privado o una 
mezcla de regímenes.

También es importante resaltar que, a partir de 
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tructura de la administración pública ha variado. 
Recordemos que el artículo 150.7 C. P. atribuye al 
Congreso de la República determinar la estructura 
de la administración nacional. Dicha atribución le 
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dades que la constituyen, señalando las caracterís-
ticas jurídicas para cada clase.

En 1998 el Congreso expidió la Ley 489, cono-
cida como Estatuto de la Administración Pública, 
complementada posteriormente por la 790 de 
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to orgánico de la administración, es decir, la parte 
estática, por otra parte, habilitan al Presidente de 
la República para ejercer los poderes deslegali-
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los cambios del entorno político, económico, ad-
ministrativo, etc. Este nuevo elemento, complejiza 
la estructura del Estado y las dinámicas de la ad-
ministración.
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cos y jurídicos, la Constitución de 1991, también 
imbuye al administrador público en un conjunto de 
����	������ �� ��
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���� ���� ���
��. El artículo 
209 de la C. P. expresa que “La función adminis-
trativa está al servicio de los intereses generales 
y se desarrolla con fundamento en los principios 
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tración de funciones.” (…).

Como se observa, la directriz básica del cons-
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como norte el interés general cuya prevalencia es 
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al lado del respeto a la dignidad humana, el tra-
bajo y la solidaridad entre las personas. (Artículo 
1° C. P.).

Esta directriz del artículo 209 concuerda con 
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que aparece en el artículo 2°, el cual indica, entre 
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los principios, derechos y deberes consagrados en 
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de la República están instituidas para proteger a 
todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, honra, bienes y demás derechos y liberta-
des…”. Se resalta en este punto, la importancia de 
primer orden que la Constitución y luego la juris-
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mecanismos extraordinarios creados para su cum-
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amparo constitucional de la acción de tutela que 
ha tenido un recurrente uso ante la inoperancia del 
reconocimiento de los derechos en sede adminis-
trativa.

Es, entonces, dentro de ese contexto axiológico 
y normativo de gran espectro, que la administra-
ción pública debe emitir todos sus actos, realizar 
sus operaciones, celebrar sus contratos, dar sus 
órdenes, etc., teniendo en cuenta que en esas ac-
tividades se cumplan los principios de igualdad, 
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cialidad y publicidad.

Como se observa, en el tránsito de concepcio-
nes entre la Constitución de 1886 y la de 1991, 
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cos. Roto el paradigma clásico de la centralidad de 
la ley y reemplazado por el de la Constitución y 
la consecuente constitucionalización del Derecho, 
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los derechos. En el nuevo modelo de administra-
ción pública antes descrito debemos señalar que 
surge como problemática el desconocimiento de 
derechos ciertos y la vulneración de los derechos 
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tual es la siguiente:

a) Aun cuando la relación jurídica: administra-
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mentales, surge en una sola dirección: pues es el 
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en la práctica ocurre que cuando el administrado 
acude en sede administrativa buscando respuesta a 
sus problemas, la administración contesta con eva-
sivas, o no contesta, o contesta negando pretensio-
nes a las que claramente tiene derecho el peticio-
nario. Con esta actitud, la administración impone 
una carga al ciudadano al que somete a acudir al 
juez para que sea este quien reconozca sus dere-
chos. Ese traslado de responsabilidades al aparato 
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b) Los servidores del Estado continúan traba-
jando con esquemas antiguos y obsoletos conteni-
dos en el Código Contencioso Administrativo de 
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de 1991;
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que se desenvuelve el administrador público, en-
marcado por las características mencionadas atrás: 
Una nueva estructura de administración pública 
con tendencia privatista y, por otro lado, unos prin-
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administrativa, en los que a su vez convergen dos 
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tista, que conduce a una administración con visión 
economicista y tecnocrática, la cual se evidencia 
en los desarrollos legales y las prácticas adminis-
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garantista que por el momento no se ha logrado 
consolidar.

2.2 Las nuevas instituciones Constitucionales 
que afectan la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa
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Administrativa y de la Administración Pública, la 
Constitución de 1991 creó instituciones que tam-
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nistrativa. El doble carácter, axiológico y normati-
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del juez administrativo en la que este se limitaba 
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adicionalmente, el juez contencioso-administrati-
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lidad: garantizar los derechos constitucionales de 
los asociados.
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da con la introducción de un conjunto de disposi-
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bles, de trámite prioritario y sumario. Esos nuevos 
rituales están contenidos en la regulación de las 
llamadas acciones constitucionales, cuyo conoci-
miento está asignado, casi en su totalidad, a la ju-
risdicción contencioso-administrativa.

Es claro que las acciones constitucionales 
consagradas en 1991 no estaban previstas en la 
Constitución de 1886, ni su trámite procesal po-
día estar contemplado en el Código Contencioso 
Administrativo de 1984. Por esta razón, el Derecho 
Procesal y en especial el Procesal Administrativo, 
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������12 que el le-
gislador dictó para hacerlas aplicables.

En este orden de ideas, a partir de 1991 las dis-
tintas jurisdicciones asumieron la tramitación de 
las acciones constitucionales que la ley les señaló 
12 Ley 472 de 1998 desarrolló el artículo 88 de la Constitu-

ción Política sobre Acciones Populares y de Grupo.
 Ley 1095 de 2006 sobre hábeas corpus.
 La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 

2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000.
 Ley 393 de 1997 desarrolló la Acción de Cumplimiento.
 Ley 678 de 2001 sobre Acción de Repetición.
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y en lo que atañe a la jurisdicción Contencioso-
Administrativa, su trabajo se vio incrementado 
con la tramitación y decisión de las acciones de:

a) tutela, de la cual conocen todos los jueces de 
la República;

b) de cumplimiento, regulada en la Ley 393 
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Administrativos en primera instancia;

c) en las de grupo y populares, reglamentadas a 
través de la Ley 472 de 1998, cuyo conocimiento 
corresponde a los Jueces Administrativos en pri-
mera instancia; 

d) la pérdida de investidura de congresistas, 
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la competencia en la Sala Plena Contenciosa del 
Consejo de Estado.

Se suman a las acciones propiamente consti-
tucionales, otras que creó el legislador con pos-
terioridad a la Constitución de 1991, y cuyo co-
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contencioso-administrativa, como son, entre otras, 
las controversias contractuales estatales y los pro-
cesos de ejecución o cumplimiento (artículo 75 
de la Ley 80 de 1993, inc. 1º), la pérdida de in-
vestidura de diputados, concejales municipales y 
distritales y ediles (artículo 48 de la Ley 617 de 
2000); la aprobación o improbación de las actas de 
Conciliaciones prejudiciales (artículo 24, Ley 640 
de 2001), los juicios ejecutivos originados en con-
denas impuestas por la jurisdicción, que se trasla-
dan de la justicia ordinaria a la contenciosa (Ley 
446 de 1998), los procesos de repetición contra los 
servidores públicos que deban responder cuando 
se condene al Estado por sus actuaciones dolosas 
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nes públicas (Ley 678 de 2001) y el conocimiento 
de las solicitudes de hábeas corpus (Ley 1095 de 
2006).

3. Cambios en la estructura organizacional 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa 
y en la distribución de competencias en los dife-
rentes niveles jurisdiccionales

Como se observa, el contexto de la jurisdicción 
contencioso-administrativa ha cambiado conside-
rablemente, pero es en los últimos tres años cuan-
do aparecen nuevos elementos que están haciendo 
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cionamiento de esta justicia especializada.

Desde sus inicios en 1914, la jurisdicción con-
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dos niveles jerárquicos de órganos colegiados, los 
tribunales administrativos de primera instancia y el 
Consejo de Estado, que actúa como juez de segun-
da instancia y máximo tribunal de lo contencioso-
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la Administración de Justicia, en la cual se creó un 
tercer nivel de decisión como primera instancia, 
no colegiada, sino unipersonal, constituida por los 
juzgados administrativos que iniciaron operacio-
nes tan solo diez años después. Fue en la Ley 446 
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Administrativo, donde se asignaron competencias 
a los jueces administrativos y se aumentaron las 
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aunque esa ley se expidió como una norma de des-
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to, la atribución de competencias se hizo inaplica-
ble, continuando entonces con la aplicación de las 
cuantías establecidas en el Código Contencioso-
Administrativo.

Posteriormente, aparece la Ley 954 de 2005, en 
la cual se readecúan las competencias de la Ley 
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administrativos. Al aplicar las nuevas cuantías a 
los procesos que venían en curso, los negocios que 
debían corresponder a los jueces administrativos 
se concentraron en los Tribunales. Es decir, los 
Tribunales Administrativos continuaron asumien-
do las competencias de los jueces administrativos, 
sin embargo, una gran parte de los procesos al ha-
�
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���	�� �
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���
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� ���� ���������
para recurrir en apelación, se convirtieron, de he-
cho, en procesos de única instancia, disminuyendo 
de esta manera el volumen de procesos en algunas 
secciones del Consejo de Estado.

El 1º de agosto de 2006 entraron en operación 
257 juzgados administrativos distribuidos en todo 
el país. La puesta en marcha de dichos juzgados 
después de más de 90 años de existencia de la ju-
�
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����������������
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de una estructura piramidal de tres niveles y, por 
otra, un cambio cualitativo en la toma de las de-
cisiones, al pasar de una decisión colegiada a una 
unipersonal. Estos cambios, aunque era urgente y 
necesario realizarlos, plantean la necesidad de in-
���
��
�� ��� �
���������$�	
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papel que debe cumplir el Consejo de Estado como 
máximo tribunal de lo contencioso-administrativo 
en la nueva estructura, y determinar los mecanis-
�������
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cia que dicten los tribunales administrativos con el 
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métodos orales en los procesos que se adelantan 
en la Jurisdicción, en desarrollo de lo dispuesto en 
el inciso segundo del artículo 1° de la Ley 1285 
de 2009, que estableció la obligación de que la ley 
adopte nuevos estatutos procesales con diligencias 
orales y por audiencias, teniendo en cuenta los 
nuevos avances tecnológicos.

4. La congestión judicial, un fenómeno cre-
ciente
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la consagración de las acciones constitucionales 
con las correspondientes competencias para la juris-
dicción contencioso-administrativa, la asignación 
en número creciente de nuevas atribuciones legales 
para esta jurisdicción, el aumento de la litigiosidad 
en los juzgados y tribunales contencioso-adminis-
trativos, la obsolescencia de los procedimientos 
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ticas y las técnicas del proceso oral, y el relativo 
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de despachos judiciales no crece al mismo ritmo de 



GACETA DEL CONGRESO  1.173  Martes 17 de noviembre de 2009 Página 57

la demanda, condujo al represamiento de muchos 
procesos en los despachos judiciales, sin que has-
ta el momento se haya encontrado una solución de 
corto o mediano plazo para evacuar el inventario 
acumulado en estos años.

Es bueno anotar que el legislador ha tratado de 
�������������
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do la naturaleza judicial de algunos asuntos para 
que sean asumidos por autoridades administrativas 
����������
�����
����
�����
�
���
�����	������
����-
torios. Es así como en los últimos 25 años, se han 
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competencias, las cuales están contenidas espe-
cialmente en el Decreto Extraordinario 2304 de 
1989, en la Ley 446 de 1998, en la Ley 589 de 
2000, en la Ley 270 de 1996, en la Ley 954 de 
2005, en la Ley 1107 de 2007 y en el presente año 
en la Ley 1285, normas que no han logrado la so-
lución al problema bajo estudio.
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los juzgados administrativos, aunque en princi-
pio redujo ostensiblemente el volumen de nego-
cios en los Tribunales Administrativos, dado que 
los nuevos jueces13 asumieron en agosto de 2006, 
125.098 de los procesos que se encontraban en 
curso en los Tribunales, en la práctica ocurrió que 
al no preverse un programa de descongestión ma-
sivo, anterior o simultáneo a la puesta en marcha 
de los juzgados, la congestión se trasladó a estos. 
Los juzgados nacieron congestionados.

Así mismo, en el análisis estadístico encontra-
mos que año tras año, tanto en los juzgados como 
en los Tribunales Administrativos, el total de pro-
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que en estos mismos periodos ingresan para avo-
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Consejo Superior de la Judicatura14 revelan esta 
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GRAFICA 1
Ingresos y egresos de procesos del año 2000  

al primer semestre de 200915
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Como se observa, en los últimos 9 años se re-
gistra un crecimiento sistemático de la demanda de 
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����
de justicia en la jurisdicción. En la serie histórica 
analizada, tan solo en el primer semestre de 2009 
se presenta un pequeño decrecimiento del inventa-
rio de procesos represados, dato que no puede in-
terpretarse como cuantitativamente representativo, 
13 En 2006 iniciaron operación en todo el país 257 juzgados 

administrativos.
14 Documento “Evolución de la gestión de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa”. Consejo Superior de la 
Judicatura. Sala Administrativa - Unidad de Desarrollo 
y Análisis Estadístico�
septiembre 14 de 2009.

15 Idem.
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entre el año 2006 y el año 2009, el porcentaje de 
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CUADRO 1
Evolución de inventarios 2006 – 2009  

(Primer Semestre)7

Año Tribunales Juzgados Total In-
ventario

% Incre-
mento

2006 45.246 145.548 190.794
2007 42.433 169.617 212.050 11,14%
2008 43.973 184.048 228.021 7,53%
Primer Semes-
tre 2009 47.493 174.915 222.408 -2,46%

Esta apremiante realidad requiere no solo la 
toma de medidas normativas que permitan supe-
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como son la violación al principio de la pronta y 
cumplida justicia, la denegación del servicio de 
justicia, el incumplimiento de lo que se ha deno-
minado “plazos razonables”, sino adelantar planes 
especiales de descongestión masiva que neutrali-
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-
gitimación del Estado colombiano.

II. EL PROCESO DE REFORMA 
A LA JURISDICCION CONTENCIOSO- 

ADMINISTRATIVA
Frente a la evidencia de que el mundo había 
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das con los procesos de globalización; consecuen-
tes con la concepción de los derechos ciudadanos 
que introdujo la Constitución de 1991; ante una es-
tructura piramidal de tres niveles en la jurisdicción 
contencioso-administrativa consolidada después 
de casi cien años de historia institucional; y cons-
�
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de la congestión judicial; el Consejo de Estado, 
a través de su Comisión Legislativa, se propuso 
en el último semestre del año 2006, la tarea de re-
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tivas que demandaba este inusitado contexto, por 
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el actual Código Contencioso Administrativo de 
1984.

En el año 2007, como una invitación a reali-
zar un análisis autocrítico y que conjugara todos 
los niveles de la jurisdicción, se acuñó la expre-
sión “Repensar la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa”. Fue una corriente de pensamien-
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lugar, si la situación actual de la jurisdicción se 
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con algunos retoques de coyuntura, y en segundo 
término, en caso de concluir en la necesidad de la 
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siones legales y administrativas requeridas para tal 
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El estudio de estas dos cuestiones se abordó 
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micos. Entre estos se resaltan el Seminario-Taller 
realizado en el mes de junio del año 2007 en la ciu-
dad de Bogotá, que contó con la participación de 
Consejeros de Estado, de los 26 Presidentes de los 
7 Idem.
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Tribunales Administrativos de todo el país y una 
representación de jueces administrativos. El even-
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����
sobre los problemas estructurales de la justicia ad-
ministrativa, y para debatir los proyectos de reor-
denamiento de las cuantías y las competencias en 
la jurisdicción, el recurso extraordinario de casa-
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��
��������
��
de administración de justicia, que en ese momento 
se estaba gestando con importante presencia del 
Consejo de Estado.

Las conclusiones del seminario-taller conso-
lidaron las primeras apreciaciones sobre la rea-
lidad de la jurisdicción e incursionaron, además, 
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cambio en la estructura del Consejo de Estado, las 
distintas medidas para descongestionar la jurisdic-
ción, y la creación de un mecanismo que colocara 
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la jurisprudencia en el nuevo contexto generado 
por la puesta en marcha de los 257 juzgados ad-
ministrativos.
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tentar la agenda académica, que meses después, 
con la participación de más de 300 asistentes, se 
desarrolló en el Decimotercer Encuentro de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, cele-
brado en Armenia con motivo de los 190 años de 
creación del Consejo de Estado. En este escenario, 
se requirió del Gobierno Nacional integrar la jus-
ticia administrativa en los planes estratégicos de 
desarrollo y apropiar los recursos necesarios para 
un plan de modernización de la Rama Judicial 
pero especialmente de la jurisdicción contenciosa. 
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Administrativo, el plan de emergencia para la 
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plementación de los procesos contenciosos orales, 
como elementos mínimos de un programa de desa-
rrollo de largo plazo”16.

Como resultado de estas deliberaciones se lle-
gó a un consenso con el Gobierno Nacional so-
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lativa estructural que permitiera contar con un 
nuevo Código Contencioso Administrativo para 
el país. Para este propósito, se acordó establecer 
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como se creó, mediante el Decreto 4820 del 14 
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a la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, 
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Contencioso Administrativo, buscando reducir los 
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implementar en ella el proceso oral por audiencias.
8 Tomado del discurso de Instalación del XIII ENCUEN-

TRO DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO-AD-
MINISTRATIVA. Septiembre 5, 6 y 7 de 2007. Arme-
nia, Quindío.

La Comisión p��������
��������������
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Contencioso-Administrativa se integró9 por 
once Consejeros de Estado; un Magistrado de la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura; y los Ministros del Interior y de Justicia 
y de Hacienda y Crédito Público, el Secretario 
Jurídico de la Presidencia de la República y el 
Superintendente de Industria y Comercio. La 
Comisión se instaló el 28 de enero de 2008 y a 
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Congreso continúa sesionando.

Los principales objetivos y propósitos que se 
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1. Revisar y proponer la actualización del con-
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trativa y los procedimientos utilizados por la admi-
nistración pública, de acuerdo con la Constitución 
Política de 1991 y con las realidades socioeconó-
micas del nuevo modelo de estado y de la admi-
nistración.
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tencioso-administrativa, las clases de acciones y 
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institucionales, de manera que se pueda controlar 
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administración, al tiempo que se garantizan los de-
rechos de los administrados, en el marco de una 
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3. Incorporar como legislación las doctrinas 
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��
todos los asuntos y materias que competen a la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

4. Fortalecer tanto en la regulación de la actua-
ción administrativa como en la del proceso con-
tencioso-administrativo, la utilización de nuevas 
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y a la administración de justicia.
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proceso contencioso-administrativo, en desarro-
llo de lo previsto en el artículo 1° de la Ley 1285 
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Estatutaria de la Justicia, ley 270 de 1996.

6. Consagrar los mecanismos y recursos de 
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Estado, como órgano de cierre de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.
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siones de trabajo realizadas por la Comisión, se 
hicieron varios eventos que permitieron enrique-
cer el proyecto. Importante destacar, entre otros, el 
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la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa en el 
cual se contó con la muy valiosa presencia de aca-
démicos y Consejeros de Estado de Francia. Este 
evento permitió conocer el panorama actual y las 
tendencias del Derecho Administrativo europeo 
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torio de nuestras instituciones en la Jurisdicción 
Contenciosa.
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9       La composición inicial de la Comisión, así como el térmi-
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y 1126 de 2008 y los Decretos 453, 2461, 2820 y 3781 de 2009.
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También se resalta el seminario celebrado por 
la Sala Plena del Consejo de Estado en Paipa 
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participación de otros integrantes de la Comisión 
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Así mismo, se realizó el Foro Internacional 
en Derecho Contencioso Administrativo organi-
zado con autoridades judiciales y académicos de 
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namiento de la Jurisdicción Administrativa en ese 
país e intercambiar opiniones sobre los lineamien-
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Por otra parte, los Encuentros de la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa realizados en las ciu-
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ron los escenarios de socialización del trabajo de 
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todos los niveles de la Jurisdicción en el país y sus 
opiniones y observaciones sobre el proyecto per-
mitieron enriquecerlo.

Resultado del proceso descrito, se presenta 
este proyecto a consideración del Congreso de la 
República. Consideramos que la propuesta aquí 
consignada integra los cambios constitucionales, 
moderniza las instituciones administrativas y pro-
cesales, y aprovecha los recursos que proporcio-
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mantiene y da continuidad en sus dos partes, tanto 
a los elementos estructurales de los procedimien-
tos administrativos, como a la organización de la 
Jurisdicción y el propio proceso contencioso por 
considerar que son instituciones ya decantadas, 
que no se han desactualizado por el transcurso del 
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estatuto, sino una evolución del mismo con el pro-
pósito de actualizar y enriquecer los institutos allí 
previstos.

Denominación y estructura del nuevo Código
Dentro del contexto descrito, la Comisión para 
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Decreto-ley 01 de 1984, consideró necesario 
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países, en realidad contiene en su texto dos tipos 
de normatividades: una, la que regula los procedi-
mientos administrativos que deben seguir las au-
toridades contempladas en el artículo 2° y la otra, 
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les que deben cumplir los Jueces y Magistrados. 
Por esta razón, propone complementar la denomi-
nación actual del código llamándolo “Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”.

Así las cosas, el proyecto se divide en dos gran-
des partes, así:

PARTE PRIMERA
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

PARTE SEGUNDA
DE LA ORGANIZACION DE LA JURISDICCION 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, 
DE SU FUNCION JURISDICCIONAL Y DE  
LA FUNCION CONSULTIVA DEL CONSEJO 

DE ESTADO.
EXPOSICION DE MOTIVOS  
PARA LA PARTE PRIMERA

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
La primera parte del Código regula los procedi-
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las autoridades deben actuar para resolver las pe-
ticiones que las personas presentan ante ellas, así 
como las reglas generales que se aplican al desa-
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esta se realice por los organismos o entidades de 
naturaleza pública o por los particulares que por 
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Las principales regulaciones de los 
Procedimientos Administrativos que se incluyen 
en esta primera parte del proyecto, son:

1. Adecuación del Código Contencioso 
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derecho y a los principios de la función admi-
nistrativa señalados en la Constitución

La totalidad del nuevo texto del Código está 
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tatuidos en el artículo 209 de la C. P. y por otros 
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del debido proceso administrativo, se encuentran 
igualmente en la C. P. Así, el artículo 1° del proyec-
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administrativos es la de proteger y garantizar los 
derechos y libertades de las personas, la primacía 
del interés general, la sujeción de las autoridades 
a la Constitución y demás preceptos del ordena-
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la administración, y la observancia de los deberes 
del Estado y los particulares.

Igualmente el artículo 3° ordena a las autorida-
des que todas sus decisiones deberán consultar los 
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debido proceso, moralidad, participación, respon-
sabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, 
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alcance interpretativo de la ley se explicitan en 
esta norma como directriz de obligatorio cumpli-
miento para los servidores públicos.

2. Establecimiento de reglas imperativas 
para que la administración proteja directamen-
te los derechos de las personas en sede adminis-
trativa

En un Estado social de derecho, el reconoci-
miento de los derechos de las personas debe hacer-
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se prioritariamente por la administración, dejando 
la intervención del juez solamente para aquellas 
situaciones excepcionales en que la administra-
ción encuentre que debe negar su reconocimiento. 
En el proyecto de código que hoy se presenta al 
$����
���� 
���� ����
��
��� �
� ������
�
� �
	
��-
te el otorgamiento de herramientas jurídicas a la 
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Así, el artículo 19 permite a la autoridad conceder 
atención prioritaria a las peticiones cuando estén 
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medidas cautelares para protegerlos. Igualmente, 
en el proyecto se establece el deber de aplicar de 
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constitucionales y legales y la jurisprudencia. En 
este sentido, el proyecto busca también dar con-
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en la toma de decisiones y dar seguridad jurídica 
al peticionario sobre la norma y la doctrina apli-
cable a su caso individual. El artículo 9° es claro 
cuando indica que “Al resolver los asuntos de su 
competencia las autoridades aplicarán las disposi-
ciones constitucionales, legales y reglamentarias 
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la jurisprudencia reiterada de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.”.

Otras expresiones del postulado bajo análisis se 
encuentran en el artículo 22, sobre deberes espe-
ciales de los Personeros Distritales y Municipales 
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del Pueblo, y en el artículo 82 sobre la posibili-
dad legal de que grupos especializados estudien y 
proyecten las decisiones de los recursos contra los 
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por esta vía.

Por último, se busca que este tipo de medidas 
se acepten y se acojan en la cultura administrativa 
del país, para disminuir la litigiosidad imperante.
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ción y compilación de la legislación sobre temas 
relacionados con la administración pública, que 
por la dinámica legislativa se encuentran disper-
sos. En especial, se incluyeron los relacionados 
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ción y racionalización de trámites. Como resultado 
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de estas materias que tiene como destinatarios a 
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del país, en donde no siempre es viable conocer 
oportunamente la integridad de la legislación que 
se produce.

Algunos ejemplos de lo dicho anteriormente 
son, entre otros, los siguientes artículos: el 34, so-
bre el procedimiento administrativo común y prin-
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las distintas modalidades de peticiones; el 6° y el 

7°, que introducen en el Código los deberes de las 
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co; el 23, el 24 y el 25 sobre los documentos e 
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de levantamiento de dicha medida.

4. Fortalecimiento del derecho de petición
#�� 	
�
���� ���	��
����� 	
� �
�
�
���� ��� 	
��-

�������������
�	
��
�������
��������
�
��
�
	�	���
�
convierte en uno de los ejes centrales de la rela-
ción entre el Estado y las personas, relación que 

������
����
��
������������
�
��~�����
�������
���
del articulado de la parte primera del proyecto está 
dedicada a esta institución, básicamente todo el 
Título II. De allí, es bueno destacar como nove-
dad los artículos 31 y 32. En el primero, se de-
sarrolla la posibilidad constitucional de ejercer el 
derecho de petición ante organizaciones privadas 
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el segundo, la misma posibilidad para los usuarios 
de ciertas instituciones privadas como las Cajas de 
Compensación Familiar y las entidades de la se-
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prestan el servicio público de la salud por delega-
ción del Estado.

De otra parte, se precisa en el artículo 12, que 
toda solicitud que se presente a las autoridades se 
entiende realizada en ejercicio del derecho de pe-
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de atención a las peticiones y a los términos para 
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dor público.

Por último, en el artículo 29, se regulan los tér-
minos para resolver las peticiones que se realicen 
entre autoridades, remitiendo a los mismos plazos 
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5. Fortalecimiento del uso de medios tecnoló-
gicos en la gestión administrativa

Aunque el uso de medios tecnológicos ya se 
encuentra generalizado en nuestra administra-
ción pública, se aprovecha el Código para in-
troducir un conjunto de disposiciones que per-
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los avances tecnológicos y las posibilidades que 
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Comunicaciones para modernizar y racionalizar 
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al mismo tiempo que se utilizan como un medio 
de acortar las distancias entre los ciudadanos y las 
autoridades.

De otra parte, si bien se reconoce que estas tec-
nologías brindan una oportunidad de moderniza-
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que su utilización puede prestarse para actividades 
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exigencias legales necesarias para que las actua-
ciones que se adelanten a través de estos medios 
se encuentren revestidas, siempre que la naturale-
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de seguridad, sobre la autoría de los documentos 
electrónicos, su integridad y su conservación, re-



GACETA DEL CONGRESO  1.173  Martes 17 de noviembre de 2009 Página 61

mitiendo siempre a las normas que regulan la ma-
teria, es decir la Ley 527 de 1999 sobre comercio 
electrónico.

Del capítulo sobre la utilización de medios 
electrónicos en la administración, uno de los as-
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personas de actuar ante las autoridades a través de 
estos medios, lo cual implica que las autoridades 
deberán habilitar las herramientas electrónicas que 
permitan a todas las personas ejercer este derecho. 
Por lo anterior, el proyecto posibilita la actuación 
administrativa sin papel, pues desde la petición 
inicial hasta el acto administrativo que decide el 
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de los recursos contra la decisión, pasando por la 
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chivo, podrán hacerse por vía electrónica.

Sin perjuicio de lo anterior, se decide mante-
ner como una garantía y como mecanismo de tran-
sición, la utilización de los medios tradicionales 
para los sectores de la población que no pueden 
acceder a estas modalidades de comunicación, de 
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ción no se constituya en una carga adicional para 
la población de escasos recursos.

6. Modernización de instituciones
Como parte de la revisión realizada a las nor-

mas de la parte primera se introducen ajustes pun-
tuales a algunas instituciones para concordarlas 
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recursos ante la administración, se amplía el pla-
zo para la presentación de los recursos a 20 días, 
con lo cual el recurrente puede sustentar mejor sus 
argumentos y entregar más elementos a las auto-
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inicial.
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pos especializados para elaborar proyectos de de-
cisión.
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el rango de la multa para establecerlo en un mí-
nimo de 3 y un máximo de 500 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. En cualquier caso la 
multa debe imponerse con criterios de razonabili-
dad y proporcionalidad.
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gubernativa y en su remplazo se alude a recursos 
ante la administración.
III. PARTE SEGUNDA - DE LA ORGANIZACION 
DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVA Y DE SU FUNCION 

JURISDICCIONAL Y CONSULTIVA
De acuerdo con las nuevas orientaciones y 
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atendiendo las actuales necesidades del servicio, 
en su segunda parte, el proyecto plantea una re-
visión integral de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, mediante una completa regulación 
de aquellos temas que constituyen la esencia mis-
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y la razón de ser de su especialidad.

Para lograr este objetivo, el articulado que se 
propone se construye a partir de una juiciosa re-
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1. Organización de la Jurisdicción de lo conten-
cioso-administrativo
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3. Introducción de un esquema mixto que con-

jugue proceso escrito y oralidad.
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medios de control judicial.
5. Fortalecimiento de los poderes del juez.
6. Consagración de un nuevo recurso extraor-

dinario.
7. Mecanismo de revisión eventual.
8. Extensión de la jurisprudencia.
9. Disposiciones especiales para el trámite y de-

cisión de las pretensiones de contenido electoral.
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11. Utilización de medios electrónicos en el 

proceso judicial.
12. Régimen de transición y aplicación del có-

digo.
1. Organización de la Jurisdicción de lo con-

tencioso-administrativo
Se regulan las reglas de la organización de la 

Jurisdicción y las atribuciones que le correspon-
den al Consejo de Estado, a los tribunales y a los 
juzgados administrativos.

En cuanto al Consejo de Estado se actualizan 
algunas de las competencias que le han sido atri-
buidas, para incluir aquellas que le corresponden 
por disposición constitucional, por ejemplo en ma-
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ción de integrantes de ternas. De igual manera se 
incluye una norma que le asigna al Presidente de 
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tos de competencia entre las secciones de la Sala 
Contenciosa. En cuanto a la organización de esta, 
se ajusta su composición para incluir los cuatro 
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Sección Tercera por la Ley 1285 de 2009, y se crean 
3 salas de decisión integradas por nueve magistra-
dos de la Sala de lo Contencioso Administrativo de 
las distintas secciones que se encargarán de cono-
cer de las revisiones eventuales.
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ciones de la Sala de Gobierno, entre las cuales se 
incluye la posibilidad de que la Sala Plena le dele-
gue la elección de los empleados de la corporación 
con excepción de los que deban elegir las salas 
secciones y despachos.

También se incorporan las normas relacionadas 
con conjueces y su posesión, la comisión para la 
práctica de diligencias, las labores del Consejo de 
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gación del Consejo de Estado y por último la re-
gla sobre auxiliares de los Consejeros de Estado a 
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de procesos.
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En cuanto a la organización de tribunales y juz-
gados administrativos, se incorporan las normas 
que establecen los asuntos de su competencia y las 
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de los tribunales.

El proyecto establece también un régimen de 
impedimentos y recusaciones para consejeros, 
magistrados, jueces administrativos y agentes del 
ministerio público que procura la transparencia en 
los procesos de que conoce la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Como regla general, 
en materia de casuales se remite a las que se en-
cuentran previstas en el artículo 150 del Código de 
Procedimiento Civil. Sin embargo, dada la natura-
leza de los asuntos que conoce esta jurisdicción, 
se crea una causal especial de impedimento para 
quienes hayan participado en la expedición del 
�����
���
�
�	���
�����������
������
�
����
���	
��
contrato, o en la ejecución del hecho u operación 
administrativa materia de la controversia.

Igualmente, se incorporan las normas que so-
bre la materia contiene actualmente el Código 
Contencioso Administrativo.
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lización, el proyecto en el artículo 100 considera 
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ción, es necesario acudir a un criterio material 
que hace que la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo conozca de actos, hechos, opera-
ciones y omisiones relacionados con el ejercicio 
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Sin embargo, la dinámica de las actividades 
societarias hace que en ocasiones se tenga que 
acudir al criterio orgánico para que el adminis-
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donde podrían presentarse controversias sobre la 
jurisdicción competente, como sucede en casos 
de responsabilidad extracontractual y contractual, 
cuyo conocimiento se asigna a la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo siempre que una de 
las partes del litigio sea una entidad pública.

En este orden de ideas, se precisa que co-
rresponde a la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo conocer los procesos que se origi-
�����������]
�������
�����
��
��

�� K��� �������
��
��� �
���
���� �� ��� �
�������
-
lidad extracontractual y a los contratos celebra-
dos por entidades públicas excepción hecha de 
aquellas que tengan el carácter de instituciones 
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guros o intermediarios de valores vigilados por la 
Superintendencia Financiera, cuando correspon-
dan al giro ordinario de los negocios de dichas en-
tidades.
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vicios públicos en que se incluyan cláusulas exor-
bitantes.
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a la seguridad social de dichos servidores cuando 
se encuentren en un régimen administrado por una 
persona de derecho público.
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puestas, conciliaciones aprobadas en esta jurisdic-
ción, laudos arbitrales en que sea parte una entidad 
pública o los que se originen en contratos. Se ex-
ceptúan los procesos ejecutivos derivados de los 
contratos celebrados con ocasión del giro ordinario 
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guradoras, intermediarios de seguros o intermedia-
rios de valores vigilados por la Superintendencia 
Financiera.
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dientemente de las normas sustantivas que rigen el 
tema, se entiende por Entidad Pública, además de 
los órganos, organismos o entidades estatales, las 
sociedades y asociaciones de participación mix-
ta que cuenten con aportes estatales superiores al 
50%.
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los asuntos sobre los cuales debe conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, si-
guiendo las orientaciones contenidas en Códigos 
recientemente expedidos, como el de Costa Rica, 
en el artículo 101 del proyecto se señalan expre-
samente algunas materias que no se comprenden 
dentro del objeto de la jurisdicción, como por 
ejemplo:
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cieras, aseguradoras, intermediarios de seguros o 
intermediarios de valores cuando correspondan al 
giro ordinario de los negocios de esas entidades, 
incluyendo los procesos ejecutivos, dado que tie-
nen una connotación de derecho privado que no 
corresponde a la especialidad de la jurisdicción.
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diccional, salvo que se trate de resolver un recurso 
de instancia contra esas decisiones de dicha auto-
ridad.
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trabajo celebrados entre las entidades públicas y 
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��
�������������
�
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rresponde a la jurisdicción laboral.

3.� #������		���� ��� ��� ��$���
� ������ $���
conjugue proceso escrito y oralidad
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proceso, pero salvaguardando los derechos de las 
partes, el proyecto acoge un sistema mixto en el 
que se combina la estructura escrita actual con la 
posibilidad de realización de audiencias de acuer-
do con los nuevos principios de la oralidad.

En ese sentido, el desarrollo del proceso está 
previsto en los artículos 176, 177 y 178 que dis-
ponen la realización de tres audiencias orales, así: 
una audiencia inicial en la cual se lleva a cabo el 
���
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�
excepciones previas y el decreto de pruebas; pos-
teriormente, se realiza la audiencia para la práctica 
de pruebas de la cual puede prescindirse cuando se 
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tiene prevista una tercera audiencia de alegaciones 
y juzgamiento en donde se oirán los alegatos de las 
����
����	
��
�����
��
��
�
���������
���
��
	��	
�
la sentencia.
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���
de algunas actuaciones allí señaladas como, por 
ejemplo, la demanda, su traslado y contestación.

La implementación de este esquema mixto de 
oralidad, tomado además como un elemento para 
descongestionar la Jurisdicción, exige por parte de 
���������
	�	
������������������

������������
����
necesarios, para lo cual será necesario establecer 
transitoriamente una especie de jurisdicción para-
lela que aplique el nuevo sistema solamente para 
los procesos que se inicien a partir de la vigencia 
del Código, como se ordena en el Título XI de la 
Parte Segunda de este Proyecto.

4.�&���	
	����������	��������������	�������
los medios de control judicial

El proyecto propone cambiar el actual sistema 
que parte de la existencia de una pluralidad de ac-
ciones, por considerar que el derecho a accionar 
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del Derecho Fundamental de Acceso a la Justicia, 
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���
procesal evita que se haga nugatorio el acceso a la 
justicia por equivocaciones, por parte de los usua-
rios, en la selección del medio de control adecuado 
para acceder a la Jurisdicción.

Con este propósito, el Título III de la Parte 
Segunda integra, además de los medios de control 
��
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ciones de nulidad, nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa, controversias contrac-
tuales y nulidad electoral, otro tipo de pretensiones 
como la nulidad por inconstitucionalidad previs-
ta en el artículo 237 numeral 2 de la Constitución 
>����
����
����������
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����	
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	�	�������-
me al artículo 20 de la Ley 137 de 1994; la repeti-
ción de acuerdo con el artículo 2 de la Ley 678 de 
2001; la pérdida de investidura prevista en la Ley 
144 de 1994; la protección de intereses y derechos 
colectivos y la reparación del daño causado a un 
grupo previstas en la Ley 472 de 1998; y el cum-
��
�
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��������������
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����
de actos administrativos prevista en la Ley 393 de 
1996.

En esencia, aquellas acciones a las que se han 
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simplemente se recogen en el capítulo de medios 
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rre con la pérdida de investidura, donde el térmi-
no para su trámite y decisión tiene consagración 
constitucional, ora porque el trámite es común 
para procesos adelantados por jueces ordinarios y 
contencioso-administrativos, como sucede con las 
acciones populares y de grupo.

La regulación sobre demanda y proceso conten-
cioso abarca todas las etapas del desarrollo de la 
actuación que se debe adelantar ante las distintas 
instancias de esta jurisdicción.
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pacidad, representación y derecho de postulación, 
que establecen los parámetros que deben seguir las 
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nes públicas, para ser partes del proceso.
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�
procedibilidad que se deben cumplir antes de la 
presentación de la demanda, como el trámite de 
la conciliación extrajudicial, siempre que el asun-
to sea conciliable de acuerdo con la Ley 1285 de 
2009. También se incluye el requisito del concep-
to previo de la Sala de Consulta y Servicio Civil 
����	�� �
� ����
� 	
� ��� ���]
���� 
���
� 	��� �� ����
entidades públicas; y en el caso de la nulidad del 
acto de elección de un servidor público, el examen 
previo que debe realizar la autoridad electoral.

En cuanto a los requisitos de la demanda, ade-
más de enumerar los que debe cumplir el escrito 
correspondiente, se establecen reglas sobre opor-
tunidad para su presentación y acumulación de 
pretensiones.
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ciencia al desarrollo del proceso, se establece la 
posibilidad de surtir actuaciones a través de estos, 
siempre y cuando en su envío y recepción se ga-
rantice la autenticidad, integridad, conservación y 
����
�
������������	
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�������
���

Sobre nulidades e incidentes, se establecen en 
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��
control de legalidad en cada etapa del proceso, de 
manera que se saneen los vicios que puedan aca-
rrear nulidad. Los asuntos que se pueden tramitar 
a través de incidente se relacionan taxativamente, 
para evitar prácticas dilatorias.

En materia probatoria, aunque se mantiene la 
remisión al Código de Procedimiento Civil para 
los aspectos no regulados, de todas maneras en el 
proyecto se consagran reglas especiales relaciona-
das con las oportunidades que existen para aportar 
o solicitar pruebas en cualquiera de las instancias, 
��� ���
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consecuencias que acarrea la práctica de pruebas 
con violación del debido proceso, el valor proba-
torio que se le otorga a las copias, la posibilidad 
de utilizar medios electrónicos en materia proba-
toria, la regulación de las declaraciones de los re-
presentantes de las entidades públicas y el régimen 
aplicable a los peritajes que se practiquen en estos 
procesos.

5. Fortalecimiento de los poderes del juez
#������
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de los administrados, sistemáticamente desconoci-
dos por la administración, por lo general bajo el 
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����
de unos derechos que la más de las veces se reve-
lan como indiscutibles, dada la reiteración de las 
tesis jurisprudenciales o la claridad del buen de-
recho del reclamante. Es por esto que se propone 
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reconocimiento de los derechos de los asociados.
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contencioso-administrativo, en los siguientes te-
mas:

a) En relación con el petitum
Se propone que el juez pueda ampliar el petitum 

a la nulidad de los actos que han resuelto los recur-
sos por la vía gubernativa. Exige el proyecto en el 
artículo 159, como hoy lo hace la norma vigente, 
que cuando se pretenda la nulidad de un acto admi-
nistrativo, este se debe individualizar con toda pre-
cisión, y a renglón seguido propone que si el acto 
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entenderán demandados los actos que los resolvie-
ron, propuesta que conduce a evitar las sentencias 
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dado, comoquiera que simultáneamente se dispone 
en el artículo 176-7, que en la primera audiencia 
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con lo cual se garantiza el derecho del demandado 
para conocer, desde el comienzo, cómo quedará 
integrado el petitum sobre el cual el juez dictará 
sentencia.
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cir las pretensiones del contenido de la demanda. 
Expresamente propone el proyecto en el artícu-
lo 134, que si de la demanda presentada con una 
pretensión en apariencia meramente anulatoria, se 
desprendiere que se persigue el restablecimiento 
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las reglas propias de la pretensión de nulidad y res-
tablecimiento del derecho, plasmando así en legis-
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��
que la jurisprudencia contencioso-administrativa 
ha venido aplicando de manera reiterada en los úl-
timos 50 años;

b) (�
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El artículo 175 propone la existencia de tres 

etapas dentro del proceso, que distingue claramen-
te, así: La primera, desde la demanda hasta la au-
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la anterior hasta la culminación de la audiencia de 
pruebas, y la tercera, desde la terminación de la 
anterior hasta la audiencia de alegaciones y juzga-
miento.

Pero conscientes de la existencia de procesos 
donde se tratan asuntos de puro derecho, es decir 
que no ameritan la práctica de pruebas, se propone 
��
�
����
/����
�	
�����������	�����
���������
�
-
ción de parte, de prescindir de la segunda etapa y 
proceder a dictar la sentencia dentro de la audien-
cia inicial, dando previamente a las partes la posi-
bilidad de presentar alegatos de conclusión.
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mite un gran número de procesos idénticos (deri-
vados por ejemplo de la reestructuración de enti-
dades), se propone en el artículo 177 que el juez 
decida si no es conveniente realizar audiencia de 
alegaciones y juzgamiento, y en cambio, decida 

correr traslado para alegar por escrito y dictar sen-
tencia también escrita, con lo cual prescinde de la 
��	
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tad debe dejarse al juez, porque realizar 100, o 200 
o 1000 audiencias de alegaciones y juzgamiento 
en asuntos idénticos, en nada contribuyen a la des-
congestión de los despachos judiciales, al contra-
�
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Por otra parte, el aplazamiento de la audiencia 
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cia de práctica de pruebas, sólo se hará a criterio 
del juez, en el primer evento, porque acepte la ex-
cusa presentada con anterioridad a la audiencia y 
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rio, la complejidad de la prueba lo amerite.
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artículo 178 decidir si dictará sentencia oral o es-
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sible, el juez indicará el sentido de la sentencia, 
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los 30 días siguientes. Pero si no le es posible, por 
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rirá por escrito;
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artículo 176 se constituye en el escenario natural 
para que el juez encauce el proceso, y para ello se 
propone dotarlo de los poderes necesarios. Así, el 
juez indagará a las partes sobre los hechos en los 
que están de acuerdo, y los demás extremos de la 
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la de reconvención, si a ello hubiere lugar, y con 
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ción del litigio. Es decir, señalará cuáles son los 
puntos sobre los que recaerá la práctica de pruebas, 
porque las partes no están de acuerdo con ellos;

d) En materia probatoria
Son varios los poderes de que dispone el juez, 

además del de decretar junto con aquellas pruebas 
solicitadas por las partes, las que considere nece-
sarias para esclarecer los hechos objeto de contro-
versia. Puede hacer uso de este poder también an-
tes de la sentencia en cualquiera de las instancias, 
de acuerdo con el artículo 208. Igualmente, el 209 
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violación al debido proceso, así como las que sean 
consecuencia de esta;

e) En relación con el saneamiento del proceso
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se dota al juez con poderes para sanear el proceso. 
Desde la audiencia inicial, el juez deberá decidir, 
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se hayan presentado y adoptará las medidas de sa-
neamiento necesarias para evitar sentencias inhibi-
torias. Y a lo largo del proceso, de acuerdo con el 
artículo 202 al agotarse cada etapa, deberá ejercer 
el control de legalidad para sanear los vicios que 
acarrean nulidades, los cuales, salvo que se trate 
de hechos nuevos, no se podrán alegar en las eta-
pas siguientes;
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�k�En el momento de dictar sentencia
Para el momento de dictar sentencia, también se 

dotó al juez de poderes, en los siguientes aspectos:
En las sentencias dictadas para decidir la nu-

lidad por inconstitucionalidad (artículo 184), ex-
presamente se establece que el juzgador no estará 
�
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��	�����������
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�������������������-
mulados en la demanda.

Por otra parte, reiterando la normativa actual, 
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particular, el juez puede en la sentencia, adoptar 
disposiciones nuevas en reemplazo de las acusa-
	��������	
��������
�������
�����

También se reiteran otras disposiciones actua-
les que pueden ser adoptadas en la sentencia, tales 
como que las condenas al pago o devolución de 
una cantidad líquida de dinero, se ajustarán toman-
do como base el Índice de Precios al Consumidor 
(artículo 182) y que en la sentencia que ordene re-
parar el daño por ocupación de inmueble ajeno, se 
deducirá del total de la indemnización la suma que 
las partes hayan calculado como valorización por 
el trabajo realizado, a menos que ya hubiera sido 
pagada la mencionada contribución (artículo 185). 
E igualmente que en esta clase de procesos cuando 
se condenare a la entidad pública, o a una privada 
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valga la parte ocupada del inmueble, la sentencia 
protocolizada y registrada obrará como título tras-
laticio de dominio (artículo 186).

De importancia resulta destacar la posibilidad 
de cambiar la competencia para conocer del proce-
so en el momento de dictar sentencia. En este sen-
tido, se establece en el numeral 4 del artículo 108, 
que por importancia jurídica, trascendencia social 
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de Estado pueda solicitar a los Tribunales, el envío 
de un proceso que esté para sentencia.

Igualmente, se mantiene en el numeral 3 del 
artículo 108, la posibilidad de que la Sala Plena 
Contenciosa del Consejo de Estado asuma la com-
petencia para dictar sentencia en aquellos asuntos 
que estén a conocimiento de sus Secciones;

g) En relación con medidas cautelares
Las medidas cautelares contempladas en el pro-
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Por ello, se propone en el artículo 224 que incluso 
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Cabe precisar que el proyecto deja intactas las 
medidas cautelares concebidas por la Ley 472 de 
1998, en las acciones encaminadas a la protección 
de derechos e intereses colectivos, que permiten 
al juez adoptar todas las que considere necesarias 
para su protección, con independencia de que sean 
�
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Así mismo se mantienen intangibles aquellas 
concebidas para las acciones de grupo por la mis-
ma normativa;

h) En relación con la conciliación
Además de señalar que el juez en cualquier eta-

pa del proceso puede convocar a conciliación, de 
manera perentoria se señala que este debe propo-
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de la misma, sin que ello implique prejuzgamiento 
(artículo 176, numeral 8);

i) En relación con la garantía del respeto a las 
decisiones judiciales

Por último, cabe destacar la intención del pro-
yecto en cuanto al acatamiento de las decisiones 
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Derecho. Por ello, la preocupación de la Comisión 
se centró en dos aspectos, a saber: uno, el respeto a 
����	
�
�
��
����	
�
��
����
��
����������
�
���
����
dos, el cumplimiento de las decisiones judiciales.

Para garantizar el respeto a las decisiones ju-
diciales que constituyen jurisprudencia reiterada 
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derecho a solicitar la extensión y adaptación de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, contenida 
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se haya reconocido una situación jurídica, siempre 
que, en lo pretendido exista similitud de objeto y 
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tar de poderes al juez, los cuales solo podrá ejercer 
en aras de cumplir el propósito de lograr una tutela 
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trados.
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traordinario
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Administrativos, se han generado expectativas 
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que ello debe traer para la descongestión y pron-
ta administración de justicia en la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, pues, sin lugar a du-
das, la creación de los nuevos juzgados obedeció, 
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congestión y al cumplimiento de los términos judi-
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como necesaria consecuencia una nueva distri-
bución y readecuación de las competencias en la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, que, en 
principio, ya había consagrado la Ley 446 de 1998. 
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los juzgados, muchos asuntos de que antes cono-
cía el Consejo de Estado en segunda instancia pa-
saron a ser de conocimiento, en último grado, de 
los tribunales, situación que hace necesario crear 
nuevos mecanismos jurídicos, como el recurso ex-
traordinario de anulación que en este proyecto de 
ley se propone introducir, en aras de asegurar la 
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10 Artículo 230 de la Constitución Política.
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orientación en la interpretación de las normas y 
garantiza, entre otros, el principio de igualdad en 
la aplicación del ordenamiento jurídico.
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menos importancia, en el proyecto se propone que 
el recurso extraordinario de anulación sirva de su-
prema garantía para que la ley se cumpla, proteja 
los derechos de las partes y de los terceros que re-
sulten perjudicados con la sentencia recurrida, y, 
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dos a tales sujetos procesales por dicha causa.

El recurso extraordinario de anulación que se 
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para evitar que se utilice para dilatar el proceso y 
sólo respecto de aquellas que dicten los Tribunales 
Administrativos en segunda instancia. Ello, con 
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nal Supremo de lo Contencioso Administrativo11, 
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de la congestión que generó en la Sala Plena de lo 
Contencioso del Consejo de Estado, que el legis-
lador tuvo a bien derogar el recurso extraordinario 
de súplica que existía en la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa, dado que este se podía in-
terponer contra todas las sentencias ejecutoriadas 
dictadas por las Secciones o Subsecciones de la 
Corporación, sin limitación alguna12.
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extraordinario de súplica, en el que la Sala Plena 
de lo Contencioso revisaba la legalidad de las sen-
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de la Corporación, respecto de la cuales aquella 
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se propone que el recurso extraordinario de anula-
ción sea conocido por las Secciones del Consejo 
de Estado, de acuerdo con la naturaleza de los pro-
cesos que a cada una de ellas corresponde conocer, 
según el Reglamento13.
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garantizar, como ocurre en la Corte Suprema de 
Justicia, que sea una Sala especializada, que actúa 
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cia, la que conozca del recurso extraordinario de 
anulación14.
11 Artículo 237 [1] ibídem.
12 Artículo 194 del Código Contencioso Administrativo, 

derogado por el artículo 2 de la Ley 954 de 2005. Ex-
posición de motivos ��
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�� 76 de 18 de 
marzo de 2004.

13 Acuerdo 58 de 1999 de la Sala Plena del Consejo de Es-
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la Sala Plena de la Corporación.

14 En la exposición de motivos de la que se convirtió en 
la Ley 954 de 2005, se dijo en relación con el recurso 
extraordinario de súplica: “Si bien el recurso está pre-
visto como una revisión del trabajo de la Sección Es-
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(sic) la 
Corte Suprema de Justicia revisa las sentencias de los 
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el [...] de Súplica genera una revisión de la sentencia 
por quienes son pares del fallador” ��

����
�������
-
�� 76 de 18 de marzo de 2004.

En cuanto a las causales para interponer el re-
curso, el proyecto prevé la violación de normas 
sustanciales por vía indirecta, es decir, por error 
de derecho que transgreda una norma probatoria 
o por error de hecho en la apreciación de la de-
manda, de su contestación o de una prueba y por 
vía directa; también por contener la providencia 
recurrida disposiciones que violen el debido pro-
ceso, declaraciones contradictorias en la parte 
resolutiva; por no estar la resolución judicial en 
consonancia con los hechos, con las pretensiones 
de la demanda, o con las excepciones propuestas 
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que se hallaba impedido, siempre que por esto 
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grar el quórum decisorio y; por ser la providencia 
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damentales previstos en el Título II, Capítulo I de 
las Constitución Política.

Sobre la interposición y trámite del recurso, se 
�
��������
�
��
��
�	
�
�������������
�
��?�
������
que dictó la providencia acusada dentro de los cin-
co (5) días siguientes a su ejecutoria; el ad quem 
deberá conceder el término de veinte (20) días al 
recurrente para que sustente la impugnación y, 
cumplida esta etapa el expediente se enviará a la 
respectiva sección del Consejo de Estado, en don-
de se estudiará si el recurso reúne los requisitos 
legales para admitirlo o, en caso contrario, se per-
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plazo de cinco (5) días.

Antes de decidir sobre el recurso, el Magistrado 
Ponente podrá citar a las partes para oírlas en lo 
que considere necesario; transcurrida esta actua-
ción, aquel deberá registrar proyecto de decisión 
dentro de los cuarenta (40) días siguientes si la 
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auto dentro de los diez (10) días.

7. Mecanismo eventual de revisión previsto 
en los artículos 265 a 269

Este mecanismo procede contra sentencias eje-
cutoriadas, tanto en el caso de acciones populares, 
evento que ya se encuentra previsto en el artículo 
11 de la Ley 1285 de 2009, como para los otros 
procesos que conoce esta Jurisdicción, y opera en 
caso de contradicciones o divergencias interpreta-
tivas que pueda haber entre tribunales o entre las 
secciones o subsecciones del Consejo de Estado, 
o cuando la providencia objeto de la revisión se 
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de Estado o a su jurisprudencia reiterada.

Por tratarse de un mecanismo de revisión even-
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la tendrán, en el caso de sentencias del Consejo de 
Estado, las Salas de revisión que se propone crear 
en el proyecto y que estarían integradas, cada una, 
por 9 magistrados de la Corporación. Si la revisión 
recae sobre sentencias de los tribunales adminis-
trativos la competencia la tendrán las secciones 
especializadas del Consejo de Estado. En caso de 
que una solicitud de revisión sea rechazada, es ne-
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cesario que la decisión de no selección sea debi-
damente motivada, de acuerdo con lo señalado en 
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Como consecuencia de la regulación integral 
que se hace del mecanismo de la revisión even-
tual, se dispone la derogatoria del artículo 11 de 
la Ley 1285 de 2009 que había establecido esta 
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sos por acciones populares y de grupo, dentro de 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
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Estado regulada en el artículo 264
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jurisprudencial, la administración se encuentra en 
la obligación de aplicar a otros casos lo resuelto 
en ellos, siempre que exista similitud de objeto y 
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de acuerdo con el cual el interesado debe acudir 
inicialmente ante la administración solicitando la 
aplicación del criterio jurisprudencial. La admi-
nistración cuenta con treinta días para resolver la 
solicitud. Si la respuesta es negativa o se guarda 
silencio, el interesado puede acudir al Consejo de 
Estado para adelantar una actuación en la que, pre-
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no sea aplicable o no exista similitud de objeto y 
causa, se enviará el asunto al juez competente para 
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ante la administración y el Consejo de Estado sus-
pende el término para acudir a la jurisdicción.

Debe anotarse que la aplicación de este meca-
nismo concuerda con el deber establecido en la 
parte primera del Código, cuando dispone para 
todas las autoridades la obligación de decidir de 
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Consejo de Estado y la jurisprudencia reiterada de 
dicha Corporación.

9. Disposiciones especiales para el trámite y 
decisión de las pretensiones de contenido elec-
toral

El proyecto establece un conjunto de disposi-
ciones especiales para el trámite y decisión de las 
pretensiones de contenido electoral, con lo cual se 
busca atender la naturaleza especialísima de estos 
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breve, dado el término tan corto señalado en el ar-
tículo 264 de la Constitución Política para la deci-
sión de estas reclamaciones.

Además, la regulación propuesta en este tema 
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gamiento de pretensiones electorales al Acto 
Legislativo número 1 de 2009 que introdujo cam-
bios sustanciales en el sistema electoral, como por 
ejemplo el examen previo que debe realizar la au-
toridad electoral antes de promoverse la nulidad 
del acto de elección de un servidor público.

En ese sentido, se regulan en los artículos 273 
a 286 las causales de anulación electoral, la proce-
dencia del requisito de procedibilidad, el trámite 
que debe seguir la demanda en la jurisdicción, el 
contenido del auto admisorio de la demanda, los 
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alcance de la intervención de terceros en los proce-
sos, la prohibición de desistir de las demandas y de 
adicionar las sentencias, las reglas para la debida 
acumulación de pretensiones y de procesos, el trá-
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secuencias que se pueden generar como resultado 
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reglas que debe seguir el trámite de estos asuntos 
en la segunda instancia.

10. Fortalecimiento de la función consultiva
En el proyecto se introducen normas que per-
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Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de 
Estado.

Así, desde el punto de vista de los sujetos con-
sultantes, el numeral 1 del artículo 109, abre la po-
sibilidad de que realicen consultas directamente el 
Gerente del Banco de la República, el Procurador 
General de la Nación, el Fiscal General de la 
Nación, el Contralor General de la República, el 
Registrador Nacional de Estado Civil, el Presidente 
de la Comisión Nacional de Televisión y las mesas 
directivas del Congreso de la República, estas úl-
timas exclusivamente sobre asuntos relacionados 
con el trámite legislativo.
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de las que hoy cumple, se agregan las siguientes:

(i) Emitir concepto previo en relación con even-
tuales controversias que se presenten entre entida-
des del nivel nacional, o entre estas y entidades del 
nivel territorial, para precaver litigios, caso en el 
cual el concepto es requisito de procedibilidad de 
la demanda;
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ministrativas entre organismos del orden nacional 
o entre tales organismos y una entidad territorial 
o descentralizada o entre estas, cuando no estén 
comprendidas en la jurisdicción de un solo tribu-
nal administrativo;

(iii) Revisar los proyectos de compilaciones de 
normas;

(iv) Igualmente se establece la obligación de 
oír previamente a la Sala de Consulta en algunos 
asuntos, sin que los conceptos tengan carácter vin-
culante. Las materias señaladas son: los proyectos 
de ley preparados por el Gobierno Nacional sobre 
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ción y para aprobación de tratados internaciona-
les; los proyectos de decretos leyes en ejercicio 
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o proyectos de disposiciones administrativa que 
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miento del Consejo de Estado.
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11. Utilización de medios electrónicos en el 
proceso judicial

A tono con la disponibilidad de herramientas 
tecnológicas, se disponen reglas para aprovechar 
estos mecanismos en el proceso contencioso-ad-
ministrativo. Con este propósito, los artículos 194 
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nes públicas y a particulares que deban estar ins-
critos en el registro mercantil, se realizará a través 
de mensaje de datos dirigido al buzón electrónico 
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nablemente que este tipo de entidades tienen plena 
disponibilidad para acceder a estos servicios.

A su vez, para aprovechar estos recursos, des-
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los usuarios de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, se dispuso en el artículo 181 que 
todas las actuaciones judiciales que puedan sur-
�
��
�
��������
���
�����
���	�����
��
/����� ����!��
de medios electrónicos, siempre y cuando estén 
rodeadas de las necesarias seguridades para ga-
rantizar su autenticidad, integridad, conservación 
y posterior consulta y que las autoridades judicia-
les cuenten con mecanismos que permitan acusar 
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Esto obliga a que se lleven a cabo desarrollos tec-
nológicos que permitan utilizar adecuadamente 
estos avances con plena garantía para los usuarios 
sobre la seguridad jurídica de estas actuaciones.

12. Régimen de transición y aplicación del 
Código

Con el propósito de asegurar el éxito de las 
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respecto de los resultados positivos que ellas pue-
dan arrojar, se ha dispuesto que el nuevo régimen 
de procedimiento en lo contencioso-administrati-
vo sólo se aplique a los procesos cuya demanda se 
presente con posterioridad a la entrada en vigencia 
de esta ley, que en el artículo 294 dispone que sea 
el 1 de enero de 2011.

Sin embargo, los procesos ya existentes no se 
dejan a la deriva sino que se prevé en el artículo 291 
un ambicioso plan especial de descongestión de la 
jurisdicción, bajo la metodología de una gerencia 
de proyecto que, adscrita a la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura, deberá im-
plementar las medidas necesarias para tramitar y 
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en un plazo no mayor a 4 años, para lo cual se 
señalan las etapas en que dicho plan debe ejecu-
tarse y se establece que los despachos encargados 
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paralela a los despachos designados para cumplir 
con las nuevas competencias y procedimientos es-
tablecidos en el Código.

En materia de vigencia, el proyecto distingue 
dos momentos para cada una de sus dos partes. La 
parte primera entrará a regir seis meses después 
de su promulgación, en tanto que para la Parte 
Segunda, dado que requiere la adopción de me-
didas especiales para su preparación, se establece 
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enero de 2011.

En su último artículo, el proyecto contempla el 
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presa las normas derogadas por la ley.

De los honorables Congresistas,
El Presidente del Consejo de Estado,

Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta.
El Viceministro de Justicia encargado de las 
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y de Justicia,
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SENADO DE LA REPUBLICA

SECRETARIA GENERAL
Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 17 de noviembre de 2009
Señor Presidente:
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Proyecto de ley 198 de 2009 Senado, por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, me permito 
pasar a su despacho el expediente de la mencio-
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ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado Proyecto de ley es competencia de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, de 
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y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 17 de noviembre de 2009
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General, dese por repartido el Proyecto de ley de 
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y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
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Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la 

República,
Javier Cáceres Leal.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Emilio Otero Dajud.
IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2009


